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Al pilar que sostiene mi vida, Ana. Tu ayuda incondicional, paciencia 
infinita y comprensión profunda son los cimientos sobre los cuales 
construyo mis logros. 


A mi familia, mis padres, abuelos y hermanos, que me han convertido en la 
persona que soy. 


A mis queridos seguidores, cuyo apoyo y ánimo han servido para dar vida 
a este proyecto. 


En un mundo donde la información fluye a un ritmo frenético, es 
crucial hacer un alto en el camino y analizar de forma crítica las ideas 
que se nos presentan como incuestionables. Cuando nuestro objetivo 
es la búsqueda de la verdad, rebelarnos contra lo que consideramos 
injusto es obligatorio. Y eso es, precisamente, lo que intento trasmitir 
en este libro: la importancia de no aceptar pasivamente. 


Introducción 


Nunca fui considerado (ni me consideré) el más brillante de mi clase; 
no destacaba por mis notas ni por mis habilidades innatas. Sin 
embargo, era un culo inquieto que buscaba respuestas constantemente 
y desafiaba las normas establecidas, lo que me empujó a llevar la 
contraria en muchas ocasiones, a desafiar las ideas preconcebidas y las 
opiniones dominantes. Sigo negándome a asumir las cosas tal y como 
me las presentan y a conformarme con respuestas superficiales, y 
siempre intento cuestionar lo que se considera una verdad absoluta. A 
menudo, encuentro placer en los debates y las discusiones, en 
oponerme a las creencias arraigadas y en desentrañar la lógica detrás 
de cada argumento. No me gusta aceptar nada como válido sin antes 
haberlo analizado. He aprendido que la inteligencia no se mide por la 
simple acumulación de conocimientos, sino por la voluntad de objetar, 
de encontrar respuestas más allá de lo evidente y de enfrentarme a las 
limitaciones impuestas por el pensamiento convencional. 


El año 2020 —en concreto, el confinamiento a causa de la pandemia 
de COVID-19— supuso un punto de inflexión en mi manera de 
asomarme a la realidad. No sé si fue el maldito e interminable tiempo 
libre, la mezcla de miedo e incertidumbre o la desesperación 
provocada por el encierro, pero algo hizo clic en mi cerebro y 
desencadenó un torrente de cambios en mi actitud ante lo que me 
rodeaba. Dejé de utilizar internet para gilipolleces y me centré en 
entender qué sucedía en el mundo y cómo podía afectarme. 
Preocupado por el futuro, tanto por el mío como por el de mi familia, 
me sumergí en un mar de información y devoré libros, vídeos y 
artículos dispuesto a comprender los complejos mecanismos que rigen 
nuestra sociedad. Sin embargo, la pasión y la necesidad por adquirir 
conocimiento pronto se transformó en una necesidad de expresarme y 
compartir mis ideas. Internet se convirtió en mi escenario, en el medio 
a través del que proyectar mi voz y conectar con otras personas que 
compartieran mis inquietudes. Así, empecé a mostrar en la red mis 
reflexiones y mis análisis, a nutrirme de opiniones diversas y a 
confrontar mis planteamientos con los de aquellos que se cruzaban en 


mi camino virtual. 


Dos razones principales me impulsaron a seguir adelante en la batalla 
digital: la primera, la necesidad inherente de expresar mi modo de 
pensar y sentir, de que mis ideas no se quedasen encerradas en las 
limitaciones de mi propia mente. La segunda, y quizá la más 
importante, radica en mi profunda convicción de que la lucha cultural 
es esencial para forjar un futuro más prometedor. Las palabras se 
convirtieron en mis aliadas, en las herramientas que me permitían 
explorar, cuestionar y confirmar mi posición en distintos temas. Cada 
texto redactado, cada vídeo grabado y cada tuit publicado constituían 
pequeños pasos hacia la construcción de un pensamiento crítico y una 
visión más clara de lo que de verdad importa. En cada debate y en 
cada conversación, encontré una oportunidad de aprender y crecer, de 
desafiar mis propias creencias y ampliar mis horizontes intelectuales. 
Aprendí a cambiar de idea y a rectificar, pero también a afianzar lo 
que consideraba correcto. 


En este tiempo, he interiorizado que, cuando nos detenemos y 
examinamos nuestra realidad, nos damos cuenta del poder que 
tenemos para influir en ella. Las elecciones que tomamos y las 
acciones que ejecutamos pueden tener un impacto significativo en el 
entorno y en nosotros mismos. No debemos caer en la trampa de 
subestimar el poder de nuestras voces, tanto individuales como 
colectivas, incluso aunque parezca que lo que opinamos se pierde en 
el ruido ensordecedor del mundo. Recordemos que cada palabra, cada 
idea compartida, es capaz de resonar y encontrar eco en las mentes de 
los demás. Cada paso que damos en la dirección adecuada cuenta. 


Lo que vas a encontrarte a lo largo de estas páginas no es un texto 
económico ni político, ni siquiera lo considero un análisis crítico del 
Estado español ni de sus gentes. Sencillamente, verás con los ojos de 
un ciudadano alternativo aspectos importantes del sistema en el que 
vivimos. Por este motivo, el libro no pretende aportar todas las 
respuestas ni ofrecer soluciones definitivas; más bien, es una 
invitación a cuestionar y explorar desde perspectivas diferentes lo 
políticamente correcto. Se trata de algo a lo que le otorgo un gran 
valor, ya que, si he plasmado mis ideas en este manual, es porque 
primero he aprendido de otros más sabios que, igual que yo ahora, 
gastaron su tiempo en exponer su filosofía. De la misma forma que me 
enseñaron a reflexionar por mí mismo, aspiro a recoger el testigo e 


implantar semillas de pensamiento crítico en los lectores, para que se 
animen a plantearse otro modo de ver el mundo y a romper las 
limitaciones actuales. 


Espero que estas palabras inspiren a aquellos que, como yo, alguna 
vez se han sentido marginados por no encajar en los moldes 
establecidos. Porque el verdadero poder reside en el coraje de desafiar 
y cuestionar, en la pasión por el aprendizaje y en la valentía a la hora 
de buscar respuestas más allá de lo obvio. 


Bienvenido. 


1 
Luis el empresario: 


emprender sin morir en el intento 


Luis ha sido siempre una persona con espíritu emprendedor. De joven 
fantaseaba con la posibilidad de ser un empresario de éxito, respetado, 
querido por su plantilla y diferente al resto: moderno, simpático, que 
supiera trabajar en equipo y que nunca mirara a sus empleados por 
encima del hombro. Vamos, lo que viene a ser un buen jefe de toda la 
vida. Si algo tenía claro era que jamás sería como esos malvados 
patrones de puro y corbata que solo piensan en sí mismos y que 
anteponen sus privilegios al bienestar de sus trabajadores: quería 
combatir la imagen del típico rancio empresario español. No le 
entraba en la cabeza que existiesen esos capitalistas despiadados que 
gozan de sus vacaciones en lujosos yates horteras a costa de pagar 
cantidades miserables a sus asalariados. Nunca lo soportó. 


Luis todavía recuerda cuando, siendo un niño, su padre, un humilde 
contable del sur de Madrid, perdió el empleo después de años de 
dedicación a la empresa: «¿Cómo es posible que alguien pueda no 
querer trabajar con mi padre? Un hombre bueno, cumplidor, honesto, 
responsable. Maldita sea, además de haber cobrado un sueldo mísero, 
lo despidieron porque la compañía pasó a no sé qué concurso de 
acreedores». Aquel día se prometió a sí mismo no ser como ese tipo de 
empresarios. Y, ahora que ha llegado el momento de demostrar cómo 
debe actuar una persona íntegra y justa, está impaciente por impulsar 
su nuevo proyecto apoyándose en un joven con muchas ganas de 
trabajar con él, no para él. 


Luis ha ido prosperando y ha montado una pequeña firma de servicios 
informáticos. Con esfuerzo ha conseguido acumular algo de dinero, 
pero se ha dado cuenta de que la carga de trabajo es cada vez mayor, 
hasta el punto de tener que rechazar encargos por falta de tiempo. 
Está contento porque este es un síntoma claro de que las cosas van 


bien, de que su negocio coge fuerza, y sabe que el siguiente paso que 
debe dar para impulsarlo es contar con la ayuda de otra persona. Es 
un paso importante, pues dejará de depender de sí mismo y tendrá 
que empezar a delegar y compartir tareas, escuchar segundas 
opiniones y cargar con las posibles malas decisiones de su futuro 
empleado, pero es consciente de que se trata de algo necesario y que 
el largo plazo se lo agradecerá. Además, está convencido de que lo 
más difícil ya está hecho y de que, con la persona correcta, conseguirá 
cumplir su deseo desde la niñez: ser un empresario de verdad. 


Ha estado haciendo cálculos. En estos últimos meses ha ahorrado una 
cantidad importante y dispone de más capital que nunca para invertir. 
Sabe que contratar a alguien le costará un buen dinero, pero es 
asumible. Considera justo que su nuevo empleado reciba en su cuenta 
corriente 2.000 euros limpios al mes. Un sueldo decente, acorde con el 
nivel de vida de la ciudad donde reside (Madrid) y competitivo para 
fidelizar al trabajador. Es el sueldo que le gustaría cobrar a él si se 
encontrara en la posición de asalariado. 


Dispone de una cantidad nada despreciable de 30.000 euros al año 
para su nueva apuesta. Es un esfuerzo económico muy importante, 
pero, al fin y al cabo, es el riesgo que tiene que asumir al tomar esta 
decisión. La posibilidad de elegir a una persona inadecuada existe; sin 
embargo, aunque acierte, la vida da 1.000 vueltas —y, en los 
negocios, 2.000—, y las cosas que hoy van bien mañana pueden ir 
mal. El día a día del emprendedor conlleva tomar decisiones difíciles, 
y ejecutarlas de una manera u otra dibuja la línea entre fracasar y 
alcanzar el éxito. 


Es hora de ponerse manos a la obra. Luis ha contactado con un amigo 
suyo, antiguo compañero de la escuela, experto en materia laboral, 
para que le asesore sobre la contratación de un empleado. Sus 
conocimientos de fiscalidad de cuñado no le dan para entender bien 
qué trámites burocráticos hay que hacer y, sobre todo, cuánto dinero 
tiene que gastar exactamente. El tema del papeleo no le preocupa 
demasiado, pues su amigo, en el cual confía al cien por cien, se ha 
comprometido a gestionarlo de manera altruista, a cambio de que 
cuente con él a la hora de futuros servicios. Esto lo tranquiliza: 
después de años como autónomo, sabe los quebraderos de cabeza que 
provoca la Administración, pero eso es lo que tiene proteger los 
derechos del asalariado. 


Una vez aclarada la burocracia, Luis empieza a contarle a su 
excompañero sus planes. Cuando llega el momento de hablar de la 
pasta, es decir, de la cantidad que quiere pagar a su futuro empleado, 
la cara de su amigo es una mezcla de incredulidad y orgullo: «¡Te 
tienen que estar yendo muy bien las cosas, Luisete!». La verdad es que, 
al principio, no llega a comprender por qué le plantea ese tipo de 
comentarios: «¿Por qué me pregunta constantemente sobre si entiendo 
la diferencia entre bruto y neto?». No tarda en descubrirlo. Entonces, 
la tranquilidad comienza a desaparecer conforme avanza la 
conversación: 


—Veamos, confírmamelo de nuevo. Dices que quieres pagar a tu 
empleado 2.000 euros limpios al mes, ¿correcto? 


—SÍí, quiero que cada mes reciba en su cuenta corriente 2.000 euros. 


—Bien, teniendo en cuenta que vas a contratar a un ayudante titulado 
y que tiene... ¿Cuántos años me dijiste? 


—Veintiocho. Acaba de terminar de estudiar un máster de 
informática. 


—Veintiocho añitos, O. K. ¿Doce pagas? 
¿ 
—¿Cómo que si «doce pagas»? 


—Pues que si le quieres repartir el sueldo en 12 veces o en 14, es 
decir, lo mismo, pero con dos pagas extra. 


—Creo que lo mejor es que cobre esos 2.000 euros que te digo cada 
mes, 24.000 euros al año. Más simple. 


—Vaaaale, pues teniendo en cuenta el tipo de retención sobre la nómina 
del 16,94%, el 6,35% de la cuota a la seguridad social y el 0,1% del 
nuevo mecanismo de equidad intergeneracional (MED), el importe asciende 
A... 


—Para, para, un momento: ¿cómo que «tipo de retención sobre la 
nómina»? Explícamelo, por favor. 


—El IRPF, Luis. Y, luego, la seguridad social. 
—AL, sí, sí. Vale, vale, perdona. Continúa. 


—Bien, teniendo en cuenta esto, de IRPF tu empleado pagará 5.300,5 
euros, de seguridad social, 1.986,9 euros, y 2,60 euritos del MEI. Por 
lo que el sueldo bruto debe ser de 31.290 euros al año. 


Luis se queda pensando unos segundos antes de abrir la boca. Los 
cálculos de su amigo superan por poco lo que él había previsto, pero 
es algo medianamente razonable. No contaba con que fueran tan altas 
las cotizaciones a la seguridad social, era consciente de su 
desconocimiento, pero ahora lo entiende. Aunque pensaba pagar 
30.000 euros como máximo, no le supone un grave problema gastarse 
algo más. Al final, fiel a los valores que ha defendido siempre, está 
convencido de que debe asumirlo. No es una persona avariciosa y, 
aunque con mucho esfuerzo, es capaz de permitírselo. 


—Bueno, pues muchas gracias por aclararme las ideas —le dice a su 
amigo—. Más o menos es lo que yo pensaba, así que..., perfecto. 


—De nada, Luis. Si quieres, te explico ahora las cargas empresariales 
por el empleado y cerramos el tema. 


—¿Cómo dices? 

—La parte que recae de forma directa en la empresa, Luis. 
—¿De qué hablas? 

—Vamos a ver, ¿te suena lo de la prestación por desempleo? 
Qué sudores le entran a Luis: 

—Por favor, explícate mejor. 


—Mira, Luisete. Para explicártelo de manera sencilla, lo que hemos 
calculado antes es la parte que recae sobre el trabajador, por así 
decirlo. La nómina se suele negociar con los empleados en bruto, y, 
tras quitarles el IRPF y las cotizaciones a la seguridad social, queda el 
sueldo neto que reciben los asalariados. Pero, por otro lado, la 
empresa (es decir, tú) paga una serie de impuestos a la seguridad 


social por contratar al trabajador y que sirven para cubrir las posibles 
bajas médicas, prestaciones por desempleo, etc. 


—Pero... ¿Pero son obligatorias? 

—Ja, ja, ja, ¡pues claro! 

—¿Y cuánto es aproximadamente? 
—-Pues, más o menos, un 30% del salario. 
—Del neto, espero. 

—Del bruto. 

—No puede ser. 

—-Claro que puede, Luis. 


—¿Podemos hablar en cifras? —pregunta Luis, que se ha quedado 
pálido. 


—-Claro, es sencillo. Para saber con precisión cuánto dinero vas a 
necesitar gastarte en contratar a este chaval, hay que tener en cuenta 
seis elementos. 


Entonces, el amigo le dibuja al empresario la siguiente lista: 


* Cotización por contingencias comunes: 23,60% del salario bruto, es 
decir, 7.380 €/año. 


* Cotización por formación profesional: 0,60%, 188 €/año. 


* Cotización por desempleo: 5,50% en contratos indefinidos, 1.721 €/ 
año. 


* Tarifa de primas por accidentes del trabajo (AT) y enfermedad 
profesional (EP): 2,6%, 813,5 €/año. 


* Otra vez el mecanismo de equidad intergeneracional (MED): 0,5%, 
156,5 €/año. 


* Cotización al Fondo de Garantía Salarial (Fogasa): 0,20%, 63 €/año. 


—Por tanto, para que tu empleado cobre 2.000 euros limpios al mes, 
tendrás que pagar... A ver, déjame que sume... Sí, 41.612 euros en 
total, 3.467 euros al mes. 


Luis no termina de comprender qué pasa. Su amigo se explica 
perfectamente y queda claro que no le está tomando el pelo, pero, aun 
así, se muestra incrédulo: «¿Cómo es posible que, para que yo le pague 
2.000 euros a una persona, tenga que dedicar casi 3.500 euros? Es 
desproporcionado, ¡es casi el doble! Son muchísimos impuestos, 
muchísimo gasto». Empiezan a pasar por su cabeza mil ideas: «¿Y si el 
nuevo trabajador se coge la baja? ¿Y si no encaja en la empresa? ¿Y si 
lo tengo que despedir?». Preocupado, asume la realidad con tristeza y 
pregunta a su amigo: 


—¿Y si le quiero pagar 1.400 euros? ¿Me lo calculas? 


REPITE CONMIGO: EL EMPRESARIO NO ES TU ENEMIGO 


Es curioso cómo en España hemos considerado siempre a las personas 
emprendedoras parte fundamental de una sociedad sana y productiva 
y, a la vez, hemos repudiado la palabra empresario. Pero la realidad es 
que, si un joven emprendedor consigue el éxito, pasa a ser un temible 
empresario explotador. Paradójico, ¿verdad? Creo que este problema 
(porque es un problema) viene dado por el error conceptual que 
cometemos los españoles cuando nos referimos a un empresario. 


Puede que, en el ejemplo anterior, la idea de Luis sobre cómo es un 
empresario en España suene exagerada, pero admitámoslo, una gran 
parte de la sociedad relaciona ser empresario con tener dinero, tener 
dinero con tener poder... y tener poder y dinero con ser un capitalista 
despiadado. Que esta caricaturización venga provocada por nuestra 
triste cultura de la envidia hacia el exitoso que posee dinero es ya una 
teoría mía, pero dudo que me aleje mucho de la realidad. 


El empresario de puro, jet y yate, de palco en el Bernabéu y de Ibex 35 
es una especie muy poco común. Es cierto que son los más influyentes, 
pero el grupo es reducido. La realidad es que el empresario medio 
español no es Florentino Pérez, Juan Roig ni, mucho menos, Amancio 
Ortega. El empresario medio español es el frutero de tu barrio. Y se 
demuestra cuando conoces los siguientes datos. Las empresas en 
España se dividen en cinco grupos: 


* Grandes empresas => más de 250 asalariados y una facturación 
superior a los 50 millones de euros anuales. 


* Medianas empresas —> entre 50 y 249 asalariados y una facturación 
de entre 10 y 50 millones de euros. 


* Pequeñas empresas —= entre 10 y 49 asalariados y una facturación 
anual de entre 2 y 10 millones de euros. 


* Microempresas —= entre 1 y 9 asalariados y una facturación anual de 
menos de 2 millones de euros. 


* Empresas sin asalariados —= O asalariados, es decir, el único 
empleado que hay es el dueño de la empresa. 


Bien, pues, según las cifras oficiales publicadas por el Ministerio de 
Industria, Comercio y Turismo a mediados del año 2023, el 99,8% de 
todas las empresas de España entran en los cuatro últimos grupos, es 
decir, entre las denominadas pymes (pequeñas y medianas empresas). 
Ojo con lo que estamos diciendo: de todas las empresas de España, tan 
solo el 0,2% son empresas de las gordas. Te lo muestro con unos 
numeritos: 


Noteneajpseda el tot 
pa08954 asalariados 


Fuente: Elaboración propia a partir de los datos del Ministerio de 
Industria, Turismo y Comercio. Datos de mayo de 2023. 


La tabla anterior dice mucho más de lo que parece. No solo demuestra 
que las grandes empresas representan una cantidad minúscula en 
nuestro país, sino que las de menos de diez trabajadores representan 
la inmensa mayoría, un 93,1%. 


Pero espera, que esto no acaba aquí. Del total de las microempresas — 
es decir, las que tienen entre cero y nueve trabajadores—, un 54,5% 
son microempresas con cero trabajadores, es decir, con cero personas 
asalariadas contratadas. Primer mito desmontado: la inmensa mayoría 
de los empresarios españoles son gente como tú y como yo. No sé si 
hace falta mostrar algún dato más para que, al menos, nos quitemos 
de la cabeza la idea del empresario de Wall Street. 


Lo que sí es cierto es que, aunque el número de empresas grandes 
representa un porcentaje muy pequeño sobre el total, emplean a una 
gran parte de los asalariados, por lo que el papel que tienen en la 
sociedad es muy importante. 


Rotcmesjdadibdoel total |] 
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Fuente: Elaboración propia a partir de los datos del Ministerio de 
Industria, Turismo y Comercio. Datos de mayo de 2023. 


Como vemos, hay un gran número de personas que tienen un jefe 
(entendido como jefe de la empresa: CEO, director ejecutivo, 
consejero delegado) que sí que se puede asemejar al típico empresario 
multimillonario (lo que no significa que sea una mala persona, 
obviamente). ¿Será ese uno de los motivos por los que este tópico está 
tan implantado? 


Por otro lado, uno de los temas más polémicos que surgen cuando se 
critica la cantidad de dinero que debe pagar una compañía por 
emplear a una persona es el hecho de que en esos cálculos no se tiene 
en cuenta nunca el valor que genera el trabajador en cuestión. Y 
tienen razón, no se incluye. Pero que no se incluya no supone utilizar 
la demagogia a la hora de contar la historia. La verdad es que no se 
incluye por dos razones: la primera es que resulta imposible calcular 
ese valor. ¿Cómo se cuantifica el valor que creará el empleado que 
Luis contrate? ¿Es seguro que generará valor? ¿Irá mejorando su 
productividad en la empresa y, por lo tanto, generará cada vez más 
valor? ¿Y si pasa lo contrario? No se puede saber, pero claro que se 
tiene en cuenta. 


La segunda razón es que no se debe incluir. Que un empresario 


contrate a un trabajador con la intención de ampliar y mejorar su 
proyecto se tiene que concebir de igual manera que una inversión. Sí, 
puede sonar duro, puede sonar frío, pero intentemos por una vez dejar 
los sentimentalismos a un lado y analicemos las cosas de forma más 
realista. Los empresarios montan empresas y contratan a gente porque 
buscan obtener beneficio, no por caridad. Cuando Luis ficha a su 
empleado, está haciendo una apuesta: quizá se caiga con todo el 
equipo o quizá le salga la jugada redonda. Es obvio que, si pensamos 
en las grandes multinacionales, contratar y despedir gente está a la 
orden del día. La compañía ni se inmuta. Pero ¿eres consciente del 
desbarajuste que significa para una microempresa la salida de un 
empleado? 


Hablemos, por ejemplo, de lo que supone la indemnización por 
despido. En España muy poca gente conoce cómo funciona el mercado 
laboral, pero todo el mundo sabe que, si una empresa te echa, cobras 
dinerito. Está interiorizado, es así porque tiene que ser así, porque es 
un derecho, lo dice la ley. Sin embargo, ¿alguna vez hemos 
reflexionado sobre lo que significa esto? ¿Por qué se hace? ¿Es justo? 
¿Favorece o perjudica a la creación de empleo? 


Pongamos los datos encima de la mesa: la indemnización por despido 
en España es la más alta de Europa (y una de las más altas del 
mundo), lo que provoca que el mercado laboral sea menos flexible y, 
por ende, que resulte más difícil conseguir un contrato indefinido en 
una empresa. Sí, ahora todos los trabajos son indefinidos porque lo 
dice no sé quién, pero, por favor, en este libro se tratan asuntos serios. 
Además, no quiero analizar aquí si nuestro mercado laboral es más o 
menos rígido, no estamos para eso; prefiero reflexionar sobre temas 
que, aunque son tabú porque supuestamente no tienen discusión ni 
alternativa, son de vital importancia. 


Bien, vemos con claridad que el empresario lo debe tener fácil para 
contratar. Pero ¿te has planteado si debe tenerlo igual de fácil para 
despedir? Reflexionemos al respecto. Tal y como están las cosas 
establecidas, si a una persona la despides después de varios años de 
trabajo, le corresponde una indemnización. Y ¿por qué? ¿Por qué una 
empresa debe pagarle después de darle la oportunidad de trabajar? 
Ojo, que la pregunta puede parecer sencilla, pero párate un segundo a 
pensar en ella. 


Los argumentos típicos son que se trata de un derecho, que lo dice la 
ley y que se debe proteger al empleado del avaricioso empresario 
capitalista. Los dos primeros, los más habituales, no son argumentos 
válidos. En primer lugar, no es un derecho, y, si de verdad lo crees, 
repásate el concepto sobre lo que es un derecho. Por otro lado, que lo 
diga la ley no se sostiene, porque somos nosotros (o alguien lo fue en 
su momento) quienes decidimos que eso debía ser un privilegio del 
trabajador fijado por ley. Antes no lo era y mañana podría dejar de 
serlo. Que lo diga una ley solo significa que su incumplimiento lleva 
un castigo asociado, pero no sirve para defender una idea. El tercer 
argumento es algo más debatible: ¿por qué habría que defender a un 
trabajador de un empresario? ¿Acaso no quiere el empresario que al 
trabajador le vaya bien y, por tanto, la empresa prospere? ¿De qué le 
tiene que proteger? 


Puedes replicar que se debe indemnizar a un trabajador despedido 
porque, si un empresario echa a alguien, rompe un contrato y debe 
reparar el daño causado. Vale, te lo compro (y no voy a entrar a 
analizar la obligatoriedad de contratar indefinidamente a la gente, ya 
que es algo impuesto por el Estado). En España la indemnización por 
despido está en 33 días por año trabajado si es improcedente y en 20 
días si es procedente; el importe depende del salario y de la 
antigúedad en la empresa del trabajador. Un ejemplo sencillo: 
supongamos que Luis despide a Paco por problemas de solvencia 
económica, es decir, por una razón justificada. Por tanto, Luis le 
informa de que la indemnización será equivalente a 20 días por año 
trabajado; como Paco cobra 31.290 euros brutos, si los dividimos 
entre 365, el total es de 85,72 euros al día. Como Paco lleva en la 
empresa seis años (supongamos que cobra lo mismo todos los años), es 
decir, 72 meses, la fórmula es la siguiente: 


85,72 €/día X 20 días por año trabajado x 6 años = 10.287 € 


Bien, pues voy a ponerte ahora un poco de mala leche. Como hemos 
dicho, entendemos que la indemnización por despido tiene sentido 
porque la empresa rompe el acuerdo con el trabajador (lo pongo en 
cursiva porque las condiciones de la indemnización no se acuerdan 


entre empresa y asalariado, sino que las regula el Gobierno). Pero, 
entonces, ¿qué pasa si es el empleado el que decide irse? ¿Debe 
indemnizar a la empresa por romper el contrato? Vaya, no es lo que 
sueles escuchar, ¿verdad? Quizá porque nunca has leído un libro como 
este o quizá porque nunca te has parado a pensar si lo establecido 
tiene sentido. 


Volvemos a lo mismo: quizá para un gigante del Ibex 35, pagarte esos 
10.000 euros no signifique nada, pero al ferretero que llega justito a 
final de mes le hace un roto terrible. Por tanto, el tercer argumento 
tampoco es que sea muy sostenible, ya que, como acabas de ver, 
podemos darle la vuelta. 


A menudo escuchamos a iluminados quejarse de que despedir en 
España sale muy barato. Pero es una mentira como una catedral. 
Como he mencionado antes, nuestro país es el que más protege al 
empleado en comparación con Francia, Alemania, Reino Unido y el 
resto de los vecinos europeos. Incluso hay naciones donde no existe 
este tipo de indemnización fijada por la ley, como es el caso de 
Finlandia, Noruega y Suecia; allí, si existen motivos justificados, el 
despido es prácticamente gratis. 


Siempre se habla de blindar los derechos del trabajador, pero de 
proteger los derechos para evitar la explotación y los abusos a que la 
regulación infecte el tejido laboral al completo —lo que perjudica al 
creador de empleo y, por ende, al empleado— hay un gran salto. 
Dificultar el despido supone dificultar la contratación, especialmente 
en el caso de las pymes. Si las empresas no pueden despedir 
fácilmente a los empleados que no cumplen con sus obligaciones o que 
no se adaptan a los cambios en el mercado, es posible que se vean 
obligadas a mantener a trabajadores ineficientes o poco productivos, 
con el riesgo de sufrir una disminución en la calidad del trabajo y la 
innovación y, en última instancia, una pérdida de competitividad. 


Por otro lado, dificultar el despido también puede tener un efecto 
negativo en la moral de los trabajadores y en la cultura empresarial. Si 
los empleados saben que no es fácil que los despidan, quizá se sientan 
menos motivados para esforzarse y mejorar su rendimiento, lo que 
afectaría negativamente a la productividad de la empresa en su 
conjunto. Además, se puede generar resentimiento entre los 
trabajadores que sí cumplen con sus obligaciones, pues percibirían que 


están siendo penalizados por los malos desempeños de sus 
compañeros. 


En fin, espero que al menos estas reflexiones sirvan para entender que 
llegar a ser empresario en España es una tarea muy complicada 
debido, en parte, a la falta de apoyo y reconocimiento social que 
reciben. Debemos fomentar un cambio cultural que valore e impulse el 
espíritu emprendedor, entender que la excesiva regularización no es 
positiva (por muy buenas intenciones que tenga) y que el 
intervencionismo no es la solución a todos los problemas. Fomentar 
esta cultura es fomentar nuestro futuro, pues, visto el panorama 
actual, es probable que Luis y otros Luises y Luisas como él se lo 
piensen mucho antes de hacerse empresarios o, si ya los son, antes de 
contratar a alguien, ¿no crees? 


PÍLDORA 1 


LA POLÍTICA DEL MIEDO: MÁS QUE ACOJONARTE, DESCOJÓNATE 


Si hay algo verdaderamente efectivo para conseguir que alguien se 
someta a tu voluntad es el uso del miedo. El miedo es una reacción del 
cuerpo y la mente ante situaciones que interpretamos como peligrosas 
para nosotros mismos o para la gente a la que queremos. Es un 
instinto que hemos desarrollado para protegernos, que nos advierte 
sobre los riesgos que pueden aparecer y nos ayuda a evitarlos. Pero, 
en multitud de ocasiones, el miedo aparece aunque realmente no 
exista tal peligro. 


Esto es algo que los gobernantes siempre han entendido muy bien, y lo 
han utilizado como una de sus estrategias principales para conseguir 
dominar a las masas y guiarlas hacia donde sus intereses dictaban. Lo 
han ejercido dictadores y demócratas, desde la izquierda hasta la 
derecha, en todas y cada una de las ideologías que han existido. Y, si 
existe algo que combina a la perfección con el miedo, es el 
desconocimiento. Cuando un grupo de personas intenta asustarte con 
respecto a un tema del que no sabes nada, es normal que te convenza 
de lo que sea. Juntos, la desinformación y el miedo forman el combo 
perfecto para que un buen manipulador te someta. 


En la política española, como no puede ser de otra manera, también se 
ha utilizado el miedo como herramienta para influir en la opinión 
pública. Uno de los ejemplos más claros de esta estrategia es la 
manera en que se abordan los impuestos. Se suele recurrir a la idea de 
que, si se reducen, se corre el riesgo de perder servicios esenciales, 
como la sanidad y la educación. Esta táctica es común en discursos de 
representantes públicos que defienden la necesidad de mantener los 
impuestos elevados como garantía de la supervivencia de dichas 
prestaciones. Por otro lado, en el contexto de las campañas electorales, 
convertidas en guerrillas absurdas, se cruzan acusaciones entre 
partidos por no estar dispuestos a subir ciertos impuestos o a reducir 
otros. En muchas ocasiones, estos ataques son infundados o 
exagerados, pero tienen como objetivo generar miedo entre los 


votantes y hacerlos creer que la falta de voluntad política podría 
poner en peligro servicios básicos. 


Por ejemplo, ¿cuántas veces le has escuchado a un dirigente decir que 
nos vamos a quedar sin sanidad si bajamos los impuestos? ¿Y sobre la 
necesidad de subirlos para disfrutar de una sanidad digna? ¿Cuántas 
veces has visto a un partido político acusar a otro de querer acabar 
con la educación pública por negarse a aumentar un impuesto? ¿Y 
cuántas veces has oído justificar absolutos saqueos fiscales con la 
excusa de financiar las maravillosas carreteras que tenemos? Seguro 
que muchas. 


Claro, cuando se desconoce lo que sucede con nuestro dinero una vez 
que el Estado nos lo quita, no nos queda otra que fiarnos de lo que nos 
cuenta el burócrata que mejor nos cae y cruzar los dedos para que su 
partido sea el que gobierne. Y es justo en ese momento cuando el 
miedo entra en acción mediante discursos que buscan aterrar a la 
población y hacerle creer que, cuando se habla de reducir la presión 
fiscal, lo que en realidad se esconde detrás de esa medida es un 
liberalismo salvaje que quiere que tus hijos sean analfabetos o que tu 
prima muera de apendicitis al no poder costearse la operación. 


La mayoría entendemos que nuestro dinero sirve para financiar 
hospitales, escuelas y autopistas, pero ¿sabemos de verdad cuánto 
pagamos por ellos? ¿Sabemos si es suficiente? ¿Es cierto que 
tendríamos que dejarnos un riñón en el médico si pagáramos algo 
menos de impuestos? ¿Pagamos mucho o pagamos poco? ¿Adónde va 
nuestro dinero? ¿En qué se gasta? 


Bien, pues, para intentar despejar las dudas, lo que vamos a hacer es 
exponer los datos de una manera muy clara, sencilla y visual y que, 
después, con la información fresca, cada uno reflexione y conteste a 
esas preguntas de la manera que considere oportuna. A continuación, 
te desglosaré —sin contarte rollos— cuánto se destina a cada una de 
las partidas presupuestadas. Es decir, de todo lo que gastamos al año, 
cuánto se dedica a cada cosa. Agárrate, que vienen datos. 


¿EN QUÉ SE GASTAN NUESTRA PASTA? 


Empezamos con la joya de la corona, la estrella del populismo: la 
sanidad pública. Si analizamos las labores sanitarias durante la última 
década, encontramos que, de media, hemos destinado 
aproximadamente el 15% del gasto público. Repito: el 15% de todo lo 
que se han gastado los diferentes Gobiernos ha ido a sanidad. 
¿Sorprendido? ¿Te parece mucho o te parece poco? 


Estamos de acuerdo en que la sanidad es uno de los elementos más 
importantes dentro de una sociedad. Tanto es así que se ha 
demostrado que es uno de los temas que más preocupan al ciudadano, 
de ahí que esté en boca de los políticos constantemente y sea el 
principal argumento a favor del pago de impuestos. Pues ya lo sabes: 
recibe un 15% del total del gasto. 


Una vez descontada esta partida, ¿qué pasa con el 85% restante? Pues 
sigamos con el segundo argumento más utilizado por los políticos: la 
educación. También estamos de acuerdo en que una correcta 
educación es la base de cualquier sociedad que pretenda ser próspera, 
atractiva, rica e importante y que esté comprometida con que los 
jóvenes sean personas preparadas y competitivas. Si volvemos a 
analizar los últimos diez años, observamos que el porcentaje destinado 
a algo tan fundamental como la enseñanza es del 10%. Una décima 
parte de nuestro gasto se destina a la educación pública. 


Vaya, vaya, vaya. Es interesante observar que los dos asuntos 
principales para defender la presión fiscal en España tan solo 
representan el 25% de la inversión total. Juzgar si esa cantidad es 
mucho o poco es una cuestión personal, y cada uno debe reflexionar 
sobre si lo que recibe a cambio de lo que paga en impuestos es justo, 
pero los datos son los que son. 


Creo que es momento de entrar en uno de los puntos clave del 
llamado estado del bienestar: las pensiones públicas. Para bien o para 
mal, el sistema de pensiones es el eje de nuestro funcionamiento como 
sociedad (dedicaremos un capítulo entero a analizarlo más adelante), 
algo que se demuestra cuando vemos que es la partida más grande del 
presupuesto: recibe algo más del 40% del total. Es decir, se come casi 


la mitad del gasto, y cada año que pasa se hace más y más grande. 


¿Y las carreteras? Lo estabas deseando, ¿eh? Pues no me enrollo 
mucho: el gasto destinado a infraestructuras en España es del 1,85%. 
No olvides que ese porcentaje es el dedicado a todas las 
infraestructuras y a su mantenimiento, no solo a construir carreteras. 
Pienso que, simplemente conociendo este dato, te puedes descojonar 
en la cara del que te dice que, por bajarte un poquito el IRPF, vas que 
a tener que ir poco menos que montado en un burro al trabajo. 


En fin, quitando de en medio los topicazos que se suelen mencionar a 
la hora de hablar de impuestos, quiero presentarte una partida 
presupuestaria que, aunque no suele nombrarse tanto, representa una 
barbaridad de dinero. ¿Te suena lo de la deuda pública? Apuesto a 
que sí. La deuda es ese dinero que pedimos prestado para gastar más 
de lo que tenemos o para gastar el dinero de otro en vez del nuestro. 
Como es lógico, cuando nos prestan, nos suelen cobrar un poquito (ahí 
reside el negocio). Bien, pues España está enganchada a pedir para 
sostener su querido estado del bienestar, y, como no puede ser de otra 
manera, cuando pedimos mucho prestado, el poquito que nos cobran 
se convierte en un número muy largo, con muchos ceros al final. Si 
volvemos a mirar la media de los últimos diez años, vemos que el 
porcentaje que representan los intereses de la deuda sobre el total del 
gasto en España es del 8,7%. 


Ojo, que aquí es importante parar un segundo y pensar. Endeudarnos 
nos cuesta casi lo mismo que lo que nos cuesta la educación. ¿Cómo te 
quedas? Visto de otra manera: si no fuéramos unos yonquis del dinero 
prestado, podríamos destinar casi el doble a facilitarles la vida a los 
estudiantes españoles. ¿A que esta partida presupuestaria no la sueles 
escuchar tanto? 


Venga, que ya casi estamos: 15% en sanidad, 10% en educación, 40% 
en pensiones, 9% en los intereses de la deuda y, siendo muy 
generosos, un 2% en infraestructuras. Total: 76%. Fijémonos ahora en 
algo que suele ser polémico: defensa. Lo que nos cuestan nuestros 
militares y sus infraestructuras representa algo más del 2%. Si 
echamos la vista atrás, es una de las partidas que más se han reducido 
en los últimos años (a finales del siglo pasado y principios de este, se 
le destinaba más del doble). Por otro lado, lo que gastamos en orden 
público, seguridad ciudadana e instituciones penitenciarias es el 2,3% 


sobre el total. 


Luego tenemos las ayudas al desempleo. Ya sabes que en España nos 
hemos acostumbrado a unas cifras de paro escandalosas, que deberían 
darnos vergiienza y que nos llevan a acaparar un permanente primer 
puesto de la Unión Europea. Bueno, pues las ayudas y prestaciones a 
los parados se comen casi un 5% del presupuesto. Y un 4% va a lo que 
denominamos otras prestaciones económicas, que, básicamente, son 
ayudas sociales, como el ingreso mínimo vital, por ejemplo. ¿Y qué 
pasa con la justicia? Ese pilar demócrata que sostiene las bases de una 
sociedad digna y moderna en España acapara el 1% del total. ¿Qué? 
¿Otra sorpresa? También están las partidas destinadas a la industria, 
la agricultura y la pesca, la alimentación, el transporte... Un 
conglomerado de ayudas y subvenciones importante que representa 
casi un 8%. 


Si sumas los porcentajes que hemos observado hasta ahora, 
comprobarás que hemos cubierto el 98% del gasto público, 
aproximadamente. El 2% que falta es un cajón de sastre donde puedes 
meter todo lo que eches en falta. 


Conocer el resultado de este desglose es muy útil para contrarrestar 
dos tipos de discursos. El primero es el de aquellos que creen que 
reduciendo o eliminando algunas partidas presupuestarias que 
realmente son insignificantes (si las comparamos con las grandes 
tragaderas de dinero público) podríamos rebajar mucho los impuestos. 
Es típico oír que «lo que habría que hacer es bajarles los sueldos a los 
políticos y quitarles los coches oficiales». Créeme que nada me 
gustaría más, pero la realidad es que no arreglaría la economía ni, 
mucho menos, nos permitiría disminuir los impuestos de manera 
considerable. Por ejemplo, en el año 2022, el gasto en sostener a los 
1.817 diputados existentes en España (del Congreso de los Diputados, 
del Senado y de las cámaras regionales) fue de 625 millones de euros. 
¿Una barbaridad? Sí, una absoluta barbaridad. Pero insisto: 
suponiendo que redujésemos a la mínima expresión esa cifra, no 
llegaría ni para pagar un día y medio de pensiones públicas. 


Tampoco eliminar ministerios ayudaría mucho, en contra de lo que se 
dice. Sí, hay mucho ministerio inútil lleno de parásitos y amiguetes 
que no se han visto en un chollo igual, pero la realidad es que nos 
encontraríamos en las mismas. Por ejemplo, hace un tiempo fue 


noticia que el Ministerio de Igualdad costaba a los españoles 573 
millones de euros anuales. Sin duda, un absoluto disparate. Pero, si lo 
ponemos en perspectiva, cerrarlo tan solo pagaría un día de lo que 
gastamos en pensiones. 


Eliminar algunas estructuras políticas y reducir otras es más una 
medida ética que una manera de hacer adelgazar un Estado glotón e 
insaciable. Lo mismo sucede cuando pensamos en el gasto en la Casa 
Real (unos ocho millones de euros al año), el Bono Cultural Joven 
(presupuestado en 210 millones) o las pagas vitalicias que reciben 
algunos políticos relevantes cuando por fin se quitan de en medio y 
dejan de molestarnos. 


Por otro lado, el discurso oficialista de que los impuestos van a 
sanidad y educación es del todo engañoso (aunque no sea falso). Vale, 
un 25% se destina a esas partidas, pero el resto se concentra en 
asuntos muy ineficientes e incluso abocados al fracaso, como las 
pensiones (lo veremos más adelante, tranquilidad). Por lo tanto, sí es 
posible una reestructuración del sistema para lograr un menor saqueo 
fiscal y, sobre todo, una menor dependencia del Estado sin tener que 
tocar las dos únicas cosas que, aunque también cuentan con un amplio 
margen de mejora, parecen líneas rojas e inamovibles. Pero, claro, si 
queremos alcanzar el objetivo de reducir el gasto y, por ende, el 
tamaño del Estado, debemos señalar lo que de verdad es nuestro 
agujero: la asistencia social. Con los datos sobre la mesa, te habrás 
dado cuenta de que más de la mitad del dinero se destina a un sistema 
de dependencia del Estado (pensiones más prestaciones) y a una mala 
gestión económica y presupuestaria (deuda), así que... ¿Dónde crees 
que hay que poner el foco? 


Espero que esta breve reflexión te ayude cuando el listillo de turno 
alce la voz con los discursos asustaviejas o cuando oigas al burócrata 
trajeado de turno decir que no podrás llevar a tu hijo al pediatra si 
cambian las cosas. Recuerda: en vez de sentir miedo, descojónate y 
ponlo en su sitio. 


2 
Ana la autónoma: 


¿merece la pena echarle huevos? 


Ha llegado el momento de que Ana regularice su situación. Lo que al 
principio era un simple hobby en el que invertía parte de su tiempo 
libre se está empezando a convertir en algo más serio. Como persona 
responsable que es —e incentivada por el miedo a que el tiburón de 
Hacienda toque un día la puerta (no nos vamos a engañar)—, ha 
decidido profesionalizar su proyecto amateur. 


Desde siempre, Ana se siente apasionada por el mundo del comercio 
electrónico. Le parece maravilloso que personas de diferentes países, 
culturas y edades, sin absolutamente nada que ver, sean capaces de 
intercambiar cosas sin verse la cara. La posibilidad de vender 
productos que no tengan que pasar antes por sus manos es algo 
grandioso: los compro en un país, los almaceno en otro y los 
comercializo en un tercero. Impresionante. 


Mientras estudiaba su carrera, Ana profundizó en lo que ahora se 
conoce como e-commerce y exploró las diferentes oportunidades que 
esta revolución ofrecía. Dio sus primeros pasitos comprando y 
vendiendo artículos de segunda mano y diseñando campañas 
publicitarias; finalmente, encontró su nicho perfecto montando una 
tienda online de ropa diseñada por ella misma. 


Poco a poco, al ver que los resultados de su trabajo iban mejorando, 
decidió tomarse más en serio lo que hacía. Los cuatro duros que se 
embolsaba algún mes que otro empezaron a convertirse en cantidades 
importantes y recurrentes, así que ya es la hora de dar un salto 
adelante y convertirse en una profesional autónoma. Aunque está 
ilusionada, siente una mezcla de respeto y miedo. Ha escuchado el 
calvario que supone ser autónomo en España, pero supone que gran 
parte de esas historias de terror están llenas de leyenda urbana y que 


no son para tanto. Está decidida. Y, bueno, tampoco le queda otra. 


Comienza a investigar sobre lo que debe hacer para conseguir poner 
en marcha su pequeño negocio. La primera en la frente: no tiene ni 
idea. Ha leído en internet que el primer paso consiste en darse de alta 
como autónomo e inscribirse en la seguridad social, pero se ve 
abrumada por el trámite burocrático. «¿Cómo es posible que, después 
de tantos años de estudio entre colegio y universidad, no la hayan 
preparado para esto?», piensa mientras lee blogs de asesorías que 
acaban sus artículos promocionando sus servicios. Cada vez que 
encuentra algo relacionado con «rellenar un formulario» se pone de 
mala leche, por lo que acaba contactando con algunas de esas 
empresas para intentar conseguir información más detallada. Después 
de colgar la segunda llamada, se da cuenta de que necesita la 
colaboración de una de dichas agencias. «¡Vaya negocio tienen 
montado!», piensa para sí misma, «debes ser catedrático para no tener 
que recurrir a ellas». 


Tras formalizar el acuerdo con el gestor que la ayudará a poner en 
marcha su negocio, Ana se sienta con él para entender cómo funciona 
todo: 


—Bien, Ana. Lo primero que vamos a hacer es darte de alta como 
autónoma e inscribirte en la seguridad social. Es el primer paso, y te lo 
vamos a gestionar nosotros. 


—Vale, genial. 


—Necesitamos todos tus datos, incluido un número de cuenta bancaria 
para domiciliar los pagos. 


—«¿Los vuestros, los de la gestoría? 
—SÍ, y los de la cuota. 

—¿Qué cuota? 

—La de autónomos, Ana. 


—Pero eso se pagará con los beneficios que saque de mi actividad, 
¿no? 


—No. 
—¿Cómo qué no? 


—Esa cuota se paga independientemente de lo que factures e 
independientemente de tu beneficio. 


—Pero... ¿y si ese mes no gano dinero? ¿O tengo más gastos que 
ingresos? 


—La pagas igual. 

—¿Aunque no haga nada? 
—Aunque no hagas nada. 
—¿Aunque no gane nada? 
—Aunque no ganes nada. 


—¿Cómo voy a pagar independientemente de si gano o no dinero? — 
pregunta Ana, que está totalmente descolocada—. ¿Nos hemos vuelto 
locos? 


—Tranquila; al menos, piensa que, como no has sido autónoma antes, 
tienes durante los próximos 12 meses una bonificación y solo debes 
pagar 80 euros. 


—Ah, bueno. Pagar 80 euros al trimestre tampoco es un disparate. Me 
parece muy injusto, pero no es algo tan abusivo. 


—Al mes, Ana. La cuota se paga mensualmente. Lo que es trimestral 
es la presentación del IVA y el pago del IRPF. 


La incertidumbre de Ana empieza a convertirse en cabreo. Los cálculos 
dejan de cuadrar. Solo para empezar debe contar con un gasto fijo 
mensual de 180 euros (100 euros de asesoría más 80 euros de cuota 
de autónomos). Teniendo en cuenta que ahora mismo apenas ingresa 
entre 200 y 400 euros al mes, ¿cómo va a afrontar la situación? 


—Bueno, vale. ¿Y cómo es después de los 12 meses? ¿Cuánto tendré 
que pagar de cuota? 


—Pues depende de lo que factures. Te explico: como te he dicho, te 
puedes acoger a la tarifa plana de 80 euros durante 12 meses y pagar 
eso independientemente de lo que cobres. Luego, en los siguientes 12 
meses, cambia según tu situación. 


El asesor le plantea a Ana los dos escenarios posibles: 


* Si factura por debajo del salario mínimo interprofesional (SMD), 
seguirá pagando 80 euros. 


* Si supera el SMI, pagará la cuota según el tramo de ingresos en el 
que se encuentre. 


—Dichos tramos se dividen en 15 —continúa el asesor—; dependen de 
los ingresos que vayas a tener y del año en el que te encuentres, ya 
que esta es una medida que se ha implantado en 2023 y que se 
desarrollará a lo largo de 2024 y 2025. Estos tramos también servirán 
para cuando se acabe ese periodo de 24 meses bonificado. 


Entonces, le muestra a Ana la siguiente tabla: 


uota mínima 


296%0 € 
80-800 € 
88-4.166,70 € 
9166,71-1.300 € 
B30€-1.500 € 
4w0€-1.700 € 
F0t€-1.850 € 
25€-2.030 € 
AB€-2.330 € 
3183t£-2.760 € 
86bt-3.190 € 


137) 


3BDy£-3.620 € 


sere4osoe | ____|___|______ | 
sabE6000e_ |_______|____|______ |] 


596.000 € 


Fuente: Elaboración propia a partir de los datos publicados por el 
Ministerio de Inclusión, Seguridad Social y Migraciones. 


—Espera, espera, espera —se alarma Ana—. Tengo entendido que el 
SMI es de unos 1.000 euros al mes. ¿Me estás diciendo que, si supero 
esa cantidad, en 2024 deberé pagar más de 267 euros de cuota? 


—Como mínimo. 


—Por favor, déjame un segundo, a ver si lo he entendido bien. 
Imagina que yo ya he pasado el plazo en el que me puedo acoger a la 
tarifa plana bonificada, las cosas no me van del todo bien e ingreso 
900 euros al mes. ¿Tendré que pagar en el año 2024 una cuota de 250 
euros? 


—SÍ. 
—;¡Pero eso es casi el 30% de lo que ganaría! 


—Ana, yo no pongo las normas ni estoy tratando de engañarte —dice 
el asesor fiscal encogido de hombros—. Así es como han diseñado el 
sistema. 


—Pero, si superase los 6.000 euros (que ojalá pasara), pagaría 530 
euros; ¿me explicas el sentido? 


—No puedo porque no lo tiene. 
—¿Y qué ocurre a partir de 2025? 
—Dios dirá. 


— ¿Cómo sé en qué tramo estaré cada mes si no sé ni lo que voy a 
ingresar? 


—Pues realmente no se sabe, tienes que estimarlo. 


— ¡ ¿Qué dices?! 
—Estás obligada a presentar una previsión de ingresos anuales. 
—¿Pero se creen que yo tengo una bola de cristal? 


—NOo, y por eso el Gobierno te permite que esos tramos de cotización 
los cambies hasta seis veces al año. Así, en función de si tu empresa va 
mejor o peor, te puedes adaptar a la situación real. Al acabar el año, 
se hace balance y debes reclamar o pagar según tu previsión. 


—Ah, muy bien, todo son facilidades, desde luego. 


La cara de Ana es un cuadro. Se le han caído los planes en cinco 
minutos de conversación. La cuestión no es si puede o no empezar 
ahora con lo que gana —que también—, sino si le merece la pena, en 
vista del panorama que viene. Se quiere tomar esto en serio; no le 
importa invertir un dinero en poner en marcha su proyecto personal, 
pero el tiempo y el esfuerzo que le va a suponer hacerlo solo tiene 
sentido si en un futuro cercano es rentable. 


—Bueno, y, aparte de esta cuota, ¿hay algo más? —pregunta Ana. 
Su asesor le responde: 


—Sí, claro. Como te he comentado antes, está el tema del IVA. Es 
simple: el dinero que obtienes de tus ventas lleva incluido el IVA, que 
no te pertenece: hay que dárselo a la Agencia Tributaria. Por otro 
lado, el dinero que, como empresaria, pagas a tus proveedores 
también incluye IVA, y eso te lo tienen que devolver. Por tanto, de 
manera trimestral, necesitas hacer una liquidación: calculas la 
diferencia entre el IVA que le debes a Hacienda por vender tus 
productos y el IVA que has abonado tú al comprar tu material de 
trabajo. Entonces sabrás si la cuenta te sale a pagar o a cobrar. 


Un ejemplo fácil para comprender lo anterior: 


+ Ana es dueña de una tienda de ropa, y los productos que vende a sus 
clientes tienen un IVA del 21%. 


* Ese 21% que se añade al precio del producto no es suyo, es de 
Hacienda, y cada tres meses se lo tiene que entregar a la 
Administración. 


* Además, Ana paga por algunos bienes y servicios para poder trabajar 
(estanterías, internet, ordenadores, equipos de limpieza, etc.). Y todas 
esas compras también llevan IVA. 


Cuando termina el trimestre, el resultado es el siguiente: 


+ Ana ha acumulado 1.000 euros de IVA por vender productos a sus 
clientes. 


* Del material que ha adquirido para realizar esos servicios, ha pagado 
500 euros de IVA. 


Conclusión: Ana tiene que pagarle 500 euros a la Agencia Tributaria. 


—Qué coñazo, la verdad —protesta la emprendedora—. Entre la cuota 
y el IVA no sé qué me va a quedar a final de mes. Ya estaría, ¿no? 


—Bueno, todavía falta el IRPF. 
—¿Cómo? ¿Más impuestos? 


—Pues sí... El IRPF también lo pagan los autónomos. Funciona más o 
menos igual que cuando trabajas en una empresa, y se calcula sobre el 
total de las ganancias obtenidas. Sigue siendo progresivo: cuanto más 
ganas, más pagas. Así que, después de lo del IVA, las cuotas y demás, 
al beneficio que te queda al final hay que restarle el IRPF. 


—-Creo que me tengo que replantear todo esto. Necesito analizarlo a 
fondo porque yo no contaba con tanta dificultad. No sé si mi negocio 
es lo suficientemente estable para lanzarme a esta aventura. 


—Es entendible, Ana. Mucha gente no es consciente de lo que supone 
dar un paso así hasta que se enfrenta a la realidad cara a cara. Pero es 


importante que recuerdes que lo que estás haciendo ahora mismo es 
ilegal: recibes ingresos recurrentes y, por tanto, estás fuera de la ley. 
Si te pillan... 


—Mira, por favor te lo pido, no me digas que estoy fuera de la ley. El 
mes pasado logré 200 euros de beneficio, y este mes, a pesar de que 
me he partido el lomo trabajando, he conseguido 380 euros. ¿Cómo 
voy a estar haciendo algo ilegal si solo intento tirar para delante con 
lo poco que tengo? 


—_Lo sé, y te entiendo, de verdad. Pero tus ingresos ya son recurrentes, 
es decir, habituales, y, a efectos prácticos, debes regularizar tu 
situación desde el primer minuto en el que ejerces una actividad con 
ánimo de lucro, y no lo has hecho. 


—Ya, pero, como comprenderás, no pienso trabajar a pérdidas, y 
menos aún para financiar el sistema. ¡Ni de coña! 


Desmotivada y con una buena dosis de realidad, Ana sale de la 
asesoría. Ahora entiende por qué el fontanero le pide no emitir factura 
y cobrar en negro y por qué la gente detesta emprender en España. 
Con un cabreo de tres pares de narices, grita para sí misma: «¡Que 
emprenda su puta madre!». 


NO ES PAÍS PARA EMPRENDEDORES 


El emprendedor, el autónomo, es el dinamizador de la economía, y 
por eso hay que cuidarlo, incentivarlo y facilitarle el camino. Bonito, 
¿no? Pues, a pesar de todo esto, en España hemos decidido que ser 
autónomo sea algo parecido a vivir dentro de la película Jumanji. 


Así es, en España tenemos la sorprendente y curiosa costumbre de 
pagar por trabajar. Da igual que no generes ingresos, da igual que a 
final de mes tus números estén en rojo, da igual si vives con más o 
menos problemas: si quieres trabajar, primero serás atracado. 
Emprender es depender de ti mismo, de asumir riesgos y la 
responsabilidad que conllevan. Es duda, constancia y voluntad. Es 
incertidumbre, miedo y valentía. Emprender es la base de la creación 
de riqueza, del desarrollo de las sociedades, de la apuesta por el 
futuro. 


Empecemos por el principio: la cuota de los autónomos no debe ser ni 
alta, ni media, ni baja. SIMPLEMENTE, LA CUOTA NO DEBERÍA 
EXISTIR. Penalizar que una persona quiera ganarse la vida por sí 
misma es un acto delictivo. No os equivoquéis, queridos, no estoy 
diciendo que los autónomos no deban pagar impuestos como todo 
ciudadano: los autónomos pagan impuestos como el que más, y lo 
hacen gravando el beneficio que obtienen por su actividad mediante el 
IRPF. La cuota es un extra que carece de razón lógica. Además, el 
autónomo es un recaudador de impuestos; actúa como intermediario 
entre la Agencia Tributaria y el consumidor, al encargarse de cobrar el 
IVA por cada servicio que ofrece y por cada producto que vende y, 
luego, entregárselo religiosamente al Estado. 


¿En qué cabeza cabe que una persona que no gana dinero pague por 
intentarlo? Es una barrera de entrada brutal. Por supuesto, como es 

lógico, la inmensa mayoría de los españoles que deciden desarrollar 
una idea hacen algo parecido a lo mostrado en el ejemplo de Ana, es 
decir, probar suerte y empezar de manera ilegal antes de regularizar 
su situación. 


¿Qué, te suena fuerte la palabra ilegal? Más fuerte es que no haya 
alternativa. 


Pero no ahondemos más en lo complicado que es comenzar. La ilusión 
y las ganas suelen vencer a las dificultades. ¿Has escuchado alguna 
vez lo de «fracasas, te levantas, vuelves a fracasar, te vuelves a 
levantar... y así hasta que lo consigues»? Es una verdad como un 
templo de grande, y el deber de todo emprendedor. El problema es 
que requiere mucho sacrificio, tiempo y esfuerzo. Sí, al que algo 
quiere, algo le cuesta, pero, claro, también le tiene que merecer la 
pena. 


Cuando te surge una idea de negocio y quieres lanzarte a la aventura, 
lo primero es poner la vista en el futuro, y es entonces cuando debes 
analizar si compensa arriesgarse. En España, el riesgo es muy alto para 
la compensación que puedes llegar a recibir en el caso de que te vaya 
bien. Nos encontramos en una situación que me permito resumir de 
esta manera: el Estado mantiene un discurso oficial de apoyo al 
emprendimiento, de que luches por tus sueños. Ahora bien: 


* Si te va mal, problema tuyo. X 

* Si no consigues clientes, problema tuyo. X 

* Si hiciste mal las cuentas, problema tuyo. X 
* Si necesitas contratar, problema tuyo. X 

* Si necesitas financiación, problema tuyo. X 


* Si te va bien, el 50% es mío. Y 


Con respecto a los primeros cinco puntos, estoy totalmente de 
acuerdo: en cualquier aspecto de la vida, responsabilidad individual. 
El problema es que, cuando eres consciente de que, si tienes éxito, vas 
a ser esquilmado, el esfuerzo y el trabajo necesario frente al riesgo que 
conlleva puede no merecer la pena. Emprender se convierte entonces 
en una tarea complicada, poco gratificante y bastante insegura, a no 
ser que dispongas de un fuerte respaldo económico con el que 
aguantar una caída. Te tiene que ir muy muy bien para sacar grandes 
ganancias, y, aun así, serás atracado. Y, si arriesgas y te va mal, 


estarás arruinado. 


Si retrocedemos a la época previa a la entrada en vigor del actual 
régimen de cotización a la seguridad social (principios de 2023), los 
autónomos contaban con la libertad de decidir su propia base de 
cotización. Una libertad de la que solo gozaban ellos, ya que los 
trabajadores por cuenta ajena perdieron ese poder hace muchos años. 
Es lo lógico: poder elegir cuánto quieres recibir en el futuro en función 
de lo que quieres cotizar hoy. Hasta ahora, la inmensa mayoría de los 
autónomos españoles (el 80,3%, según los últimos informes 
trimestrales de autónomos), bien sea porque elegían recibir menos en 
un futuro a cambio de tener más en el presente, bien porque no les 
quedaba otra, cotizaban por la base mínima. La comprensible 
desconfianza en el sistema de pensiones y la necesidad de disponer de 
más dinero a final de mes son dos de los principales motivos, pero la 
cuestión es que decidían tener ese dinero ellos antes que entregárselo 
al Estado. 


Es decir, antes del cambio, cualquier trabajador autónomo que 
escogiera cotizar por la base mínima debía abonar una cuota mensual 
de 294 euros (que ya es un disparate). Ganaras lo que ganaras, si te 
acogías al mínimo, pagabas eso. Pero se acabó. Como he adelantado 
antes, las nuevas bases de cotización, que vienen impuestas por el 
Gobierno, se dividen en función de los ingresos declarados. Pero por 
hacer un resumen de quiénes pagarán más y quiénes pagarán menos y, 
sobre todo, cuánto más y cuánto menos, desgranemos la tabla 
mostrada en el ejemplo de Ana. Presta atención. 


En primer lugar, encontramos los tramos que saldrían ganando con la 
reforma, algunos, de manera despreciable (por ejemplo, los que ganan 
la friolera de entre 1.166,71 euros y 1.300, reducirán su cuota 3 
euros, es decir, de 294 a 291 euros), y otros, de manera sustancial (los 
que cobren 800 euros pagarán 240 en 2025, o sea, 54 euros menos): 


Cuota minima] 


880-800 € ¡A PU 
9684 16670€ |___|_____|_______|] 


[29166,71-1.300 el | | | 


En segundo lugar, están los que se quedan exactamente igual: 


Cuota minima |] 
eo A 
1500 YAA 
201700 YY VA 


Por último, aparecen todos los que se verán perjudicados: 


[Cuota mínima || 
E AA A VA AA 
Bs0£-1850€ | __|____|_______| 
pm5sE2030€ |__|___|_______| 
pane2330€ |_|____|______ | 
asse2760€ | __|___|______ | 
asmesiooe_ |______|___|______ | 
Bmwe3620€ |__|____|______ | 
Bere4050€ |__|____|______ |] 
pabec00o0€e_ ||| _____| 
peeooe_ || ____| | 


Por recalcarlo: un autónomo que en el año 2022 estaba ingresando 
2.800 euros netos al mes pagaba 294 euros si se acogía a la base 
mínima. En 2023 pagará 350, un 19% más; en 2024, 360 euros, un 
22% más; y en 2025, 440, un 50% más. Lo sé, un disparate. Pero 
vayamos más allá. Tengamos en cuenta que este cambio tan 
importante se ha llevado a cabo después de arduas negociaciones 
entre los saqueadores del Ministerio de Inclusión, Seguridad Social y 
Migraciones y los traidores de las asociaciones de autónomos (ATA, 
UPTA y UATAE). Sin embargo, lo que finalmente se pactó no era la 
propuesta inicial del Gobierno. 


La realidad es que, cuando se formuló el primer borrador de la 
reforma, la idea era llegar a un acuerdo para los próximos ocho años, 
de 2023 a 2031. El objetivo consistía en reducir, de manera 
progresiva, la cuota de los autónomos con unos ingresos netos 
menores de 900 euros, mantener la de los de entre 900 y 1.126 euros 
y seguir subiendo la de los que ingresaran más de 1.125,90 euros. 
Toda una declaración de intenciones. 


Finalmente, la reforma pactada es solo hasta 2025; luego, el Gobierno 
de turno tendrá que volver a negociar un régimen de cotización. 
Estarás pensando: «Tranquilo, Javi, habrá un nuevo Ejecutivo que 
acabará con este dislate». ¿Seguro? ¿Te suena el famoso Plan de 
Recuperación, Transformación y Resiliencia? Es un documento de 
2021 que se envió a nuestros jefes de Bruselas a cambio de conseguir 
pasta para mitigar los costes provocados por la crisis del COVID-19. Es 
decir, una especie de contrato con Europa. Dentro de ese plan hay un 
punto muy curioso, el Componente 30, que habla de la sostenibilidad 
a largo plazo del sistema público de pensiones y en el que se establece 
lo siguiente: «Se ha de corregir la distorsión generada por la facultad 
de elección de la base de cotización, que supone una merma de 
recursos para el sistema y un nivel más bajo de acción protectora de 
los autónomos». 


Sí, lo sé, dice literalmente «corregir la distorsión que genera la 
facultad de elección», como si la libertad de elegir generara 
distorsiones. Acojonante. ¿Y qué podemos extraer de esto? Pues que el 
Gobierno español se ha comprometido con nuestros socios europeos a 
aumentar la recaudación. O, dicho de otro modo, a eliminar de forma 
progresiva el sistema que permite que la recaudación sea menor. 
Primero se han cargado la libre elección de un autónomo a no 
depender (tanto) del Estado, al quitarle la posibilidad de escoger 
cotizar más o menos. Y, una vez que lo han logrado (gracias a las 
asociaciones de autónomos, que, paradójicamente, parece que han 
centrado sus esfuerzos en acabar con la autonomía de los autónomos), 
ahora irán subiendo las cuotas poco a poco para seguir 
esquilmándonos. Un plan perfecto. 


No sé a vosotros, pero a mí, cuando me entero de estas cosas, me da 
por pensar. ¿Os habéis planteado que quizá el objetivo de asfixiar al 
autónomo no sea conseguir más dinero para el Estado, sino forzar a la 
desaparición de esa figura? Yo creo que a casi cualquier persona le 
gustaría ser un emprendedor de éxito, montar empresas, ganar mucho 
dinero, ser su propio jefe... Es decir, conseguir libertad e 
independencia por sus propios méritos. Al final, los autónomos son 
eso: personas independientes que llegarán tan lejos como sus 
capacidades y su esfuerzo les permitan. Y, si hay algo que detesta un 
sistema totalitario, es la independencia de sus ciudadanos. Ahí lo dejo. 


Ante este panorama, la pregunta es obvia: ¿cómo no marcharse de 


España? 


Muchos recordamos enero de 2021. Una tormenta de nieve llamada 
Filomena asoló el centro peninsular y tiñó de blanco hasta la 
mismísima Gran Vía de Madrid. Mientras Filomena agitaba España, un 
famoso youtuber apodado el Rubius agitaba, de otro modo, las redes 
sociales. El millonario creador de contenido, uno de los pioneros en 
español y uno de los más relevantes del mundillo, abandonaba España 
rumbo a Andorra la Vella, después de más de diez años cotizando en 
nuestro país. Por qué lo hizo solo lo sabrá él, pero su respetable 
decisión levantó ampollas. Por supuesto, las hordas sectarias 
infectadas hasta la médula del virus del estatismo lo tacharon de 
insolidario y egoísta, criticaron su falta de empatía e incluso 
propusieron que le retiraran la nacionalidad. 


A menudo oímos que ingenieros, sanitarios, diseñadores o 
programadores se han ido de España en busca de un futuro mejor, 
bien porque no encuentran un trabajo digno o bien porque, 
directamente, no encuentran trabajo. ¿Cuál es la diferencia con 
respecto al youtuber? Que uno es rico y los otros no. Como sabemos, 
al rico no se le tiene en tanta estima como al que no lo es. Claro, si 
encima el rico es creador de contenido digital, qué te voy a contar. La 
cruda realidad es que el que se va de España suele hacerlo con el 
objetivo de mejorar su situación. Y, a no ser que eso pase por estar 
con un primo segundo al que quieres mucho y que vive en un pueblo 
perdido a media hora de Fráncfort, lo normal es que tu mejora 
personal venga de la mano de una mejora económica. Y esto, a veces, 
supone largarse de España. 


Si un ingeniero se marcha de España, es porque quiere ganar más 
dinero, igual que si lo hace un youtuber; sin embargo, ante la decisión 
del primero la reacción de muchos es «pobrecito, se va porque no le 
queda otra», mientras que al segundo se le dedica un reproche: 
«Miralo, se va para llenarse todavía más los bolsillos». 


Se da una situación muy curiosa: cuando alguien se queja de no 
sentirse a gusto con ciertos aspectos sociales o económicos del país, un 
triste —aunque válido— argumento es el de «¿No te gusta? Pues ya 
sabes, puerta». Y resulta llamativo que, si esa persona toma la decisión 
de dar el portazo, se la crítica por ello; entonces, el discurso cambia a 
«¡Insolidario!, ¡espero que devuelvas el dinero que hemos invertido en 


ti en sanidad y educación!». Es una fiel representación de la triste 
cultura de la envidia. 


Hasta hace unos años, uno de los problemas más importantes que 
presentaba mudarse de España era tener que dejarlo todo atrás. Viajar 
no era tan fácil, se pasaban muchos meses sin ver a la familia, la 
flexibilidad de las empresas era inexistente y no sabíamos ni siquiera 
qué significaba la palabra teletrabajo. Y, aun así, la gente se iba. Pero 
los tiempos cambian, ahora vivimos en un mundo nuevo: en menos de 
ocho horas en avión te plantas en el centro de Manhattan, puedes 
hablar con tu madre por videollamada de forma gratuita, trabajar 
desde casa es algo cada vez más común y las empresas ofrecen a sus 
empleados numerosas facilidades. ¿Qué crees que pasará? 


Los datos del VII Informe Young Business Talents, sobre las actitudes y 
las tendencias de los jóvenes preuniversitarios españoles y realizado a 
partir de entrevistas a 9.708 estudiantes de entre 15 y 21 años que 
cursaban estudios de 4.* de ESO, 1.* y 2.* de Bachillerato y ciclos 
medios y superiores de Formación Profesional durante los meses de 
octubre y noviembre de 2020, son reveladores: el 82% afirma que 
estaría dispuesto a cambiarse de país para trabajar, con Estados 
Unidos (36,8%), Reino Unido (15,9%) y Alemania (12,1%) como sus 
destinos favoritos. Esto supone un aumento con respecto al año 
anterior, cuando el 73,2% mostraba sus ganas de marcharse al 
extranjero. Los jóvenes de Cantabria (87,6%), Cataluña (86,9%), 
Madrid (84,9%) y el País Vasco (84,8%) son los más dispuestos a 
abandonar su país. 


¿Te das cuenta de lo que pasará en unos años? Hoy en día un chaval 
puede tener una reunión con su jefa, que está en la India, mientras 
comparte pantalla con un chino que se encuentra en Estambul, ¡joder! 
Así que, si no queremos que esto suceda, si queremos atraer inversión, 
debemos ser competitivos, que es exactamente lo mismo que intentan 
los demás países. Vivimos en un mundo donde el famoso concepto de 
votar con los pies nunca fue tan fácil. 


Por favor, no olvidemos que los incentivos son aquello que induce a 
las personas a cambiar su actitud y sus hábitos; y, sí, los ciudadanos 
respondemos ante ellos. Nunca hemos contado con tantos incentivos 
para irnos de España. Y ese no es el camino. En la vida hay que tener 
proyectos, proyectos buenos que te ilusionen. Emprender es vida, es 


algo que creo que todos deberíamos hacer alguna vez. 


Por lo que he explicado hasta aquí, y por la certeza de que nuestros 
líderes políticos no cambiarán de rumbo por mucho que nos lo 
prometan, es por lo que no me da miedo proclamar, aunque escueza, 
que tenemos la obligación moral de eludir —que no evadir— el 
máximo número de impuestos posible. Viva España. 


PÍLDORA 2 


LO PÚBLICO NO ES GRATIS 


Corría el año 1984 cuando el economista y Premio Nobel Milton 
Friedman acudió a dar una conferencia en la Universidad de Islandia, 
en Reikiavik. La noche previa, en un debate para la televisión pública, 
le reprocharon haber cobrado entrada a los asistentes a su ponencia, 
cuando, en nombre de la libertad académica y el acceso al 
conocimiento, ese tipo de actos en la universidad habían sido siempre 
gratuitos. Sin embargo, Friedman, sin vacilar, negó la mayor y afirmó 
que ninguna de las conferencias organizadas antes que la suya había 
sido en absoluto gratis: «Las pagaron quienes no acudieron a ellas», 
dijo. Después realizó uno de los discursos más sencillos y veraces que 
he escuchado. 


Friedman insistió en el plató en la idea de que, para que una persona 
se beneficie de un servicio, siempre tendrá que existir alguien que 
pague por dicho servicio y no lo utilice. A modo de ejemplo, explicó 
que esas otras conferencias no habían sido realmente gratuitas, ya que 
había que pagar el alquiler de las instalaciones, los gastos corrientes 
(como el de la luz) y a los colaboradores. «Creo que la palabra gratis 
es una de las peor usadas», criticó el economista, pues todo tiene un 
coste. En el caso de su conferencia, a Friedman le pareció que lo justo 
era que esos costes los pagasen los asistentes al comprar su entrada. 


Lo que querían decir los entrevistadores de la televisión pública 
islandesa era que la gente que acudiría al día siguiente a la 
conferencia lo haría subsidiada por la gente que iba a quedarse en 
casa y que no disfrutaría de ella. Y eso es algo que el bueno de Milton 
Friedman creía incompatible con lo que una sociedad libre debe ser. Y 
yo también lo creo. 


Es curioso cómo en nuestro día a día nos encontramos constantemente 
con situaciones en las que parece que disfrutamos de ciertas ventajas 


que nos hacen creer que hay cosas que son gratis o que su generación 
no tiene ningún tipo de coste. En España pasa en particular con lo que 
etiquetamos como público. Seguro que alguna vez has escuchado o 
leído al menos una de estas proclamas: 


* «Educación pública universal y gratuita». 
* «Sanidad gratuita». 

* «Transporte público gratuito». 

* «Entradas al museo gratuitas». 

* «Carreteras gratis». 


* «Bibliotecas públicas gratuitas». 


Te suenan, ¿verdad? Pues son mentira. Son mentira porque, aunque 
los costes de todos esos servicios pueden quedar ocultos o camuflados 
bajo eslóganes populistas, no pueden ser eliminados de ninguna 
forma. Nadie trabaja gratis ni nadie es tan generoso y altruista de 
financiar las bibliotecas, las carreteras, los museos, el transporte, la 
sanidad o la educación por amor al arte. Pero, claro, ten en cuenta 
que, si hay alguien al que le chifla la posibilidad de tapar esos costes y 
de hacer creer que es su magnífica gestión económica la que los cubre, 
es a un político. Sí, lo sé, otra vez hablando de los políticos. Pero es lo 
que hay. 


Admitamos que, cuando oyes que algo es público o cuando el cazurro 
de turno te dice que algo es gratis, notas una sensación de alivio, de 
que ese algo no te cuesta dinero (o, al menos, no te cuesta tanto). No 
te culpes por ello, es normal; a mí también me pasa, aunque me 
esfuerzo cada vez más por que, en vez de aliviarme, me mosquee. Lo 
tenemos interiorizado, ya que la mayoría llevamos toda la vida 
escuchando el discursito de que lo que es de todos no lo pagas (o 
cuesta menos) y de que lo disfrutas gracias a que la gestión de un 
Gobierno te lo concede. Y esto es muy muy peligroso por varias 


razones. 


Por ejemplo, cuando se nos ofrece un servicio público gratuito, es 
decir, al que tienes derecho por ley, que no te costará dinero en el 
momento de usarlo (como pasa con la sanidad) o por el que pagarás 
un precio mucho menor del que realmente vale (por ejemplo, cuando 
abonas el peaje en una autopista), rara vez nos cuestionamos si lo que 
ha costado sufragarlo es acorde con su precio real. Esta falta de 
cuestionamiento es peligrosa: si estás muy contento con el resultado, 
generalmente estarás de acuerdo con que el servicio siga funcionando 
(aunque suponga un gasto desproporcionado y se pueda prestar de 
una forma más eficiente y barata). Por el contrario, si el servicio es 
deficiente o no cumple tus expectativas, la sensación de que te ha 
salido gratis (o casi) provoca que no te sientas (tan) estafado, a 
diferencia de cuando pagamos por lo privado, donde no nos tiembla el 
pulso a la hora de pedir la hoja de reclamaciones. Por eso, sin que ni 
siquiera te cuestiones si lo que cuesta mantener ese servicio es 
razonable para el resultado que obtienes a cambio, acabas asumiendo 
lo que hay. ¿Por qué? Porque es público, es gratis, y mejor tener eso 
que no tener nada, ¿verdad? 


Los españoles somos, por lo general, grandes defensores de lo público, 
y una de las razones principales es esa asociación que hacemos entre 
lo público y la gratuidad. A todos nos gusta obtener las cosas gratis, es 
lógico. Incluso, si no son gratis, preferimos que las pague otro. Lo 
vemos cuando recibimos muestras gratuitas de una empresa: las 
aceptamos, aunque no nos gusten ni les vayamos a dar utilidad. La 
diferencia radica en que entendemos que es la empresa la que asume 
el coste. Somos conscientes de que, a pesar de que se nos ofrece un 
producto de forma gratuita, no significa que no exista un coste 
asociado. Lo que ocurre es que es la propia empresa la que decide 
asumirlo para que tú lo disfrutes. Es gratis para ti gracias a que lo 
paga otro. 


Comprendemos eso, ¿no? Bien. En cambio, con lo público no pasa lo 
mismo. Todo lo público, en realidad, nos cuesta dinero. Todo lo 
pagamos, aunque sea en mayor o menor medida, desde llevar a tus 
hijos a que disfruten de los columpios de un parque hasta asistir a las 
consultas médicas de cabecera. Absolutamente todo nos cuesta dinero 
a los ciudadanos. Además, lo que pagamos por un servicio público 
determinado no lo invertimos en otra cosa, y, por supuesto, lo 


pagamos de forma obligatoria, nos guste o no. 


Es cierto que la obligatoriedad de consumir los servicios públicos y la 
imposibilidad de dejar de pagarlos, aunque sean malos o los 
detestemos, es una de las condiciones de vivir en una sociedad 
organizada por el Estado. Sin embargo, no significa que debamos 
aceptar su baja calidad como algo normal. En muchos casos, los 
ciudadanos pagan impuestos y tasas para financiar servicios públicos 
que no cumplen con sus expectativas, lo que llega a ser especialmente 
frustrante cuando son caros o ineficientes. 


Quizá suene demasiado evidente lo que digo o incluso te parezca que 
hablo para tontos, pero considero fundamental interiorizar este 
concepto, ya que es la única forma de fiscalizar lo que ocurre con el 
dinero de todos una vez que el sistema nos lo arrebata. Tenemos que 
ser muy críticos. 


Al analizarlo desde otro punto de vista, algo que de verdad nos debe 
poner de mal humor es comprobar que este tipo de funciones las 
ejercen en paralelo empresas privadas de una forma más capaz, 
funcional y rentable que la del sistema estatal. Cuando es el Estado el 
que maneja el monopolio de un servicio, la falta de competencia, 
sumada a la excesiva regulación gubernamental, acaba degenerando 
ese servicio. Limitar la entrada de empresas privadas en ciertos 
sectores elimina la opción de los ciudadanos de elegir un proveedor 
que se ajuste mejor a sus necesidades. Además, la asociación de lo 
público a lo gratis ayuda a que estos monopolios sean bien vistos y no 
paremos a pensar si hay otra forma de hacer las cosas. Romper el tabú 
de la privatización (o eliminación) de organismos estatales, muchos de 
ellos deficitarios y con gran facilidad de convertirse en nidos de 
corrupción, también es una tarea pendiente. Más aún si la eliminación 
de las empresas públicas a favor de las privadas reporta multitud de 
beneficios, como los siguientes: 


* La reducción de los costos para los ciudadanos. Las empresas 
privadas suelen tener una mayor eficiencia y un menor costo 
operativo que las empresas públicas, lo que conlleva una reducción 
del déficit fiscal, ya que disminuye la necesidad de financiar las 
empresas públicas con fondos públicos. 


* La mejora en la calidad del servicio. Las empresas privadas están 


incentivadas por el mercado para ofrecer un servicio de alta calidad, y 
verse sujetas a la competencia del mercado las obliga a operar con 
eficiencia para reducir costos y ofrecer precios competitivos. 


* El fomento de la innovación y la competencia. Esto, a su vez, puede 
llevar a una mayor eficiencia y a mejores resultados para los 
consumidores. 


* Una mayor satisfacción del cliente. Las empresas privadas tienen una 
alta motivación para satisfacer a sus clientes, ya que dependen de ellos 
para su supervivencia en el mercado. Esto puede resultar en una mejor 
calidad del servicio y una mayor satisfacción del cliente. 


Privatizar es, básicamente, integrar las empresas públicas bajo los 
criterios del mercado, quitarles el aislamiento frente a la competencia 
y centrar sus objetivos en servir al contribuyente, no al burócrata. 


Por otro lado, muchas de las empresas estatales acaban convirtiéndose 
en puestos de jubilación remunerada para políticos, amigos de 
políticos, asesores y altos cargos de los distintos Gobiernos que las 
controlan (las famosas puertas giratorias). De hecho, la politización de 
la Administración pública española es de las mayores del mundo. Para 
que te hagas una idea aproximada, hay más de 2.200 sociedades que 
pertenecen al Gobierno, ya sea mediante su propiedad o mediante la 
influencia en cuanto a financiación o normativa. Aunque, en realidad, 
hay más de 5.000 vinculadas a distintas instituciones del Estado. 


Estas empresas son blanco fácil para la creación de pozos de 
corrupción y despilfarro gracias al dinero de todos. En uno de los 
informes más recientes elaborados por la OCDE (Government at a 
Glance), España destaca por experimentar uno de los mayores niveles 
de rotación en los cargos públicos cada vez que se realiza un cambio 
de Gobierno, especialmente en los puestos de alta dirección. Lo 
podemos ver en la siguiente tabla: 


Porcentaje de relgvo de empleados públicos al producirse un cambio 
en el Gobierno Ten en cuenta que x = 95% - 100%; — = 5% - 95%; 
| = 0% - 5% 


Mientras que en Países Bajos, Japón o Noruega ni siquiera se 
modifican miembros fundamentales del Gobierno, en países como 
España se realiza un cambio casi total de los responsables de las 
empresas estatales. El intervencionismo es absoluto, prima la 
influencia política sobre las habilidades de las personas. 


Y ni siquiera es necesario citar ningún informe. Tenemos casos 
recientes que nos han hecho testigos de cómo las instituciones 
públicas del país han sido mancilladas por el poder del sistema 
central. Por poner algún ejemplo, tenemos el caso del Instituto 
Nacional de Estadística. A mediados del año 2022, las presiones por 
parte del Ejecutivo hacia el que era presidente de la institución, Juan 
Rodríguez Poo, que previamente había sido colocado por la ministra 
Nadia Calviño, lo obligaron a dimitir. Todo porque las cifras que 
arrojaban sus informes no gustaban. Hablando en cristiano, se lo 
quitaron de en medio, y pusieron a otra persona que durará en su 
cargo lo que dure la confianza de los que lo plantaron allí. Este es un 
simple caso entre muchos otros: Correos, el Centro de Investigaciones 
Sociológicas y Radio Televisión Española son algunos ejemplos de 
empresas públicas que bien podrían llamarse empresas de colocación 
política. 


Como imaginarás, el problema es grave. Si alguien consigue uno de 
estos puestos gracias a un dedazo político, su permanencia en el 
trabajo quedará condicionada por las directrices de su jefe, quien, de 
la misma manera que lo ha puesto ahí, puede quitarlo cuando le 
plazca. Pero esta no es la única razón. Ten en cuenta que, al ser un 
puesto caduco (durará lo que aguante el Gobierno en el poder), por 
muy brillante que sea el afortunado en sus labores, le tocará irse 
cuando se lo manden. Son dos razones de peso que impiden que la 
empresa se centre en proyectos a largo plazo que no sean alterados 
por unas simples elecciones, además de dañar gravemente la confianza 
y la transparencia de las Administraciones públicas. 


Frente a las proclamas populistas, recuerda siempre que un político, 
un Gobierno o un Estado no puede entregar nada a sus ciudadanos 
que no les haya sido previamente extraído a esos mismos ciudadanos. 
Así que desconfía de aquellos que mezclen lo público con lo gratis, 
porque o no son muy inteligentes o se están riendo de ti. 


3 
Jorge el funcionario: 


eligiendo el mal menor 


Las dudas de Jorge no son algo nuevo. Desde hace ya un par de años 
se plantea qué hacer con su vida. Lleva varios meses saturado debido a 
la gran carga de trabajo que tiene en su empresa, desmotivado y sin 
un rumbo claro en el terreno profesional. Sabe que es valorado y 
querido, sus compañeros son buena gente, y su jefa, aunque a veces 
muy cargante, no es mala jefa. Cobra un sueldo justito, acorde con su 
edad y su formación —tristemente—, por lo que apenas le da para 
compartir piso con tres antiguos compañeros del colegio mayor. Echa 
bastantes horas en la oficina y fuera de ella cuando teletrabaja. Su 
horario es de 8:30 a 18:15, con una hora para comer. Los viernes hace 
jornada continua (de 8:30 a 15:00). 


Tuvo la suerte de encontrar empleo casi al acabar la universidad. 
Empezó con una beca por la que le pagaban 800 euros al mes y que le 
permitió adquirir algo de experiencia que plasmar en su currículo. 
Después se cambió a una empresa donde lleva ya casi cuatro años. Sus 
26.000 euros brutos anuales le llegan para sobrevivir en Madrid y 
permitirse algún pequeño capricho el finde, pero tampoco te creas que 
para mucho más. 


Se le ha pasado varias veces por la mente la idea de emprender algún 
negocio, pero nunca ha encontrado un proyecto que le ilusionara 
como para llevarlo a cabo. Además, una amiga suya le explicó lo 
complicado que puede ser montárselo «por tu cuenta», por lo que el 
riesgo que debería asumir, sumado a la falta de financiación, le ha 
llevado a dejar su faceta emprendedora en el cajón de tareas 
pendientes. 


Abandonar su maravillosa etapa de estudiante y enfrentarse a la 
realidad del mundo laboral le ha hecho poner los pies en el suelo. Las 


cosas no son sencillas, y para vivir bien hay que trabajar duro y de 
manera inteligente, y aun así quizá no consigas nada extraordinario. 
No es una persona del todo proactiva, aunque tampoco se considera 
un vago. Es consciente de sus limitaciones y fortalezas. Quiere estar lo 
mejor posible, disponer de espacios para sí mismo y conseguir una 
estabilidad laboral que le permita vivir con menos presión y sin 
agobio en su empleo, recibir religiosamente la nómina a final de mes y 
no calentarse mucho la cabeza. 


Esta realidad lleva machacándolo demasiado tiempo. Sabe que es 
joven, que le queda un largo recorrido, que necesitará esfuerzo y 
trabajo para conseguir todo lo anterior, pero lo atormenta la pregunta 
de si merecerá la pena. Lo que Jorge desea, como todo el mundo, es 
tener más tiempo y menos complicaciones. 


Durante la pandemia, que no le privó de trabajar desde casa ni por un 
momento, se dio cuenta de que varios de sus amigos se empezaban a 
interesar por las oposiciones a la Administración pública. En aquel 
arresto domiciliario, como él lo solía llamar, vio centenares de 
anuncios de academias de opositores, pero estaba tan emocionado por 
haber conseguido su primer empleo, que los cantos de sirena no lo 
atrajeron lo suficiente. Sin embargo, desde hace unos meses anda 
atento a todo lo que sale. Ya sabes, por si acaso algo le cuadrara. 


Un día, al salir por la puerta de la oficina, le llegó un aviso al móvil. 
Era de la empresa Correos, y en él se anunciaba la convocatoria de 
3.000 plazas para el año que viene y se adjuntaba un formulario de 
inscripción. Leyó las condiciones que conseguirían los adjudicatarios 
de esas plazas mientras iba en el bus. Parecían interesantes. 


Durante las últimas semanas, Jorge ha estado haciendo números: 
«¿Cuánto tiempo podría sobrevivir si dejo mi empleo para buscar 
otro? ¿Volvería a casa de mamá para ahorrarme el alquiler? ¿Cuánto 
tiempo necesitaría para prepararme una oposición?». Siempre le ha 
gustado utilizar un bloc de notas para analizar las ventajas y las 
desventajas que supondría tomar una decisión (lo aprendió de su 
padre cuando era un chaval). A priori, buscar un nuevo trabajo le da 
un perezón tremendo; las entrevistas le resultan un coñazo, y, para 
conseguir lo mismo por un poquito más de dinero, tampoco se va a 
mover. Por eso ha decidido empezar a analizar qué implicaría 
prepararse las oposiciones. Y lo ha hecho de la siguiente forma: 


DESVENTAJAS 


— Falta de tiempo y concentración. Desde luego, si me quiero 
preparar la oposición mientras trabajo, no voy a tener vida. Además, 
me conozco, y no estaría ni al cien por cien en mi trabajo ni al cien 
por cien en la oposición. Tendría que dejar el curro. 


— Coste económico. Dejar el trabajo es dejar de ingresar dinero. 
Además, prepararse la oposición puede que requiera apuntarse a una 
academia. Tendré que comprar libros, material de estudio... 


— Cambio de vida. Voy a pasar muchas horas encerrado en un cuarto 
estudiándome un tostón que no me interesa. Probablemente vuelva a 
casa de mis padres para ahorrar dinero. El cambio de vida será 
radical. 


— Puede que me la pegue. No puedo obviar la posibilidad de que no 
consiga entrar y tenga que repetir al año siguiente. 


— Posibilidad de no entrar. Aunque apruebe la oposición, la 
competencia será alta y el número de plazas es limitado: quizá no 
entre. 


— Estrés y ansiedad. Bueno, eso también lo tengo ahora, aunque tal 
vez se incremente. 


VENTAJAS 


— Estabilidad laboral. Si lo consigo, tendré empleo fijo para toda la 
vida. Haga lo que haga, tendré mi empleo asegurado. 


— Salario garantizado, retribuciones básicas y complementarias y 
pagas extraordinarias. La tranquilidad de que pase lo que pase cobraré 
mi nómina. 


— Conciliación, posibilidad de permisos, reducciones de jornada sin 
preocupación de si está bien visto en el puesto de trabajo. La 
competitividad no es tan exigente como en las empresas privadas y no 
tendré que estar tan agobiado. 


— Trabajo por las mañanas. Es maravilloso no tener turno partido. 


— Vacaciones. Son las mismas que tengo en mi trabajo actual (22 
días), pero debo sumarles los días de asuntos propios (seis). 


— Seguridad. Aunque en los tiempos de crisis pueden congelarse los 
sueldos, normalmente los suelen subir; y, además, si viene una crisis 
gorda, no me quedaré en paro. 


Mirando el resultado —sabiendo que tiene algo ahorrado, que es joven 
y que está en edad de equivocarse—, dice: «Qué cojones, voy a 
rellenar el formulario». 


Admítelo, alguna vez has escuchado la frase «España es un país de 
funcionarios». Y, si no la has escuchado, probablemente seas el que la 
ha dicho. Pues yo, para variar, estoy totalmente en contra de ese 
tópico. Me niego a creérmelo, y mucho menos a compartirlo. Los 
españoles no somos un atajo de vagos conformistas ni tampoco somos 
personas con escasa mentalidad innovadora. Ojo, no te escandalices 
aún, no quiero decir con esto que los funcionarios lo sean (aunque 
alguno hay), sino que elegir ser funcionario no es una consecuencia de 
esa forma de ser. Los españoles —en especial los jóvenes— somos, 
como cualquier otra persona del planeta, seres humanos que 
reaccionan a incentivos. Una vez entendido esto, podemos empezar a 
plantearnos diferentes cuestiones. 


¿POR QUÉ UNA PERSONA DECIDE SER EMPLEADO PÚBLICO? 


Querer ser empleado público en nuestro país atiende a una de estas 
dos razones: vocación o estabilidad. La inmensa mayoría de los que 
deciden ser funcionarios por vocación lo desean desde su juventud: 
jueces, policías, militares, bomberos... e incluso políticos. Quieren 
serlo cueste lo que cueste. Por el contrario, casi nadie que esté 
terminando sus estudios superiores sueña con ser administrativo en la 
delegación de Hacienda de la provincia de Cáceres ni ayudante de 
administrativo en una oficina de Correos. Creo que es importante 
remarcar la diferencia fundamental entre estos dos perfiles, ya que 
unos —los de la vocación— ejercerían su profesión 
independientemente de que la gestión de su trabajo fuera pública o 
privada y los otros —los de la estabilidad— solo la desarrollarían en la 
empresa privada si no les quedara otra opción. Sí, lo sé, es muy osado 
concluir lo que decide hacer o dejar de hacer cada persona, pero como 
este es mi libro, lentejas. 


Bien, establecida esta notable diferencia entre unos y otros, y sin 
olvidar que ambas motivaciones son respetables, quiero centrarme en 
los que eligen ser empleados del Estado sin vocación: ¿por qué lo 
hacen? Pues, como en el caso de Jorge, por una cuestión de 
incentivos. 


El sector público puede ser muy atractivo para la gente por varios 
motivos. Sí, es cierto que acceder a un cargo dentro de la 
Administración no es coser y cantar: las oposiciones son tediosas, 
duras y largas, con la incertidumbre de no saber si se conseguirá la 
ansiada plaza. Entonces, ¿merece la pena? Para contestar a la 
pregunta, definamos primero qué es el coste de oportunidad: es el 
valor de lo que pierdes al elegir una opción en lugar de otra. Por 
ejemplo, si escoges ir al cine, el coste de oportunidad sería el tiempo y 
el dinero que podrías haber gastado haciendo otra cosa, como leer un 
libro o ahorrar para una futura compra. En resumen, es aquello a lo 
que renuncias al tomar una decisión en vez de otra. 


Claro el concepto, te pregunto: ¿a qué renuncia un tipo como Jorge a 
la hora de elegir presentarse a una oposición? Por supuesto, renuncia 


a la escalabilidad que ofrece el sector privado, a conseguir una gran 
remuneración y prestigio, además de a un nivel de desarrollo personal 
difícilmente alcanzable en la Administración pública al no enfrentarse 
a situaciones cambiantes constantemente, como cambios de trabajo o 
de departamento y ascensos. Renuncia a ejecutar sus proyectos 
personales, a perfeccionar habilidades y a dirigir su propia empresa. 
Pero, por otro lado, también renuncia a un mercado laboral complejo 
donde, a no ser que también dispongas de buenos contactos, hay que 
esforzarse mucho para llegar lejos y ser una persona de éxito. 
Renuncia a trabajar 10 horas al día si lo hace por cuenta ajena o 24 si 
decide emprender. Renuncia a la posibilidad de ser despedido. 
Renuncia, en la mayoría de los casos, a trabajar por las tardes. 
Renuncia a la obligación de exigencia continua y a la competitividad. 
Renuncia a leyes no escritas como las de echar unas horas extra 
porque está bien visto —o porque tu compromiso con tu gente te lo 
exige— o de cuadrar las vacaciones con tus compañeros para no dejar 
el departamento ni a tu equipo colgados. Renuncia a una mayor 
conciliación y a la inseguridad laboral, al miedo atroz a cagarla. 


Dímelo tú: en una situación como la de millones de jóvenes hoy en 
día, ¿sale o no sale a cuenta intentar ser una parte más del Estado? 


Sé lo que estás pensando: «Vale Javi, quizá tengas razón, pero, según 
cómo lo expones, el problema aquí no está en las maravillosas 
condiciones del sector público, sino en las malas condiciones del 
sector privado». Tal vez, sí, pero ¿eso cambia algo? Desde luego, da 
para otro capítulo. La conclusión aquí es que se está cronificando una 
realidad peligrosa en España, y es que muchos jóvenes españoles 
entienden que resulta más rentable arriesgar tiempo de vida en tratar 
de conseguir una plaza pública que adentrarse en el mundo del sector 
privado. 


«Vale, ¿y hay algún argumento que sustente tu opinión o es simple 
imaginación?». 


Buena pregunta. Depende de a quién se lo plantees y de la manera en 
la que lo hagas, con lo que es difícil obtener una respuesta precisa. 
Para reforzar mi argumento, me he servido de una de las pocas 
encuestas que hablan sobre las intenciones laborales de los jóvenes a 
escala internacional, la Global University Entrepreneurial Spirit 
Students” Survey. En ella se les pregunta a alumnos de todas las 


universidades españolas sobre sus planes de futuro profesional justo al 
acabar los estudios y cinco años después de graduarse. Ojito a los 
datos de 2018: 


Porcentaje de españoles que quiereh ser empleados públicos (año 


JUstal Finalizar la carrera JA 
Cigatoaños después de terminar la 


¿Qué muestra la tabla anterior? Si nos fijamos, el porcentaje de 
jóvenes españoles que desean ser funcionarios nada más acabar la 
universidad se sitúa en el 11,9% (algo ya de por sí preocupante), pero 
es que, solamente cinco años después, es decir, cinco años en los que 
han conocido de primera mano la jungla del mercado laboral y el 
sector privado, ese porcentaje aumenta un 83,1% y llega a situarse en 
un 21,8%. Algo pasa en ese intervalo, ¿no crees? 


Observemos ahora la misma encuesta, pero más actualizada: 


Porcentaje de españoles que quiereh ser empleados públicos (año 


165001 finalizar Ta carrera JA] 
Zigaboaños después de terminar la 


¿Qué ha pasado en estos tres años? Pues depende de cómo lo quieras 
mirar. Sigue aumentando el porcentaje de jóvenes que, después de 
pasar un lustro buscándose la vida en el sector privado, deciden 
intentar vivir del dinero público, pero bastante menos que en 2018, 
concretamente, un 15,2%. ¿Podríamos decir que los incentivos que 
tienen para tomar esa decisión son menores? Rotundamente no, ya 
que el porcentaje de los que quieren ser funcionarios nada más acabar 
la carrera se incrementa en 2021 con respecto a 2018, al pasar del 
11,9% de los recién graduados al 18,4% (la tasa se dispara un 54,6%). 


La pandemia de COVID-19 también ha sido un detonante de gente que 
quiere opositar. En un momento crítico, mientras unos veían como su 
puesto de trabajo caía en ERTE infinitos o directamente perdían el 
empleo, los empleados públicos seguían cotizando sin apenas 
inconvenientes. Según informes de OpositaTest, una de las 
plataformas de preparación de oposiciones más grandes de España, la 
demanda de opositores creció desde la llegada del coronavirus un 
30%, con la «estabilidad laboral» como principal objetivo de los 
candidatos. 


Podemos discutir largo y tendido sobre dónde está la raíz del 
panorama actual y cuáles son sus soluciones, pero lo que es indudable 


es que se trata de un problema que, con los años, parece acentuarse. 


Bien, antes de seguir tenemos que hacer un pequeño paréntesis. 
Cuando hablamos de empleados públicos, hablamos de personas que 
reciben una nómina del Estado, es decir, su salario sale del dinero de 
todos los españoles. Pero no todos gozan de los mismos privilegios. En 
España hay cuatro tipos de empleados públicos: 


* Funcionarios de carrera. Son lo que entendemos como los 
funcionarios de toda la vida. Consiguen la plaza después de pasar unas 
Oposiciones y su contrato es para siempre. 


* Funcionarios interinos. Son también funcionarios, pero con carácter 
temporal. Se cuenta con ellos en situaciones determinadas (por 
ejemplo, cuando hay acumulación de tareas en un momento concreto 
o excepcional, como a la hora de cubrir bajas de funcionarios de 
carrera). Normalmente han aprobado una oposición, pero no tienen 
una plaza a su nombre. 


* Personal laboral. Es personal con contrato laboral con la 
Administración pública. Firman el contrato como si lo firmaran con 
una empresa privada, pero en su caso es con el Estado. Por tanto, 
pueden ser despedidos. 


* Personal eventual. Aquí podemos incluir a nuestros amados políticos 
y sus asesores. Su nombramiento y cese son libres, y ocupan puestos 
de confianza o asesoramiento. 


Teniendo claro lo anterior, podemos continuar. A mediados del año 
2023, el empleo público en España estaba compuesto por un total de 
3.523.900 personas, una cifra récord desde que se contabilizan de esta 
manera los datos: 


Evolución del número de empleados públicos en España 


Fuente: Elaboración propia a partir de los datos del Instituto Nacional 
de Estadística (INE). Datos de abril de 2023. 


Existen varias formas de analizar esta información. Por un lado, como 
podemos ver en la gráfica, el aumento de personas que cobran dinero 
público por trabajar lleva en aumento desde principios del siglo XXI. 
Salvando la bajada que hubo entre los años 2011 y 2013, el empleo 
público ha ido convirtiéndose en algo cada vez más relevante. Cómo 
no, hay que hacer especial mención a lo ocurrido desde 2017, un 
periodo en el que el crecimiento ha sido descomunal. 


¿Y esto es mucho o es poco? Veamos. Si tenemos en cuenta el número 
de ocupados en España, es decir, el número de personas que tienen un 
empleo remunerado o que realizan una actividad y se encuentran 
trabajando, vemos que la cifra al finalizar el primer trimestre de 2023 
es de 20.452.800 personas. Por tanto, el empleo público representa 
algo más del 17%. ¿Lo consideras aceptable? Si ahora nos centramos 
en la cantidad de autónomos que hay en España, observamos que a 
mediados de 2023 eran 3.335.194 personas. Antes hemos dicho que 
hay 3.523.900 personas trabajando para el Estado de una u otra 
forma; por tanto, existe más gente contratada por la Administración 
que emprendiendo negocios. ¿Qué te parece? 


Puede que este ejemplo suscite las críticas de muchos y que lo 
consideren simple populismo torticero, pero a mí me da que pensar. Y 
ya sé lo que me vas a decir: «Ya, Javi, pero es que, si te fijas en los 
países de Europa, nosotros tenemos menos empleados públicos». 


Mmmm... Interesante. Pues venga, comprobémoslo. 


Si miramos el último dato disponible del porcentaje de empleados 
públicos sobre el total de la población y lo comparamos con el resto 
de los países de la OCDE, comprobamos que España se encuentra casi 
en la media, que ronda el 18%. Pero también es verdad que, si nos 
comparamos con los denominamos países nórdicos, estamos muy por 
debajo (Noruega es el territorio con más empleados públicos, por 
encima del 30%). Y, claro, como suelen ser estos países los más 
prósperos y con mayores estándares de calidad de vida, al 
contrastarnos con ellos vemos que, efectivamente, la cifra de 
empleados públicos es mucho mayor. 


Así que, sí, tienes razón: varios de los países de nuestro entorno tienen 
más funcionarios; algunos, incluso muchos más. Sin embargo, si, como 
siempre, queremos analizar bien este tipo de temas, no podemos 
dejarnos cosas a medias. ¿Qué tal si ahora nos fijamos en cuánto 
gastamos en pagar a nuestros empleados públicos? Porque está muy 
bien mencionar el número de personas, pero será más revelador saber 
cuánto nos cuestan, ¿no? 


Pues, al hacer este ejercicio, nos encontramos con algo sorprendente. 
Si comparamos el gasto en salarios del sector público con respecto al 
total del gasto público por país, vemos que ya no nos distanciamos 
tanto y que, esta vez, superamos por poquito la media de la OCDE. Por 
tanto, a pesar de que España tiene un porcentaje de personas que 
viven del Estado menor que la media europea —y bastante menor que 
los países nórdicos—, el gasto en salarios sí que está en la media. 


Porcentaje destinado a sueldos públicos sobre el total 
del gasto público (año 2022) 


Alemania —=> 15,96% 

P. Bajos » 18.98% 

Austria —> 19.63% 

Francia ——» 21,339 

Finlandia  - > 2311% 

Media —_——> 24,04% 
Portugal ———> 24,13% 
España —_—_——=> 24,25% 
Suecia - > 2457 % 
Irlanda —_—_—_—_—_—_—_—_——> 26,85 % 
Noruega” ——_—_—_—_—_—_—_—=> 28,35% 
Dinamarca > 31,73% 


Fuente: Elaboración propia a partir de los datos de Eurostat (abril de 
2023). 


Es curioso: los defensores de incrementar —aún más— el número de 
empleados estatales muchas veces omiten este dato. ¿Por qué será? 
Cuando dicen que podemos igualar la cifra de los países nórdicos, 
¿saben que tendríamos que duplicar el gasto en salarios? ¿O es que 
pretenden empeorar mucho sus condiciones? 


Vaya, vaya, resulta que el coste del sector público no es muy inferior 
al del resto de los países europeos, a pesar de tener menos empleados 
públicos en términos relativos. ¿Por qué el discurso populista no lo 
mencionará? 


Esta conclusión no es que refuerce el argumento de que España 
necesita más empleados públicos para equipararse a aquellos países 
que algunos consideran el modelo a seguir (para según qué cosas, 
claro), ya que, para hacerlo —es decir, para conseguir disponer de 
más empleados públicos—, una de dos, o aumentamos el gasto a 
niveles desproporcionados (si queremos tener el doble de empleados 
públicos para igualar el 30% de Noruega, hay que gastar casi el doble 
en sus salarios y, por ende, machacar aún más el sector privado 
mediante impuestos) o les pagamos mucho peor. 


Ah, por cierto, un breve recordatorio para olvidadizos y 
manipuladores: aunque te joda, el dinero no cae de los árboles. 


Una de las claves para que algunos Estados sostengan de manera 
medianamente eficiente una Administración tan grande es la 
flexibilidad en cuanto a la contratación y la estabilidad de sus 
empleados. Por ejemplo, en España, como sabes, los funcionarios de 
carrera tienen el trabajo asegurado de por vida, y representan más del 
50% del total de empleados públicos. ¿Qué cachondeo es esto de un 
empleo garantizado de por vida? Sí, se pasa un duro (y a veces no 
tanto) proceso de selección para conseguir una plaza, pero ¿por qué se 
adquiere en propiedad hasta que llegue el momento de jubilarse? Esto 
lastra la productividad, la competencia y el esfuerzo de mejora en el 
trabajo y, además, convierte en mucho más rígido el régimen de 
contratación. 


Saber que es prácticamente imposible que pierdas un empleo que lleva 
tu nombre es anacrónico y, sobre todo, ineficiente. Mantener esta 
modalidad de contratación en una época en la que la estabilidad 
laboral se encuentra en estado de coma profundo no se adapta a la 
realidad. Es más, lo de hacer carrera en una empresa y acabar 
jubilándose en ella es, hoy en día, una rareza. No es necesario citar 
ninguna fuente, ya que los que tocan de primera mano la realidad del 
sector privado lo saben, pero dejemos que se expresen otra vez los 
números: según el informe Randstad Workmonitor, de la consultora de 
recursos humanos Randstad, una de las más importantes del mundo, el 
29,4% de los profesionales españoles cambió de trabajo en el último 
semestre de 2019. 


Y, ya que me has obligado a hablar de las condiciones de contratación, 
sería justo compararse con el resto de Europa, ¿no crees? Por ejemplo, 
¿sabías que en Suecia tan solo el 1% de los empleados públicos tiene 
la condición de lo que aquí denominamos funcionario? Sí, a todos les 
paga el Estado, pero el 99% se encuadra en un régimen muy parecido 
a un trabajador normal y corriente del sector privado. En España, 
como hemos mencionado, es más del 50%. Por otro lado, en 
Dinamarca se recoge que, si existen duplicidades en el sector público 
(en esto somos expertos en España), se puede adelgazar la 
Administración sin la necesidad de recolocar a esos empleados en otra 
parte (en esto también somos expertos). 


Espera, que lo veo venir: «Ya, Javi, pero en España también se puede 
echar a los funcionarios, el estatuto lo recoge». 


Permítame usted que me descojone. Entre los años 1996 y 2018, tan 
solo 524 funcionarios fueron inhabilitados en España. Diecinueve de 
ellos, por una sanción administrativa, y la mayoría de los demás, por 
abandono de servicio (lo que toda la vida se ha denominado dejar de 
ir a trabajar). También los hubo que perdieron su empleo por 
condenas en firme, las más comunes, malversación, abusos sexuales, 
hurto e incluso asesinato (por cierto, un dato no tan relevante pero 
curioso: el 39% eran policías). 


Así que no, no es algo común que se eche a alguien por no hacer su 
trabajo debidamente o porque no encaja en la empresa y hay alguien 
que puede cubrir su puesto de una mejor manera, como sí pasa en la 
empresa privada. Esto no quiere decir que todos los que gozan de una 
plaza vitalicia hagan peor su tarea por la tranquilidad de saber que 
nunca serán despedidos, pero sí que tienen más incentivos para ello. 


Otro argumento muy utilizado es que la plaza vitalicia es un premio 
tras años de duras oposiciones. Me podría valer si no fuera porque el 
trabajador de la empresa privada pasa ese examen todos los días. 
Puede parecer una frase de cuñado en el bar, pero es una verdad 
palmaria, y, si no, que se lo pregunten a los autónomos. 


Cambiando de tercio, y como conclusión, creo que es obvio que la 
Administración pública española necesita una reforma integral. Y de 
las caras. Lo pensamos tú, yo y la mayoría de la gente, incluidos 
muchos funcionarios. El problema es que nadie se atreve a tirar de la 
manta, pues es un tema muy delicado. Los políticos segmentan a la 
población en grupos de posibles votantes, es decir, para ellos somos 
simples votos, y ya sabemos que los votos para un político son lo 
primero, lo segundo y lo tercero. 


La tecnología ha cambiado la manera de trabajar en casi cualquier 
gremio: se han automatizado muchos procesos y se ha hecho una 
transición en el ámbito laboral que la Administración pública parece 
no saber (o no querer) asimilar. Lo de conseguir una cita con cierto 
organismo para dentro de dos meses y que, al llegar, tengas que haber 
presentado no sé qué papel en un edificio en la otra punta de la 
ciudad y haber rellenado otro formulario antes de las cuatro de la 


tarde del lunes previo a la cita, aparte de sacarte de quicio, está 
obsoleto. No es aceptable que tengamos una Administración pública 
más propia de los años 60 que del siglo XXI. 


Además, considero que nos encontramos en el mejor momento para 
poder llevar a cabo la transición. No solo me refiero a la tecnológica, 
sino a la humana. Actualmente, casi la mitad de los empleados 
públicos españoles tienen más de 55 años, y únicamente el 5,4% está 
por debajo de los 34. Por tanto, durante la próxima década, se retirará 
alrededor de un tercio de la masa laboral de las Administraciones. 
Sabiendo la necesidad que tenemos de dejar de gastar el dinero que no 
poseemos, es una buena oportunidad para reestructurar el sistema sin 
el drama de echar ni reducir el sueldo de nadie, cosa que sucederá 
cuando sea imposible endeudarse más (si cabe). ¿No es el momento 
perfecto para transitar hacia un sano estrechamiento de la 
Administración? 


Cualquier Estado tiende a expandirse. Las políticas tomadas por 
nuestros líderes políticos han ido engordando constantemente el 
sistema estatal español, lo que nos ha convertido en un país donde hay 
más personas con nóminas públicas (personas desempleadas + 
empleados públicos + pensionistas) que privadas. Es decir, hoy la 
mitad del país vive de la otra mitad. Mientras el empleo público no 
para de crecer, el sector privado se debilita. Una Administración cada 
vez más grande y con cada vez más privilegios es, a fin de cuentas, 
una forma de ir creando una red clientelar más fuerte y estable, y eso, 
a la larga, nos perjudica a todos. 


Recuerda: no se hace país con gente que quiere ser funcionario, se 
hace país con gente que se la juega. 


PÍLDORA 3 


LA CULTURA DE LA SUBVENCIÓN 


Si hay una cosa que de verdad adora un Gobierno es anunciar a 
bombo y platillo lo muchísimo que se gasta en nosotros. Alardear de 
su dedicación y su pasión por el bienestar del pueblo, demostrar lo 
centrados que están en servirnos y asegurarnos una existencia cómoda 
y tranquila. Legitimarse, al fin y al cabo, vendiéndonos que están 
donde están para ayudarnos, para hacernos la vida más fácil y de 
mayor calidad. 


Esto lo vemos, por ejemplo, cada vez que se aprueban los presupuestos 
generales del Estado, que cada año suman más y más gasto social. 
Nuestros políticos comparecen ante los medios con enormes sonrisas, 
se ponen medallitas mientras anuncian que son los presupuestos con 
«más gasto social de la historia»: «¡Por fin podremos ayudar a todos y 
llegar a todos!», dicen. Pero yo, que suelo desconfiar de todo y de 
todos, cada vez que escucho estas proclamas me pregunto: «¿No 
deberíamos cuestionar por qué cada vez tienen que ayudar a más 
personas? ¿No significa que algo está fallando en su gestión?». 


Una de las grandes cosas que han conseguido las sociedades modernas 
y civilizadas, incluida la española, ha sido mejorar la vida de las 
personas desamparadas. Un país que cuenta con población capaz de 
asistir a individuos que, por desgracia, no tienen las condiciones 
mínimas para salir adelante debería enorgullecerse de sí mismo. Yo 
creo firmemente que una sociedad que vale la pena es aquella que 
ayuda a quienes de verdad lo requieren, que evita que la existencia de 
los incapacitados sea un infierno y que busca que los últimos días de 
un ser humano sean lo menos desagradables posible. No estamos 
hechos para la soledad, nos necesitamos los unos a los otros. Y, 
aunque por desgracia nos encontramos en una época en la que la 
inmediatez, lo superficial y lo artificial están cada vez más presentes 
en el día a día, tener la certeza de que no estaremos solos si nuestra 
vida se rompe es un gran alivio. 


Pero, dicho esto, también creo que lo primero que debe buscar una 
sociedad que vale la pena es reducir al mínimo el número de 


ciudadanos que requieren la asistencia de un tercero para llevar una 
vida decente. El objetivo principal de cualquier país debería ser que 
sus ciudadanos fuesen ricos, libres e independientes. Por eso se puede 
considerar un fracaso estrepitoso que la cantidad de gente necesitada 
se incremente con el tiempo. Aunque siempre habrá individuos que 
padezcan sufrimiento, desde aquellos con una enfermedad 
degenerativa hasta los que han experimentado traumas terribles que 
les afectan las 24 horas del día, debemos centrarnos en disminuir la 
cifra de personas dependientes y en que los recursos que destinamos a 
ayudar los reciban quienes los requieren de forma inevitable. Y llevar 
a cabo esta tarea es responsabilidad de todos, en especial de los 
representantes públicos, que para algo están. 


Sin embargo, en contra de la lógica, este punto choca frontalmente 
con la mentalidad, muy extendida, de los que celebran la cantidad de 
ayudas destinadas por el Estado hacia los desfavorecidos. No es que 
celebren la capacidad del Estado para ayudar, sino que el Estado tenga 
que ayudar. Que un Gobierno dedique un mayor gasto a asistir a una 
población cada vez más necesitada es una triste muestra de 
decadencia. Sin embargo, en lugar de ser un motivo de desgracia y 
crítica hacia la gestión de nuestros líderes, resulta que para muchos es 
motivo de alegría. La dependencia se aplaude porque conlleva una 
dejación de responsabilidades y una delegación de funciones en un 
Estado protector. Ven en las ayudas una solución más fácil a sus 
problemas que resolverlos personalmente. 


Un ejemplo lo encontramos a principios de 2023, cuando el Gobierno 
español tomó la decisión de establecer un cheque de 200 euros de 
ayuda para comprar alimentos. En las primeras 24 horas desde que se 
abrió el plazo para solicitarlo, casi 600.000 personas lo pidieron. ¿Qué 
crees que ocurrió después? ¿Acaso nos llevamos las manos a la cabeza 
al ver que tantísima gente necesita ayuda para poder comprar 
comida? Pues no, la ministra de Hacienda y Función Pública e 
ideóloga de la medida se presentó ante los medios cual estrella del 
rock para anunciar el «enorme éxito» que había supuesto el cheque. A 
nadie del Ejecutivo se le cayó la cara de vergitenza al observar que 
cientos de miles de ciudadanos solicitaban asistencia. Peor aún: nos lo 
vendieron como el camino que seguir. 


ASEGURÁNDOSE EL PODER 


En una sociedad cada vez más interconectada y globalizada, el papel 
del Estado como proveedor de servicios y apoyo social se ha vuelto 
más y más relevante. Sin embargo, esta creciente dependencia de los 
ciudadanos debe ser vista como una señal de decadencia de la calidad 
del liderazgo político y de su eficacia. En lugar de ser un reflejo de la 
necesidad real, el aumento de la asistencia pública a menudo se ve 
como una herramienta para legitimar la existencia del Estado y 
mantener a los poderosos. 


A lo largo de la historia, los líderes políticos han utilizado una 
combinación de propaganda y programas de atención social para 
construir y asegurar su posición el máximo tiempo posible. En algunos 
casos, los Gobiernos han creado programas sociales específicamente 
para ganarse a los pobres, los desfavorecidos y los marginados. Tales 
programas incluyen desde alimentos y viviendas hasta asistencia 
médica y educativa, y su principal objetivo es constituir una base de 
apoyo político entre aquellos que se benefician de ellos. Aquí aparecen 
las famosas redes clientelares. 


Partiendo de la falsa premisa de que el Estado tiene la obligación de 
proporcionar servicios y ayuda a aquellos que no pueden 
proporcionárselos por sí mismos, los tentáculos de las 
Administraciones se extienden por todos lados. En general, son los 
pobres, los discapacitados y los ancianos los que a menudo necesitan 
apoyo para sobrevivir, y es en este punto donde el papel del Gobierno 
se interpreta como crucial. Sin embargo, el problema surge cuando 
dicha asistencia se transforma en un medio para mantener a los 
políticos en el poder, en lugar de ser una verdadera solución a los 
problemas de la sociedad. 


En España —aunque esto es válido para cualquier país—, la apariencia 
de creciente necesidad de ayuda por parte de las Administraciones se 
ha convertido en el gran legitimador de un gigantesco Estado. Los 
distintos Ejecutivos han prometido repetidamente aumentar esa 
asistencia y crear programas de apoyo a los ciudadanos más 
desfavorecidos, y poco a poco han ido abriendo el abanico e intentado 


abarcar a casi todo el mundo para reforzar esa legitimación. Crear la 
sensación de que los necesitamos para absolutamente todo es el pilar 
que los mantiene erguidos. 


Aunque las cifras de gasto público no son el único reflejo de cómo el 
Estado se entromete en nuestra vida, sí constituyen una buena forma 
de medirlo. Actualmente, destinamos casi un 50% de nuestro producto 
interior bruto a alimentar el sistema. Nunca habíamos dedicado tantos 
recursos como hoy. O lo que es lo mismo, nunca habíamos sido tan 
dependientes del Estado. 


EL NIDO DE LA CORRUPCIÓN 


Una buena legislatura debería demostrarse de dos maneras. Por un 
lado, con una gestión de ayudas eficiente y efectiva, capaz de que de 
verdad se cubran las urgencias de las personas que realmente 
necesitan que alguien les eche una mano. Y, por otro, cuando el gasto 
social en ayudas se reduce, no cuando se aumenta. Sin embargo, 
nunca he escuchado a un político sacar pecho por la disminución de 
su gasto, sino justo al revés. Y ni siquiera eso. ¿Has visto alguna vez a 
una Administración pública decir lo siguiente?: «Oye, os devuelvo este 
dinero porque al final no ha sido necesario utilizarlo». Yo, ninguna. Es 
más, siempre están quejándose del poco dinero que se destina a su 
negociete. De hecho, sucede una cosa muy curiosa en este país: 
cuando una Administración no se gasta todo el dinero que se le ha 
adjudicado por la razón que sea (por ejemplo, porque no se ha 
conseguido colocar o, directamente, no ha sido imprescindible), en el 
ejercicio siguiente, cuando se entrega el nuevo presupuesto, recibe 
menos. Por este motivo, muchas se gastan el dinero aunque no haga 
falta, y es entonces cuando se dedican a cambiar las calles, las plazas, 
las fuentes o las rotondas que ya se cambiaron hace pocos años. 


Pero el verdadero inconveniente en la creación de redes clientelares es 
que puede perpetuar la pobreza y la marginación en lugar de 
resolverlas. En vez de tratar las causas subyacentes de la exclusión 
social, los programas de asistencia social mantienen a las personas 
eternamente dependientes de la ayuda estatal e incapaces de escapar 
de la pobreza. Donde hay un buen negocio hay prosperidad, y el 
negocio que ciertas políticas generan para los que las dirigen se 
sustenta en fomentar la incapacidad de la gente a valerse por sí 
misma. Si yo gano dinero prestándote ayuda, no querré nunca que 
dejes de necesitarla. ¿Se entiende? 


Si trasladamos esto al mundo de la empresa, concluiremos lo mismo. 
La cultura de la subvención es la cultura de la dependencia, que acaba 
transitando hacia la obediencia y culmina en la corrupción. Una cosa 
que funciona no tiene la necesidad de ser subvencionada y respaldada 
por un político, y una cosa que no funciona, es decir, que no supera el 
test del mercado, es que o no cumple con los requerimientos de la 


demanda, o no cubre ninguna demanda o, simplemente, es peor que la 
competencia, razón por la cual tampoco debe ser subvencionada. 
Cuando se otorgan subvenciones a ciertas empresas o industrias, se les 
brinda una ventaja, lo que perjudica a las firmas que no reciben 
ayudas: estas son obligadas a competir en desigualdad de condiciones, 
las ideas más innovadoras y eficientes quedan anuladas y el mercado 
en general se distorsiona. 


¡Y qué decir de la corrupción! La cultura de la subvención puede 
generar (y genera) corrupción y desviación de recursos. Los políticos y 
otros funcionarios gubernamentales pueden verse (y se ven) tentados a 
otorgar subvenciones a sus amigos o a sus aliados partidistas, en lugar 
de a aquellos que más lo necesitan o que son más eficientes en el 
mercado. Esta corrupción puede llevar (y lleva) a una mala asignación 
de recursos y a un aumento de los costos para los contribuyentes. 


Por eso es importante admitir que la asistencia estatal no debe ser 
utilizada como una herramienta para mantener a los políticos en el 
poder, y eso pasa por interiorizar que la obligación de que la 
Administración proporcione ayuda a la población no es motivo de 
alegría. La atención subsidiaria no debe cubrir más que los momentos 
de auténtica necesidad social, desde cuidar al enfermo incapacitado 
sin recursos hasta financiar investigaciones útiles para la población 
(como la investigación médica). Pero en ninguno de los casos el 
trasfondo de necesitar disponer de ese gasto es algo digno de ser 
celebrado. 


En lo poco que deben intervenir los líderes políticos es en ayudar a las 
personas a convertirse en ciudadanos autosuficientes e independientes. 
Solo entonces podemos construir una sociedad más justa, equitativa y 

sostenible para todos. 


4 
Borja el banquero: 


batiendo a la ignorancia 


Borja lleva ya un par de años trabajando en uno de los bancos más 
grandes del país, referencia del sector en España, en la octava planta 
de una de sus oficinas comerciales más destacadas. Es bueno en lo 
suyo. La presión y los objetivos que la entidad le exige consiguen 
hacerle sacar el máximo de sí mismo, y también de cada cliente, hasta 
llevarlo a veces a caminar de puntillas sobre la fina línea que separa la 
moralidad y la legalidad de la indecencia y la irregularidad en los 
asesoramientos que realiza. Pero Borja ya no se preocupa por esos 
problemas; al fin y al cabo, es su oficio, y de ello depende su nómina. 


Se encuentra removiendo un café mañanero cuando entra por la 
puerta de su lujosa oficina una potencial cliente. No superará los 35 
años, lleva un buen reloj y mantiene un aspecto pulcro y aseado. Bajo 
el brazo, una carpetilla con papeles y ganas de comerse el mundo. 
Borja piensa que quizá sea una buena oportunidad y toma la iniciativa 
de acercarse a ella: 


—Buenos días, soy Borja, gestor de la oficina, ¿necesita que la 
ayudemos con algo? 


—Hola, soy Lucía, encantada. Me gustaría hablar con algún experto en 
hipotecas. Llevo toda la mañana entrevistándome con diferentes 
bancos, a ver quién me ofrece el mejor producto, y estoy interesada en 
conocer cuáles son sus condiciones de financiación para adquirir una 
primera vivienda. ¿Tendría un momento? 


—'¡Claro!, por supuesto, podemos sentarnos y concretar detalles. 
Acompáñeme a mi despacho, ¿quiere un café? 


Lucía es ingeniera y, gracias a la confianza que transmite Borja, le 


acaba reconociendo que nunca trató temas financieros en su etapa de 
estudiante. Necesita a alguien honesto que le explique de manera clara 
y sin rodeos lo que debe hacer. Está dispuesta a lo que sea para 
conseguir la casa de sus sueños, un pequeño chalé con jardín adonde 
mudarse con su pareja y crear una familia. 


A Borja le queda poquito para cumplir los objetivos que tiene fijados 
este mes. Necesita colocar unos productos más para cerrar el trimestre 
de manera exitosa, y sabe que Lucía le pondrá la guinda al pastel. 
Lleva mucho tiempo haciendo este trabajo y conoce bien el perfil de 
sus clientes. Se ve capaz de sacarle más de lo que necesita: es joven, 
inexperta, no entiende cómo funciona el mundillo, tiene empleo y algo 
de dinero. Un blanco fácil. 


Las operaciones para conseguir una primera vivienda son complejas, 
implican a muchas partes y son procesos muy regulados: notarios, 
tasadores... Pero también permiten al banco entrar a negociar y 
proporcionar mejores o peores condiciones. Borja le traslada al 
potencial cliente cuáles son los requisitos mínimos: el ahorro propio 
que debe aportar, los plazos de financiación, la capacidad económica 
suficiente... 


—Como ve, Lucía, es un proceso largo y tedioso, pero no se preocupe, 
es mi trabajo y voy a ayudarla a hacerlo sencillo. Además, intentaré 
conseguirle unas condiciones favorables, es joven y tiene toda la vida 
por delante, y ya le digo yo que al banco le gusta su perfil. 


—Si me ofrecen algo bueno, estaré encantada de trabajar con ustedes. 
Soy una persona cumplidora y fiel, si apuestan por mí en este 
momento, seré su clienta. Estoy ansiosa por tener las llaves de mi casa 
y enseñarle a mi futuro marido la vivienda de nuestros sueños, ya me 
entiende. 


—Genial. Seguro que podemos hacer algo, la veo con buena actitud. 
Habría que empezar por reunir cierta información para estudiar cómo 
afrontar la situación. 


—Traigo en mi carpeta gran parte de la información necesaria: vida 
laboral, la renta, mis cuentas..., además de unas fotos de la casa que 
quiero comprar. 


Borja comienza a echarles un vistazo a los documentos. Se da cuenta 


de que Lucía tiene ingresos más que suficientes para conseguir la casa 
que desea, aparte de un colchón de ahorro. Dado el interés del cliente 
en firmar a toda costa, sabe que puede apretarle con las condiciones y 
sacar un beneficio extra para el banco. 


—-Caray, Lucía, ¡menuda casa te quieres comprar! Perdona, ¿me 
permites que te tutee? 


—Por supuesto. 


—Estupendo. Tendremos que apretarnos el cinturón para concederte 
el préstamo; eso sí, cumples los requisitos, creo que el banco vería con 
buenos ojos la operación. Es importante que nos entendamos, Lucía, y 
tú y yo lo hacemos. Por tu situación económica y por el momento 
difícil del mercado, las condiciones se han vuelto más estrictas. En tu 
caso podemos llegar a financiarte el 70% de la casa a un tipo fijo del 
6%. No sé si conoces cómo están las cosas, pero son unas buenas 
condiciones para tratarse de tu primera vivienda. 


—La verdad es que no paran de repetir en la tele que el momento no 
es el mejor... La inflación, la economía... Aun así, esperaba conseguir 
algo más del 70%, porque, si no, con lo que puedo aportar ahora 
mismo, me quedaría sin ahorros. ¿No hay manera de subirlo un poco? 
Además, sin entender mucho del tema, el tipo me parece alto... 


¡BINGO! 


Parece que Borja ha conseguido llevar al cliente al punto que quería; 
sabía que la primera oferta es mejorable, cualquiera que estuviera un 
poco al día lo sabría. Ahora es el momento de preparar el terreno: 
Lucía está abierta a escuchar una propuesta más ventajosa, entonces 
empezará la negociación real. 


—Hombre, Lucía, debes entender que no tienes ninguna relación con 
nosotros. Por lo que me cuentas, veo lo importante que son para ti 
esta casa y el proyecto de futuro que significa, por lo que te propongo 
una cosa. Eres joven, con mucho camino por recorrer, pero te 
conviene comenzar a pensar en tus finanzas. ¿Te has planteado 
hacerlo alguna vez? 


—La verdad es que no. Vivo con lo que tengo, y lo que consigo 
ahorrar va a la cuenta, a una cuenta que, además, prefiero no mirar 


para no gastármela, ya sabes cómo van esas cosas... 


—¿Y por qué no empiezas a invertir un poco de dinero? Total, para 
acumularlo en la cuenta y acabar gastándolo... Y no olvides que la 
inflación es como una polilla en el armario... Hemos sacado hace poco 
un fondo garantizado a tres años que ofrece un 3% y te asegura el cien 
por cien del capital cuando venza el contrato. Así no tienes que 
preocuparte por cómo vaya la economía, tú lo dejas ahí y te llevas un 
3%. No suena mal, ¿a que no? 


—Pues no; si me garantizan un 3%, es una opción. Pero, oye, ¿no 
habría algo que pudiera darme más? Puestos a invertir, que sea en lo 
más rentable. 


En el banco de Borja tienen unas directrices muy claras: deben 
conseguir levantar el capital para el fondo garantizado lo más rápido 
posible. Borja, que lleva años en el sector, sabe que Lucía podría 
encontrar opciones más interesantes, pero, mira, es lo que toca, y el 
cliente se va a ir con el fondo bajo el brazo. 


— Ahora mismo es lo mejor que ofrece el banco: aparte de tener una 
rentabilidad muy atractiva, este fondo te garantiza no asumir ningún 
riesgo. De hecho, el producto está volando en la entidad, ¡el martes 
pasado metí a mi propio hermano! En fin, te dejo la información y así 
lo valoras, ya sabes que aquí no queremos forzarte a firmar si no estás 
convencida, al contrario. Aunque, como te he dicho antes, esto puede 
ayudarte a darle un empujón a lo de la hipoteca. 


—Me parece interesante; le echaré un vistazo, porque no tendría 
problema en invertir algo de lo que quede de ahorros. 


Parece que Borja ya ha conseguido lo primero que buscaba, que era 
sacarle algo más de rentabilidad a la operación. Ahora toca hablar del 
producto estrella de los bancos: los seguros. 


—Me has pedido también mejorar el tipo de interés de la financiación. 
¿Conoces la opción de una hipoteca bonificada? Fíjate, podemos pasar 
de que pagues una cuota de 863 euros a reducirla a 729. ¿Quieres que 
te explique cómo hacerlo? 


—Es un ahorro importante, pero seguro que tiene truco. ¿Qué 
implica? 


—Para que podamos bonificarte la cuota, tendrías que contratar el 
seguro de vida, el seguro de hogar y la tarjeta de crédito y domiciliar 
tu nomina con nosotros. El seguro de vida te supondría 329 euros al 
año, y es un seguro libre, únicamente debes pagar la prima cada año. 
El seguro de hogar es obligatorio tenerlo a favor del banco, y, si lo 
haces con la entidad, también te ayudará a reducir mucho la cuota. 
Por último, si domicilias tu nómina y usas la tarjeta de crédito cuatro 
veces al mes, conseguiremos una rebaja extra. Piensa que, a la larga, 
te compensa el ahorro y que dispondrás de unos servicios de cobertura 
de primer nivel. 


—Bueno, tener seguros siempre es algo que tranquiliza, la verdad. Y la 
tarjeta de crédito nunca está de más, por si las moscas... 


—Exacto, Lucía, y piensa que esto ayudaría a lograr la hipoteca que 
deseas. Tendrías las llaves en tu mano muy rápidamente. 


Está a puntito de caramelo. Ha entrado por la puerta del banco 
pidiendo financiación para una hipoteca y se va a ir con un fondo 
garantizado, una tarjeta de crédito y dos seguros de 350 euros cada 
uno al año. 


Lucía es consciente de que tiene la casa de sus sueños a una firma y de 
que se acaba, por fin, el calvario de la búsqueda de financiación. No 
entiende muy bien el tema del fondo garantizado, pero el que no 
exista riesgo le quita preocupaciones. Por otro lado, los seguros son lo 
que son, y la tarjeta de crédito no cree que vaya a usarla más de lo 
mínimo imprescindible. Y Borja parece un buen tipo, alguien de fiar. 
Así que, después de una ojeada rápida a los papeles bajo la mirada 
insistente de Borja, Lucía sentencia: «¡Adelante con ello!». 


Aunque, a priori, Lucía ha conseguido su objetivo, es Borja el que se 
ha adjudicado una gran victoria. El desconocimiento de su cliente le 
ha servido para encasquetarle el producto estrella de la banca 
comercial: los seguros, una tarjeta de crédito que no necesita y un 
producto de inversión con una rentabilidad ridícula. Borja ha atado a 
Lucía al banco durante muchísimos años y le ha sacado un buen 
pellizco haciéndole creer que el vencedor ha sido ella. Nada más lejos 
de la realidad. 


No hay nada que salga más caro en este mundo que ser un ignorante. 


Y qué decir si, además, no lo reconocemos. Ni te quiero contar cuando 
encima tomamos decisiones económicas creyéndonos que somos el 
hermano mayor del lobo de Wall Street (versión cuñado, claro). 


Todos somos unos ignorantes en multitud de cuestiones, yo el 
primero, y, en según qué cosas, puede resultar nocivo y muy peligroso 
para nosotros mismos. A veces, en las conversaciones de tú a tú, 
cuando hablamos de asuntos económico-financieros, los abordamos 
como menores, y asumimos esa ignorancia con algo de dignidad, hasta 
le damos un tono jocoso: es el famoso «yo es que soy de letras» o el 
mítico «esos temas me aburren». 


Ser un ignorante en aspectos económicos no es motivo de orgullo. Al 
contrario: debería avergonzarnos y ser una asignatura pendiente de 
aprobar. Pero la realidad es que generalmente pasamos del tema. 
Quizá sea tedioso y aburrido, pero es vital. Sin embargo, como buenos 
conformistas, solemos preferir mirar hacia otro lado y echar la culpa a 
un tercero de nuestra mala dicha. 


Y, después de esta breve chapa, creo que a partir de aquí debemos 
encontrar la respuesta a tres preguntas. 


PREGUNTA 1 


¿SOMOS LOS ESPAÑOLES IGNORANTES FINANCIEROS? 


Aquí voy a ofrecer dos puntos de vista, el mío como joven de 28 años, 
basado en mis experiencias y en lo que he visto y oído en mi corta 
existencia. Probablemente sea el menos fundamentado y esté sesgado, 
pero, como persona que cuenta con miles de seguidores en las redes 
sociales y que ha vivido en varios lugares dentro de España, y 
teniendo en cuenta que este es mi libro y hago lo que me da la gana 
con él, puede ser interesante. El segundo es algo más técnico, así que 
haz caso al que consideres conveniente. 


Pero antes, creo que es necesario aclarar qué es ser un ignorante 
financiero. Es necesario porque no quiero dar a entender que, por 
desconocimiento sobre cómo funciona la macroeconomía o la balanza 
de pagos de un país, seas un ignorante. Que una ministra de economía 
no lo sepa es un escándalo, pero que no lo sepamos tú o yo no lo es. 
Encuentro justo agrupar en la categoría de ignorante financiero a una 
persona parecida a mí cuando yo tenía 20 años, es decir, que no sabe 
responder a preguntas como las siguientes: 


* Cómo ahorrar, gastar e invertir de manera efectiva el dinero. 


* Cómo administrar el dinero para evitar vivir por encima de tus 
posibilidades. 


* Cómo planificar el largo plazo. 

* Cómo evitar tomar decisiones financieras impulsivas o irracionales. 

* Cómo protegerse contra el fraude financiero (estafas no elaboradas). 
Y, por supuesto, son doblemente ignorantes aquellos que, aun siendo 


conscientes de que no tienen capacidad de contestar a las preguntas 
anteriores, no se interesan lo suficiente para aprender y solventar su 


ignorancia. 


Aclarado lo anterior, voy a exponeros unas palabras nacidas de mi 
experiencia en el contacto con personas de mi entorno o que he 
conocido a lo largo de estos años. Mi percepción es cruda: la inmensa 
mayoría de los jóvenes españoles son unos absolutos ignorantes 
financieros. Especialmente en el momento en el que se supone que 
deberían estar más preparados (al menos en la teoría), es decir, al 
acabar sus estudios superiores. Yo lo era, mis amigos lo eran, y los 
amigos de mis amigos también. Muchos de ellos lo siguen siendo, ya 
que, cuando dejas de formarte de manera obligatoria, solo la propia 
voluntad de aprender te hace liberarte de la ignorancia. Eso, o los 
trompazos que te vas dando a lo largo de la vida. Hoy en día, si un 
joven sabe algo sobre el funcionamiento del dinero, es porque ha 
puesto empeño en aprenderlo por su cuenta o porque alguien de su 
familia o de su círculo de amistades se ha esforzado en enseñarle. 
Obviamente, no vamos a exigirle a un chaval de 18 años que los 100 
euros que le ha dado su abuela los utilice para abrirse una cuenta de 
ahorro para su jubilación, pero tampoco se puede normalizar que los 
use para ir a la misma discoteca todos los fines de semana y quemarlos 
en champán. El carpe diem ha hecho mucho daño. 


Cuando empezaba a interesarme por esta clase de temas y lo 
compartía con mis amigos —también con algún familiar directo—, el 
simple hecho de exponerles mi preocupación sobre qué pasaría 
cuando fuésemos mayores les resultaba muy aburrido. Si no te lo 
decían directamente («Javi, deja de contar batallas»), te mostraban 
cierta comprensión, pero no había el más mínimo interés real en el 
asunto. Eso es lo que más me llamaba la atención: la falta de interés 
sobre un tema crucial. La mayoría estaba ilusionada con la idea de 
llevar una vida tranquila, con lujos y caprichos, pero no hacían 
absolutamente nada para conseguirla; por supuesto, después no 
faltaron las correspondientes quejas ni las culpas hacia un tercero. 


En la actualidad, me encuentro con lo mismo, aunque es verdad que 
muchas de mis amistades creen que, porque tengo en redes sociales 
gran cantidad de seguidores, entiendo de algunas cosas y comienzan a 
poner la oreja o pedirme opinión. Nada más lejos de la realidad. Y 
esto es algo curioso, porque, en ocasiones, la gente relaciona el que yo 
tenga cierto éxito con que sepa mucho de casi cualquier asunto, otra 
muestra de ignorancia. Personas que no me conocen de nada más que 


de algún vídeo de internet me han ofrecido dinero por asesoramiento 
financiero (recordemos que, aunque me guste el tema y a veces lo 
comente, mi contenido no es de finanzas). Son las mismas que me han 
escrito meses después para contarme que las han estafado. Por culpa 
de la ignorancia, la desesperación y la falta de paciencia, los 
timadores se ponen las botas: la gente no tiene ni idea de cómo 
funciona el dinero, pero dicen ser unos expertos en la ruleta. He 
llegado incluso a ver cómo un audaz nigeriano estafaba 2.500 euros a 
un chaval haciéndose pasar por mí: cogió cuatro fotos mías y contactó 
con ese pobre desgraciado para prometerle el oro y el moro en un 
errático castellano. Es triste. 


Pero, ojo, tampoco es que esto sea solo cosa de mi generación, ni 
mucho menos. Una de las cosas que más me han sorprendido desde 
que inicié mi andadura por las redes sociales y me convertí en alguien 
más popular es que cuento con un importante número de seguidores 
que casi me duplican la edad. He tenido la oportunidad de hablar y 
responder a multitud de preguntas que me plantean, y muchos de ellos 
quizá hasta sepan menos que los jóvenes. Por ejemplo, siempre me ha 
llamado la atención (y esto lo digo volviendo a basarme en mi propia 
experiencia) que resulta muy difícil encontrar a personas mayores de 
40 años con un mínimo de conocimientos relacionados con la 
inversión. Sí, es cierto que encuentro un perfil mucho más proahorro, 
síntoma de la sensatez que aporta la edad (aunque no siempre), pero 
dar con alguien con ideas sobre cómo rentabilizar ese ahorro fuera del 
mítico comprar una vivienda es difícil de ver. Y no solo lo digo por 
mis queridísimos seguidores, incluyo a familiares, amigos, amigos de 
mis familiares, padres de mis amigos... Casi siempre que le he hablado 
a alguien sobre invertir en un fondo indexado o, simplemente, abrir 
una cuenta en un bróker, la mirada condescendiente de te van a 
estafar ha sido lo primero que han revelado. 


Pero si no me crees o no coincides conmigo, atento a lo que te voy a 
contar ahora, ya verás que mi percepción no dista mucho de la 
realidad. 


Hace tiempo me llamó la atención una noticia publicada en un 
periódico nacional en la que se indicaba que más de la mitad de los 
españoles no entendían la información económica que se mostraba en 
el telediario. Me sorprendió, ya que normalmente los que dedican un 
tiempo a ver las noticias al menos muestran un mínimo de interés por 


enterarse de lo que pasa en el mundo. No le veía sentido a que se 
informaran, pero no supieran procesar lo que, con mayor o menor 
acierto, les contaban la televisión, la radio o el periódico de su 
confianza. ¿Estaba en lo cierto esa noticia? 


Pues, por desgracia, es una verdad palmaria. Los conceptos inflación, 
PIB o deuda pública son cotidianos para la mayoría, pero solo una 
minoría sabe interpretarlos correctamente. Según los datos de la 
última encuesta que presentó el Banco de España junto con la CNMV, 
más de la mitad de los españoles no entiende términos financieros 
básicos. Fíjate que hablamos de comprensión, no de que esas palabras 
les sean ajenas. El informe destacaba algo que considero como mínimo 
preocupante: solo el 58% de los encuestados entendía el concepto de 
inflación, el 46% el concepto de interés compuesto y el 49% el 
concepto de diversificación del riesgo. Teniendo en cuenta que la 
muestra era bastante diversa (comprendía a ciudadanos de entre 18 y 
79 años), me atrevería a concluir, sin miedo a equivocarme, que la 
mitad del país no conoce cosas básicas para una buena salud 
financiera. ¿Cómo es posible que con este grado de ignorancia se 
contraten productos financieros? 


De acuerdo con el estudio Percepción y hábitos de los españoles 
respecto al sector bancario, realizado por el neobanco francés Nickel, 
seis de cada diez españoles no entienden la totalidad de las 
condiciones bancarias que les ofrecen, y, de esos seis, más de la mitad 
las aceptan. Además, el 17% de la población ni siquiera lee el contrato 
para abrir una cuenta debido a las prisas. ¿No es acojonante? 


Estos datos son fáciles de comprobar en la realidad cotidiana, hasta un 
punto preocupante. Un ejemplo: desde finales del año 2022 vemos que 
los tipos de interés han ido subiendo de manera fugaz debido a la 
galopante inflación que sufríamos. Una consecuencia directa de esa 
subida de tipos es el incremento del euríbor, elemento de referencia 
para préstamos y créditos hipotecarios. Como no podía ser de otra 
manera, las hipotecas de tipo variable, es decir, las vinculadas a la 
evolución de este indicador, también se han disparado, lo que ha 
supuesto que el pago de las cuotas (en algunos casos, su importe ha 
llegado a duplicarse) sea un grave problema para muchas familias. 


De un día para otro, las tertulias televisivas se han llenado de gente 
que se queja de la situación que padece, que piden regulaciones que 


impidan estos fenómenos y que se declaran víctimas de un sistema 
corrupto y mentiroso. Sin embargo, meses atrás, cuando el euríbor 
cotizaba en negativo, no recuerdo ver a nadie festejando y 
agradeciendo que sus cuotas hipotecarias estuvieran en mínimos. 


¿Por qué se ha dado esta situación? Fácil: en su momento no 
entendieron lo que estaban firmando. Y, cuando no comprendes lo que 
tienes contratado, todo es maravilloso si las circunstancias te 
favorecen y todo es culpa de un tercero si vienen mal dadas. Nos 
encontramos, otra vez, ante la mala pasada que provoca la ignorancia 
sumada a la falta de responsabilidad individual. Por cierto, las ratas 
políticas populistas también aprovechan estas lagunas de 
conocimiento de la población para buscar votos, como hemos visto 
con la situación de subida de tipos. 


PREGUNTA 2 


¿QUIÉN TIENE LA CULPA DE QUE SEAMOS UNOS IGNORANTES 
FINANCIEROS? 


Siempre buscando culpables, ¿eh? Haces bien. Por supuesto, no existe 
un único culpable de nuestra supina ignorancia económica. Creo que, 
como en casi todo, se trata de algo complejo. En primer lugar, siempre 
debemos mirar hacia nuestro ombligo, aunque no nos guste, aunque 
en España seamos más de apuntar a un tercero. 


Nosotros tenemos mucha culpa. Con la cantidad de información 
prácticamente gratis, variada y de todos los niveles de calidad 
disponible hoy en día, que una persona con acceso a internet no 
entienda cómo funciona un plan de pensiones o qué es una hipoteca a 
tipo variable es un síntoma de sudapollez aguda. Santa Internet, san 
YouTube o santa Biblioteca jamás habían puesto tan fácil a la gente la 
oportunidad de liberarse del desconocimiento sobre cualquier materia. 
No quiero repetir el tópico de que vivimos en la era de la información, 
pero es la realidad. 


Aunque sea descortés volver a hablar de mí mismo, podemos fijarnos 
en mi caso: yo era un absoluto ignorante en temas económicos cuando 
salí de mi educación secundaria. Es cierto que nunca fui un 
derrochador y que intentaba siempre guardar un poquito del dinero 
que conseguía a través de la paguita de mis padres y los caprichos que 
me consentían mis abuelos, pero mi cabeza de los 16 a los 20 años no 
estaba en cuestiones distintas de quedar con mis amigos y que la chica 
que me gustaba me hiciera algo de caso. El colegio jamás me habló de 
nada que contuviera la palabra dinero, y mis padres, mientras no les 
pidiera más de lo que me daban para gastármelo en estupideces, 
tampoco se mojaban más, bastante tenían. 


Durante los primeros años en la universidad, el panorama no cambió 
mucho. Estudié una ingeniería en la universidad pública, por lo que 
todo lo relacionado con la economía, las finanzas personales o algo 
similar no era más que un animal mitológico. Sin embargo, no sé si 
por mi afán emprendedor, por mi gusto por el dinero o por simple 
aburrimiento, internet y las redes sociales empezaron a ser mi mejor 


amigo. Entendí que podía consultar —y contrastar— cualquier 
información, y, encima, gratis. En solo unos meses comprobé que 
entendía más cosas que la mayoría de mis amigos y familiares, y eso 
que, cada vez que leía algo nuevo, me sentía aún más ignorante 
(todavía siento que lo soy). 


Me di cuenta de que quejarme porque durante mis tiempos de 
estudiante no me enseñaron cómo se estructura una nómina, ni cómo 
abrir una empresa ni cómo se reparten los presupuestos generales del 
Estado era inútil, y tenía que ser yo mismo el que cambiara mi 
situación. Además, tengo la certeza de que no me lo habrían explicado 
de una manera tan atractiva como en internet. También es cierto que 
la composición de una nómina es algo que con 18 años no te importa 
lo más mínimo, pero creo que, cuando te alarmas porque te quitan un 
30% por algo a lo que llaman IRPF, estás en la obligación de 
entenderlo. Me puse manos a la obra, y hoy considero que me ha 
servido de mucho. 


Claro, lo que os he contado está muy bien, pero hay otra parte 
imprescindible que comentar. Al igual que nosotros tenemos mucha 
culpa de la situación, es innegable que, en un país donde la mayoría 
sostiene que la educación pública debe ser de calidad, que la palabra 
dinero en los colegios (incluidos numerosos privados) sea un tabú, es 
un problema. Es alucinante que en 25 años de enseñanza nadie me 
haya explicado cosas tan básicas como el cuidado y la gestión del 
dinero, cómo evitar estafas financieras o las ventajas del ahorro y de 
la inversión, entre otras cosas. E insisto en que solo estoy 
mencionando aspectos que considero elementales, el mínimo 
imprescindible. ¿Cómo es posible que a un chaval de 16 le impartas 
literatura del siglo XVIII y no le enseñes cómo crear y gestionar una 
empresa? Ojo, las dos son materias muy importantes, pero, aunque 
entre ambas pueda haber enormes diferencias, son clave para que una 
juventud salga a la calle sana y preparada. Pero ahondemos y sigamos 
cuestionándonos cosas: ¿por qué vienen a darnos charlas al colegio 
sobre el Ejército, pero no traen emprendedores a contar sus casos de 
éxito? ¿Por qué me ofrecen asignaturas de tercer y cuarto idioma, pero 
no sé qué opciones tengo para rentabilizar mi ahorro? ¿Por qué no sé 
hacer un presupuesto ni cómo funcionan los impuestos, pero sé 
perfectamente como descomponer sintácticamente una oración? 


Aunque considero que los padres y los familiares deben ser una pieza 


fundamental en la enseñanza financiera de los jóvenes, son un 
refuerzo complementario. La base ha de impartirse en los colegios, 
desde edades bien tempranas y a lo largo de toda la etapa formativa. 
Claramente, esto no se está haciendo, lo que resulta en problemas 
serios cuando se llega a edades más adultas. 


¿Por qué no se enseña este tipo de asignaturas? ¿Acaso no hay 
docentes preparados? ¿O es que nos quieren ignorantes? 


PREGUNTA 3 


¿QUÉ CONLLEVA SER UN IGNORANTE FINANCIERO? 


Centremos el asunto. Una de las mayores ventajas de enfrentarte a un 
ignorante es lo fácil que resulta manipularlo. Cuando no sabes de algo, 
caer en falsedades contadas por un buen mentiroso es sencillo. ¿Quién 
se puede beneficiar de que la población sea ignorante en lo 
económico? Busquemos, como siempre, en los incentivos. 


Lo primero que se te puede venir a la cabeza es la figura del estafador. 
Un estafador intenta engañar a alguien que no entiende mucho de un 
tema concreto para sacarle dinero. Hemos visto miles de ellos y su 
evolución: el timo de la estampita ha pasado a ser algo mucho más 
complejo y elaborado gracias a la tecnología, que ha disparado el 
número de fraudes financieros cometidos por lo que ahora llamamos 
ciberdelincuentes. Por otro lado, están los listillos como Borja, que 
sacan provecho de tu desconocimiento para lograr sus metas a tu 
costa. Y luego hay otro selecto grupo que actúa de manera legal y que 
podría recibir muchos más incentivos por tener a un pueblo ignorante. 
Efectivamente, hablamos de la clase política, hablamos del Estado. 


Si la población no entiende cómo funciona la economía, cómo se 
manejan los impuestos o cómo se toman las decisiones en el ámbito 
financiero, entonces la clase política puede hacer lo que quiera sin que 
nadie se dé cuenta. Es más, una población ignorante se manipula con 
discursos vacíos, promesas electorales sin fundamento y demagogia 
barata, lo que resulta en un poder más fuerte y duradero para aquellos 
que lo ejercen. Es un gran incentivo, ¿verdad? La ignorancia 
financiera es una herramienta muy valiosa para aquellos que quieren 
controlar a otros. La clase política, en particular, se beneficia 
enormemente del desconocimiento de la gente en este ámbito, pues les 
permite tomar decisiones que benefician sus propios intereses en lugar 
de los del pueblo. Como ciudadanos, es importante protegerse contra 
los abusos, y eso pasa por educarse y aprender cómo funcionan la 
economía y el sistema financiero. 


Por otro lado, ¿no te parece llamativo que en más de 45 años de 
democracia hayamos tenido nada más y nada menos que ocho 


reformas educativas? Cada una con el sesgo político del Gobierno de 
turno: la LOGSE, la LOECE, la ley Celaá, la ley Wert... Vamos, un 
cristo tremendo. Una competición por ver quién impone su manera de 
pensar, de educar a los niños. Y esto provoca un fenómeno muy 
interesante. Cada reforma en la educación provoca que una parte de la 
población esté contenta con el cambio (porque los suyos son los que 
imponen sus ideas) y que el resto ande escandalizado por las medidas. 
Pero, luego, cuando cambian las tornas, es decir, cuando entra un 
Gobierno diferente que ahora aplica su voluntad, el resultado es el 
mismo, aunque justo al revés: los que estaban escandalizados se 
alegran y los que se alegraban lloran. Ese es el problema de fondo: 
cuando permites que el Estado decida qué debe aprender tu hijo (y 
cómo debe hacerlo), te arriesgas a que cualquier lunático imponga su 
manera de pensar. Pocas veces nos paramos a reflexionar sobre ello, es 
lo que tienen el cortoplacismo y el gusto por la intervención política. 
Sin embargo, a pesar de todas estas variaciones en la forma de 
enseñar, apenas hemos conseguido que se imparta alguna optativa de 
economía en los colegios. Y así nos va, situados a la cola de Europa en 
alfabetización financiera, pero de los primeros en cuanto a la tasa de 
abandono escolar. 


Sacar al Estado de las aulas es importante para garantizar una 
educación plural, innovadora y adaptada a las necesidades de los 
estudiantes. Esto no significa que la Administración tenga que 
desentenderse por completo de la educación, sino que debe establecer 
un marco de actuación que permita la libre competencia entre 
diferentes actores y que fomente la creatividad y el pensamiento 
crítico, es decir, que intervenga lo menos posible. Solo así podremos 
garantizar que los alumnos adquieran las habilidades y las 
competencias necesarias para afrontar los desafíos del mundo actual y 
del futuro. 


Pero no me quiero desviar del tema, que me caliento. Si ya tenemos 
claro el obstáculo, pongámosle solución. A pesar de que nunca había 
sido tan fácil que nos manipularan, lo cierto es que nunca había sido 
tan fácil combatir el problema. Se dice que el secreto de la auténtica 
libertad radica en educar a las personas, mientras que el secreto de las 
tiranías está en mantenerlas ignorantes. ¿Qué eliges tú? 


PÍLDORA 4 


EL EFECTIVO: TU AMIGO, SU ENEMIGO 


Mira que es molesto tener que guardarse los 17 céntimos del cambio 
que te ha dado la cajera del supermercado. Ibas tan contento con tu 
billetito de 20 a comprar un par de cosas para la cena y vuelves con 
cinco monedas pequeñitas, prácticamente inservibles, que se quedarán 
en la mesa de la entrada hasta que les encuentres utilidad. La cierto es 
que, en comparación con la comodidad de pagar con tu tarjeta, con tu 
teléfono ¡o incluso con tu reloj!, te das cuenta de que no hay color. 
Más fácil, sin desperdiciar ni un solo euro, con el control exacto de tus 
finanzas y de lo que gastas (a qué hora y en qué sitio) gracias a la app 
del banco. Es maravilloso: no tienes que cargar con molestos billetes y 
monedas ni pensar dónde guardarlos, el prodigioso Bizum hace que tu 
colega no se escaquee de pagarte la cerveza, el eurillo que se te cae en 
ese hueco imposible del coche ya no es un problema, las facturas te las 
pasan por la cuenta que elijas, vigilas tus movimientos... Y eso solo si 
piensas en las situaciones del día a día. Si nos vamos a esferas más 
serias, el dinero digital parece incluso mejor: acabamos con la 
economía sumergida, desterramos de una vez por todas a los 
defraudadores de impuestos, complicamos la vida a los que 
trapichean, a las mafias que operan con efectivo y a los 
blanqueadores... E incluso les cerramos el grifo a los detestables 
políticos corruptos al acabar con los famosos sobres. No le veo pegas. 
Además, es una consecuencia lógica: la tecnología avanza, pero 
seguimos utilizando el billete y la moneda física en vez de la tarjetita. 
No tiene sentido. ¿O sí? 


A pesar de que nuestros abuelos nos insistieron mil veces en llevar 
siempre algo de dinero suelto en la cartera, el discurso de que el 
dinero digital es la consecuencia lógica de nuestro avance como 
sociedad y que inevitablemente sustituirá al anticuado e ineficiente 
efectivo está cada vez más extendido. A priori, tiene sentido: lo nuevo 
debe reemplazar a lo viejo, sobre todo si implica una mayor 
comodidad y una mayor practicidad. Pero, como habréis notado, me 


encanta llevar la contraria. Más aún si hablamos de opiniones 
generalizadas. En consecuencia, os explicaré los motivos por los que 
seguir usando el dinero físico es lo más inteligente (y seguro) que 
podemos hacer. 


Una buena forma de empezar es analizar quiénes son los propulsores 
de la eliminación del efectivo. Se trata de un ejercicio fundamental 
cuando reflexionamos sobre cualquier medida que se propone: ¿quién 
se beneficia y quiénes salen perjudicados? 


Hay tres grandes sectores que impulsan este movimiento: los 
Gobiernos, los bancos y las grandes corporaciones. ¿Por qué? Por lo de 
siempre, tienen grandes incentivos para hacerlo. Veamos. 


LOS GOBIERNOS 


En el año 2019, hubo unas fuertes protestas en Hong Kong. Cientos de 
miles de residentes salieron a las calles para protestar contra la 
propuesta de ley de extradición, que permitía al Gobierno extraditar a 
ciudadanos que hubieran cometido delitos penales en otros países y 
regiones, como China, Taiwán y Macao. Se movilizaron para mostrar 
su desacuerdo ante lo que consideraban injusto, con duras 
manifestaciones contra el Gobierno. De entre todas las cosas que 
pasaron esos días, una de ellas llamó con fuerza la atención: las 
inmensas colas en las estaciones de metro. Resulta que esta buena 
gente, que de idiota tiene poco, decidió comprar sus billetes con 
dinero en efectivo. ¿Para qué? Para no ser rastreados. Y es que el 
temor a que el Gobierno controlara sus movimientos y pudiera 
identificar a los que salieron a protestar era más grande que la 
pesadez de una larga espera. Lógico. 


¿Qué quiero decirte con este ejemplo? Pues que, si aceptamos la 
eliminación del dinero en efectivo, todo queda en manos de la 
tecnología. Es decir, no nos quedará otra que tramitar las 
transacciones mediante la aplicación de turno. Si cualquier acción en 
internet deja rastro, los intercambios de dinero también. ¿Os 
imagináis que el Gobierno pudiera saber lo que haces en todo 
momento? 


Supongamos que, bajo la excusa de la crisis climática, el Ejecutivo 
establece una cantidad máxima de viajes en avión por persona y año. 
«A partir de ahora, tienes un límite de 1.000 euros para gastar en 
compañías aéreas». ¿Quién podría evitarlo si no tuviéramos un modo 
de pago externo al digital? Imagina ahora que, bajo el paraguas de la 
corriente psicótica animalista, se fija un tope en las compras de carne. 
¿Sería factible eludirlo? ¿Qué pasaría si el Gobierno decidiera qué 
puedes y qué no puedes adquirir? ¿Y si considerara oportuno poner un 
límite máximo al ahorro para fomentar el consumo? ¿Y si el Gobierno 
pudiera marcar la fecha de caducidad al dinero, es decir, que te 
dijeran que tienes que gastar tal o cual cantidad antes de tal o cual 
fecha? ¿Qué pasaría? Da miedete, ¿no? 


Ahora vamos a un punto algo más retorcido (si cabe). Imagina que un 
Gobierno quiere acabar con un rival político o con cualquiera que 
considere conveniente. Una de las formas que tiene es matarlo 
socialmente, exponer sus intimidades frente a la opinión pública. 
Supón que ese pobre y desgraciado individuo compra, de manera 
legal, artículos sexuales controvertidos o realiza alguna actividad 
social polémica. Estarían en condiciones de vender esa información o 
de someterlo a chantaje para forzar una servidumbre. Total, ¿quién 
podría evitarlo? 


Quizá parezcan ejemplos distópicos, pero la verdad es que son 
factibles. La eliminación del dinero en efectivo es, en mayor o menor 
medida, la eliminación de la privacidad del individuo. Los Gobiernos 
insisten mucho en que ayudaría a acabar con la corrupción y con el 
fraude fiscal, pero no es más que su caballo de Troya para poder 
vigilar todo lo que hacemos. Sí es cierto que la medida acabaría con la 
economía sumergida, algo nada despreciable: si nos centramos en 
España, se calcula que representa algo más del 17% del PIB (es decir, 
por cada 100 euros que la economía genera de manera legal, se 
generan otros 17 sin declarar). Imagínate la pasta que deja de 
recaudar el Estado (otro incentivo para promover la retirada de 
monedas y billetes). Sin embargo, aunque se acabase con el dinero 
negro, no se terminaría ni con la corrupción ni con el fraude fiscal; 
además, sería muy perjudicial en el corto plazo, ya que decenas de 
miles de personas viven dignamente gracias a esas chapucillas que les 
permiten ganar un dinero extra esquivando a la despiadada Hacienda 
pública. Aquellos tiempos en los que los maletines con fajos de billetes 
de 500 euros rodaban entre políticos y empresarios y viajaban en 
avionetas hacia los mal llamados paraísos fiscales se quedaron en las 
películas. La ingeniería fiscal, la corrupción y el fraude, chapados a la 
antigua o modernizados, existen y existirán siempre. 


LOS BANCOS 


Si antes comentaba el sometimiento ante los Gobiernos, qué os voy a 
decir sobre el que sufriríamos ante los bancos, esos entes totalmente 
regulados y brazo derecho de los políticos. Ellos tendrían más fácil 
que nadie el control y la manipulación de los datos, ya que serían los 
que proporcionarían la infraestructura necesaria para llevar a cabo la 
medida. Pero, para no repetirme, enfoquémoslo desde otro punto de 
vista. 


Lo primero que se te puede venir a la cabeza es qué pasa si el banco 
quiebra. Al final, tu dinero lo tienen ellos, así que se esfumará. Soy 
consciente de que la inmensa mayoría de la gente guarda una buena 
parte de su dinero en los bancos, pero porque elige libremente hacerlo 
así, es decir, asumen el riesgo, y no la imposición. Todavía existe la 
posibilidad de retirar el dinero si vemos algo que no nos gusta, pero, si 
el cien por cien se encuentra en sus manos sin alternativa posible, 
¿qué hacemos en el caso de que se hunda la entidad? ¿Dependemos 
del seguro que tenga? Peligroso, ¿no? 


Pero, en fin, tampoco nos vayamos a un escenario tan extremo. 
Pongámonos en una situación menos dramática. ¿Qué sucede si el 
sistema colapsa? Es decir, si hay un fallo en los sistemas, una 
interrupción del servicio, un ciberataque, una guerra, una catástrofe 
natural o una simple caída de internet que impide acceder a la red 
bancaria. En Costa Rica, por ejemplo, siempre se desata una oleada de 
retiradas de efectivo cuando se anuncia que se acerca un huracán, ya 
que son conscientes de que puede que se queden sin luz en muchas 
partes del país. ¿Qué pasa si necesitas comprar un fármaco de manera 
urgente y la aplicación del banco se ha estropeado? 


Fijémonos ahora en uno de los puntos más peligrosos y, aunque pueda 
parecer muy enrevesado, realista. Por si no lo sabes, el dinero que 
depositamos en los bancos no está guardado en una caja fuerte 
esperando a que lo gastemos o lo retiremos. Es decir, cuando 
entregamos el dinero a una entidad, esta puede usarlo para lo que 
quiera, siempre y cuando tú puedas acceder a él (o al de otro) y 
gastarlo en el momento que te parezca. Los bancos utilizan ese dinero 


para hacer préstamos, inversiones y operaciones financieras de todo 
tipo. 


El común de los mortales sabe que, cuando recibes o das un préstamo, 
existe una cosita llamada tipo de interés. El tipo de interés se puede 
resumir como el precio que tiene el dinero, es decir, cuánto te cobro o 
me cobras por prestártelo. Pero ¿y si el interés es negativo?, o sea, ¿y 
si, en vez de pagar por endeudarte, recibieras dinero? Parece una 
locura, pero puede suceder; de hecho, ya ha sucedido. Te pongo un 
ejemplo sencillo: imagina que una entidad bancaria, por los motivos 
que sea (por ejemplo, motivos políticos), decide financiar a empresas 
ruinosas, ineficientes o al borde de la quiebra. Y que, además de 
financiarlas, les tiene que pagar dinero por hacerlo, ya que, al ser 
empresas en pérdidas, gracias a esa financiación ganan dinero. En ese 
caso, el banco está perdiendo pasta en lugar de ganarla. ¿Sobre quién 
crees que recaerá esa pérdida? 


Amigo mío, bienvenido a las comisiones bancarias. Actualmente, si un 
banco decide cobrarte comisiones por depositar tus ahorros, tienes dos 
opciones: o sacas el dinero o lo traspasas a uno que se adapte a tus 
necesidades. ¿Qué ocurre si eliminamos el efectivo? Pues que solo te 
queda la opción de moverlo a otra entidad. Pero ¿y si todas hacen lo 
mismo? Si se organizan bajo el amparo de los bancos centrales para 
empezar a cometer estas prácticas maliciosas y repercutir sus pérdidas 
sobre sus clientes, ¿quién podría evitarlo? Si, aunque no cometieran 
estas prácticas, simplemente quisieran cobrarte una cantidad por tener 
tu dinero, ¿qué harías? 


LAS GRANDES CORPORACIONES 


¿Qué intereses podrían tener las grandes empresas para apoyar la 
eliminación del dinero en efectivo? Ojo, no me estoy refiriendo a 
empresas de tarjetas de crédito (Visa, American Express, MasterCard), 
ni a intermediarios (PayPal) —ya que, lógicamente, su negocio se basa 
en que el dinero digital siga su auge—, sino a cualquier tipo de 
empresa. 


Como hemos mencionado antes, uno de los más graves problemas de 
la eliminación del efectivo es la falta de privacidad. Cuando pagas con 
tarjeta, queda registrado todo: qué es lo que has comprado, dónde, 
cuándo, a qué hora, si es un producto recurrente, cuánto sueles gastar 
en él, qué porcentaje de tu dinero le destinas... Y, claro, ¿a qué 
empresa no le atrae la idea de saber qué nos gusta comprar? 


El volumen de datos recopilados es enorme, y, al igual que a los 
Gobiernos esa información les interesa para tenerte controlado, a las 
empresas les interesa para conocer tus hábitos de consumo. En el caso 
de que esa información fuera vendida a las grandes corporaciones, 
podrían usarla, por ejemplo, para generar anuncios personalizados. Si 
ya es una práctica habitual (todos nos hemos sorprendido alguna vez 
de que nos aparezcan anuncios en el teléfono sobre cosas de las que 
hemos hablado con nuestros amigos o familiares), imagínate cómo 
sería si conocieran con exactitud cómo gastamos nuestro dinero. 


Fuera de estos ejemplos, tenemos que analizar de qué manera la 
eliminación del dinero físico podría aumentar la exclusión de los más 
vulnerables. Damos por sentado que la infraestructura para operar con 
dinero digital necesita, como mínimo, un dispositivo inteligente con 
acceso a internet, así que el problema está claro. ¿Todo el mundo 
tendría acceso a la red? ¿Qué haríamos con los que no pueden 
permitirse estos lujos? Quizá el trastorno sea menor en las grandes e 
hiperconectadas ciudades, pero... ¿y en las zonas rurales? ¿Y en países 
donde las condiciones de vida son precarias? ¿Y qué solución 
daríamos a nuestros mayores? La brecha tecnológica ya es un 
problema, pues excluye sin remedio a un sector importante y 


vulnerable de nuestra sociedad. Eliminar el efectivo solo empeoraría 
la situación. 


Y no te confundas, lo que acabas de leer no es una proyección de un 
futuro lejano, ni siquiera cercano, es algo inminente. Hemos oído a 
figuras importantes, como el director general adjunto del Fondo 
Monetario Internacional, Bo Li, o la jefa del Banco Central Europeo, 
Christine Lagarde, hablar sobre las CBDC (divisas digitales, como el 
euro digital) y sus enormes ventajas para los Gobiernos. Ya no se 
esconden. Si los políticos muchas veces hacen cosas aunque nos hayan 
prometido no hacerlas, ¿qué creéis que pasará con esto si están 
afirmando directamente que es el camino a seguir? En nuestro país ya 
se han implantado órdenes encaminadas a acabar con el efectivo, 
como limitar la cantidad que se puede pagar en metálico a 1.000 
euros. Incluso se propuso la eliminación del dinero en efectivo durante 
la pandemia con la excusa de que el virus se propagaba por medio de 
los billetes y las monedas. Se trata de un lento goteo con el que van 
estrechando nuestros límites. 


El que mejor resumió los objetivos de esta clase política liberticida fue 
el presidente del Foro Económico Mundial, Klaus Schwab, que, en una 
entrevista concedida a principios del año 2023, declaró lo siguiente: 
«En este nuevo mundo hacia el que nos dirigimos, hemos de aceptar 
una mayor transparencia, incluso diría una transparencia absoluta. 
Todo va a ser transparente y deberás acostumbrarte a ello y actuar en 
consecuencia. Si no tienes nada que ocultar, no tienes nada que 
temer». 


Aterrador. 


No nos dejemos engañar por discursos superficiales sobre las ventajas 
de acabar con la poca libertad que nos queda en cuanto a política 
monetaria se refiere. El dinero físico es libertad, ya que el control 
absoluto sobre nuestro dinero es el control absoluto sobre nuestra 
vida. 


5 
Javier el heredero: 


ni muerto te dejan tranquilo 


El padrino de Javier, su tío Ignacio, ha fallecido. A pesar de su 
apariencia ruda y reservada, era una buena persona que se 
enorgullecía de considerarse un hombre de los de antes, con valores 
arraigados y una disciplina marcada. Era discreto y muy inteligente, 
siempre preocupado por los suyos, generoso y sencillo. Nunca se casó 
ni se le conoció mujer alguna, y tampoco tuvo hijos, por lo que, al 
carecer de descendencia, la fuerte unión con su sobrino favorito, que 
lo cuidó hasta el final de sus días, lo llevó a dejarle su legado en 
herencia. 


Desde que Javier era un niño, su tío solía amenazarle en broma con 
desheredarlo si era desobediente o sacaba malas notas, por ejemplo. 
Le decía: «Como suspendas Matemáticas, ¡te desheredo!», «si les 
hablas mal a tus padres, ¡desheredado!». Y así con todo, siempre la 
misma coña. Ignacio fue un segundo padre, alguien con quien su 
ahijado se crio, del que aprendió y junto a quien vivió largo tiempo. 
Se querían mucho. 


Una peculiaridad que sacaba de quicio a Javier era la insistencia de su 
padrino en una frase: «Es mejor acostarse sin cenar que despertarse 
con deudas». La muletilla se había convertido en una ley no escrita 
para él, obsesionado con la importancia de no deberle nada a nadie. 
Su actitud hacia las deudas tenía un trasfondo en la historia familiar. 
El abuelo de Javier, padre de su tío, era un hombre menos recto y 
disciplinado que sus hijos. Arrastró una serie de compromisos 
económicos a lo largo de su vida que no podía pagar, lo cual generó 
numerosas discusiones y amarguras que marcaron profundamente la 
adolescencia de sus descendientes, especialmente la del tío Ignacio, 
quien se prometió que ni él ni las generaciones siguientes volverían a 
pasar por lo mismo. 


Por este motivo, cuando Javier se dirige hacia el notario para liquidar 
la herencia, aunque apenado, va tranquilo. Sabe de amigos suyos que 
han recibido enormes deudas de sus parientes, lo que ha convertido 
heredar en una tortura que muchos rechazan para ahorrarse 
problemas. Pero a Javier esta situación no le preocupa, ya que, 
aunque no tiene ni la más remota idea de qué trámites hay que llevar 
a cabo, la pulcritud que caracterizaba a su tío lo anima a pensar que 
una simple firma arreglará el asunto. 


Javier no trae las cuentas del todo claras. Es consciente de que su 
padrino siempre fue un hombre muy trabajador y ahorrador, que tenía 
un par de propiedades y algo de dinero en el banco. La verdad es que 
cuenta con llevarse un buen pellizco. La casa donde vivió siempre y la 
casa de veraneo en el pueblo lo aseguran, y el dinero que, como una 
hormiguita, guardaba cada mes no será algo menor. Espera que el 
notario le explique con detalle los pasos que dar: 


—Lamento profundamente su pérdida; su tío era una gran persona y 
un buen amigo, descanse en paz. 


—Muchas gracias. Me habló un par de veces de usted, dijo que era 
muy bueno en su trabajo. Espero que me ayude todo lo posible con 
este follón de la herencia. 


—Desde luego. Lo primero que haré es contarte lo que te ha dejado, 
que no es poco. 


—Genial. Si no me equivoco, son dos propiedades y algo de dinero. 
—Efectivamente. Te lo muestro en el testamento. 


Entonces, el notario le enseña a Javier un resumen con los bienes 
heredados: 


* Piso en Valencia capital. Valor: 545.000 €. 


* Piso en Alicante. Valor: 390.000 €. 


* Cuenta corriente con 115.000 €. 


* Fondo de pensiones con 200.000 €. 


—Como ves, tu tío tenía, además de los pisos y los ahorros, un fondo 
de pensiones al que iba aportando dinero desde hacía bastante tiempo. 


—:¡Qué callado se lo tenía! ¿Y me lo ha dejado todo a mí? 


—Pues sí, todo a ti, y mira que le insistí en que me gustaba mucho a 
mí la casita de Alicante... 


—_Qué suerte: mi tío me ayuda incluso desde la otra vida. No te haces 
idea de lo bien que me viene este empujón. He tenido que cerrar mi 
empresa y estoy pasando una mala racha. Poder llevar a mi hijo a la 
casa de la playa donde me crie y que mi mujer y yo nos recuperemos 
económicamente nos dará fuerzas para empezar de nuevo. 


—Pues, dentro de la pena, me alegro por ti. Pero te advierto que no 
todo es como parece. Tenemos que ver cómo abonamos el pago que 
hay que hacer. 


—Bueno, lo que sea lo pagamos con el dinero de mi tío en la cuenta 
corriente y listo. 


—No es suficiente. 

—¿Cómo no va a ser suficiente? ¡Si son más de 100.000 euros! 
—Javier, es el triple. 

—¿Cómo? No me digas que mi tío arrastraba deudas. 


—En absoluto, parece que no conocías a tu tío... Las cuentas están 
totalmente saneadas, no hay que pagar nada por deudas, estamos 
hablando únicamente de impuestos. 


—Pero, vamos a ver, no es posible... ¿Y con el dinero del fondo de 
pensiones? 


—Me temo que tampoco. Si no tienes dinero suficiente para aportar, o 


pides un préstamo o piensa en vender alguna casa para poder afrontar 
el pago. 


La cara de Javier es un cuadro. No comprende nada: ¿cómo que 
«vender alguna casa»?, ¿cómo que «pedir préstamos»? El notario le 
muestra la pantalla del ordenador con el desglose de conceptos que 
conforman el impuesto. 


—Javier, tranquilo. Te voy a explicar todo con detalle. Para calcular el 
importe que debes pagar, primero hay que tener en cuenta el valor de 
lo heredado, es decir, sumar el valor de cada uno de los componentes 
de la herencia y descontar las deudas. En este caso, los dos pisos, la 
cuenta corriente y el fondo de pensiones alcanza un valor de 
1.250.000 euros. Como no existe ninguna deuda, esa será la base 
imponible. Por otro lado, necesitas saber que el impuesto depende de 
dos factores: de la comunidad autónoma donde residía el fallecido y 
del grado de parentesco entre la persona que deja la herencia y el 
heredero. En este caso, tu tío residía en Valencia, con lo cual debemos 
adaptarnos a las condiciones de allí. En Valencia hay una reducción de 
unos 8.000 euros cuando se trata de un legado tío-sobrino. Por tanto, 
si le restamos esa cantidad al total, obtenemos la base liquidable: 
1.242.000 euros. A continuación, conforme a la ley, para calcular la 
cuota íntegra se aplica un método por tramos. Es decir, a la base 
liquidable se le aplica un porcentaje, que va desde el 7,65% hasta el 
34% en función de la cantidad heredada. 


—Vaya forma más compleja de robarme, la verdad. 


—Pues eso no es todo... Una vez que se obtiene la cuota, hay que 
multiplicarla por un coeficiente que depende del grado de 
consanguinidad. En tu caso, es del 1,5528. Si se tratara de tu padre, 
no existiría este coeficiente, pero, al ser tu tío, se complica. 


—Por favor, dame el dato de una vez y terminemos con esto. 


—Javier, tienes que pagar el 44,7% del valor de tu herencia: 
558.749,86 euros. 


Se hace un incómodo silencio en el despacho, mientras el heredero 
rumia su indignación: 


—-Con todo el respeto, ¿me estás vacilando? 


—Quien te vacila es el Gobierno, Javier. 
—Pero es el 45%, ¡es casi la mitad! 


Javier es consciente de que no dispone de semejante cantidad para 
afrontar la herencia. Ahora adquiere sentido lo que le planteaba el 
notario sobre pedir un préstamo o vender una de las propiedades. Ni 
siquiera liquidando el fondo de pensiones y el dinero de la cuenta 
corriente sería suficiente. 


— Ahora mismo no dispongo de ese dinero, y, en mi situación, ni de 
lejos me puedo meter en un préstamo. ¿Qué hago? 


—Me temo que la única vía es vender una propiedad para encarar el 
pago. Con que te quites de encima una de las dos viviendas y con una 
parte del dinero te vale. 


Se le revuelven las tripas. Su padrino era un enamorado de sus dos 
casas, siempre se enorgullecía de ellas, y adoraba invitar a su familia 
cada vez que era posible. Vender una por el simple hecho de pagar a 
Hacienda le resulta inconcebible. 


—Es increíble, ¡no me lo puedo creer! 


—Lo sé, pero así son las cosas. Y esto no acaba aquí... También hay 
que pagar la plusvalía municipal. No sé si lo sabes, pero, cuando los 
inmuebles aumentan su valor con el paso del tiempo, al venderlos, 
también pagas. 


—Perdona por mi mala boca, pero qué puto robo. 


—Poco alterado estás para lo que te ha tocado. ¿Qué quieres que 
hagamos? 


—-Con todo el dolor de mi corazón, prefiero vender la de Alicante. 
Actualmente estoy de alquiler, y necesito la casa de Valencia para 
irme a vivir con mi familia. La pondré a la venta y ya te avisaré 
cuando consiga una buena oferta. De momento, lo dejamos todo como 
está. 


—Bien, creo que es lo más acertado. Pero tampoco te esperes mucho, 
recuerda que tienes seis meses para liquidar la herencia. 


—¿Cómo dices? 


—Perdona, eso no te lo he explicado antes. Desde que se produce la 
defunción, existe un plazo de seis meses para presentar el impuesto de 
sucesiones. 


—Pero ¿cómo voy a vender la casa en ese plazo sin tirar el precio por 
los suelos? ¿Quieren que la malvenda o qué? Debo ir a Alicante, 
limpiar y recoger todo, hablar con la inmobiliaria... ¿De dónde carajo 
saco el tiempo? Digo yo que se podrá pedir algún aplazamiento en 
estas delicadas situaciones, ¿no? 


—Emmm..., sí, se puede pedir un aplazamiento de otros seis meses. 
—Pues lo necesito, ¿me explicas cómo hacerlo? 


—El trámite es muy sencillo, por eso no te preocupes. Aunque hay un 
pequeño problema... 


—A ver. 


—Si solicitas el aplazamiento, te cobrarán unos intereses de demora... 
del 4%. Y, por cierto, tienes que solicitarlo 30 días antes de que venza 
el plazo. 


Javier sale de la notaría cabizbajo. Acaba de entender que el dolor por 
la muerte del hombre al que más ha querido en la vida no será lo 
único con lo que lidiar. Se da cuenta de que lo que creía que era suyo 
por derecho realmente no lo es, sino que va a medias con papá Estado. 
«¡Qué mierda de sistema!», piensa. 


Decía Benjamin Franklin que no hay nada cierto en esta vida salvo los 
impuestos y la muerte, y, en esta situación, ambas tragedias se 
entrelazan. 


EL IMPUESTO A LA MUERTE 


El Estado se ha convertido en el mayor heredero de España. Piénsalo, 
es como ese primo lejano al que no soportas y apenas ves, pero que 
asoma los cuernos cuando hay dinero de por medio, a ver si trinca 
algo. Lo cojonudo es que, en estos casos, el primo trinca por ley, y 
para recibir lo que considera suyo solo tiene que poner la mano. 


Dejemos las cosas claras: el impuesto de sucesiones es un robo. Pero se 
trata de un robo especial, un robo que destaca por encima del resto 
por una sencilla razón: es tremendamente inmoral. Es un impuesto a 
la muerte, un impuesto a la última voluntad de una persona, a su 
legado. Se gravan los mismos bienes generación tras generación y, en 
ocasiones como la de Javier, de manera confiscatoria. Quizá sea el 
tributo más injusto que existe hoy en día y el que cuente con menos 
popularidad. En general, toca afrontarlo en el peor momento posible, 
tras el fallecimiento de un familiar o conocido, y ha desencadenado 
auténticos dramas en familias que han visto cómo el patrimonio de los 
suyos se lo tragaba la burocracia política. Es donde observamos de la 
manera más directa posible la voracidad del sistema. 


El impuesto a la herencia existe desde hace más de 2.000 años. Sí, 
como lo oyes. Parece ser que fue el emperador romano Augusto el que 
estableció, mediante la lex lulia, un tributo que gravaba con un 5% lo 
que heredaba la gente. Se justificó con el argumento de que había que 
mantener a las tropas, las cuales defendían a la ciudadanía. Por lo 
visto, el discurso caló, ya que, dos milenios después, el peaje a la 
muerte sigue vigente en muchos lugares. 


Hablamos de un tributo que siempre ha gustado a los poderes políticos 
de cualquier color. Hoy se trata de un impuesto con el que todo el 
mundo trinca: los ayuntamientos, por las plusvalías; las comunidades 
autónomas, por el propio impuesto de sucesiones, y el Estado central 
—<que, pase lo que pase, siempre come—, junto con las comunidades 
autónomas (sí, otra vez), vía IRPF en determinados casos. No solo es 
una cuestión promovida por los aduladores del engrosamiento del 
Estado, sino que, inexplicablemente, existe una parte de la sociedad 
que lo ve con buenos ojos. Los motivos que esgrimen los defensores de 


este saqueo son diferentes, y voy a ir desmontándolos parte por parte. 


«NO HA HECHO NADA PARA MERECER ESE DINERO» 


Uno de los argumentos estrella que utilizan los simpatizantes de este 
impuesto son la falta de meritocracia que conlleva heredar bienes. 
Sostienen que heredar es contrario a la cultura del esfuerzo y que 
limita la posibilidad de prosperar en las personas que no tienen esa 
suerte, al no poder competir en igualdad de condiciones. Pero 
pensemos un segundo: ¿arrebatar una parte del legado de una persona 
convierte a la sociedad en más meritocrática? Para saberlo, supongo 
que hay que hacerse más preguntas: ¿cómo se mide el mérito? 
Complicado, ¿eh? 


Claro, al fijarnos solo en lo tangible, es decir, en la cantidad que 
recibe el legatario, entendemos que, si una persona es favorecida por 
recibir una cuantiosa suma de dinero o propiedades, los que no 
reciben nada pueden partir con menos ventaja. Pero ¿qué pasa con lo 
que no es objetivable? Es decir, con los aspectos intangibles. ¿Cómo se 
mide el esfuerzo de un padre al montar una empresa con el único 
propósito de crear un futuro mejor para sus hijos? ¿Y los años de 
sacrificio ahorrador para asegurarles un mañana a los descendientes? 
Si queremos ser meritocráticos, ese padre se merece que sus hijos 
reciban más que los de otro hombre que no se haya preocupado por 
dejarles una herencia favorable, ¿no? 


En ocasiones es cierto que el heredero no ha realizado esfuerzo alguno 
para merecer el legado, pero, de igual manera, podemos afirmar que 
la persona que deja la herencia sí que ha hecho méritos de sobra para 
que se cumpla su última voluntad. Además, el argumento de la 
meritocracia es susceptible de debatirse única y exclusivamente en el 
caso de las grandes herencias en el seno de familias muy ricas (y 
tampoco). Sin embargo, donde no existe discusión alguna es cuando se 
trata de gente corriente, desde la clase baja hasta la media alta. No 
creo que ninguna cabeza libre de sectarismo ideológico defienda que 
una persona con un poder adquisitivo promedio se vea obligada a 
malvender una propiedad que recibe en herencia para pagar los 
tributos que le requiere el fisco. 


Curiosamente, los que apelan a la meritocracia para defender este 


impuesto no están de acuerdo con reducir los impuestos al trabajo 
(IRPF) o con generar algún incentivo para los que más dinero se 
embolsan fruto de su empleo. Me explico: los que más ganan suelen 
hacerlo porque trabajan más o porque tienen mejores ideas (por lo 
que se merecen un salario mayor). Sin embargo, en estos episodios no 
se recurre a la meritocracia para reducir su carga impositiva o aplicar 
algún beneficio. Por otro lado, muchos meritócratas son los mismos 
que promueven ideas tan ridículas como las herencias universales, 
algo que veremos más adelante. 


«RECAUDARLO ES LO MEJOR PARA REDISTRIBUIR LA RIQUEZA» 


Y, bueno, qué se puede decir de los que creen que este impuesto sirve 
para redistribuir la riqueza... Menudos mentirosos. Solo hace falta 
echar un vistazo al dinero que nos roban para desmontar este 
argumento. Mira, en el año 2021, lo que se ingresó por robarles a las 
familias lo que les pertenece supuso algo más de 3.000 millones de 
euros, un 0,25% del PIB español. ¿Cómo te quedas? Y eso que fue año 
récord de recaudación, ya que lo normal es que los ingresos no 
superen los 2.500 millones. Obviamente, para personas corrientes 
como tú y como yo, es una cantidad de dinero abismal, pero a gran 
escala no representa nada significativo en comparación con el daño 
que causa. Es bastante menos que el presupuesto para 2023 del 
Ministerio de Derechos Sociales y Agenda 2030: se come casi 5.400 
millones, por darte un ejemplo que te pondrá de mala leche. 


Si contrastamos lo que genera este gravamen con las grandes figuras 
recaudatorias, como el IVA o el IRPF, observamos que no existe una 
base argumental sólida que sostenga la necesidad de seguir 
cometiendo semejante latrocinio en pro del bien común. No es una 
cantidad lo suficientemente relevante para que decenas de miles de 
familias se hayan visto despojadas de los últimos recuerdos de sus 
parientes. Suficientes impuestos pagamos ya. Lo que se esconde detrás 
es un motivo ideológico claro, lleno de resentimiento y envidia al rico. 
Y pongo la palabra rico en cursiva porque dan ganas de descojonarse 
cuando escuchas este argumento a economistas de pacotilla que 
consideran ricos a personas de clase media. ¿Acaso son Javier y su tío 
Ignacio personas ricas? ¿Ser rico es tener dos propiedades y algo de 
dinero en el banco después de haber pasado 40 años partiéndose el 
lomo a trabajar? ¿Ser rico es poseer una casa de 600.000 euros? 


El famoso lo pagan los ricos también les sirve en estas situaciones. Y, 
aunque es cierto que los verdaderamente adinerados lo pagan, hay 
una gran parte de este impuesto que se esquiva gracias a la capacidad 
que estos tienen para crear sociedades instrumentales —la famosa 
ingeniería fiscal — para minimizar el impacto, algo que, por supuesto, 
las familias con menos recursos no pueden hacer. Aunque también te 
digo, si de verdad crees que tener dos casas o un patrimonio de más 


de 1 millón de euros significa ser muy rico, estamos manejando dos 
esquemas muy distintos. 


MOTIVOS PARA ACABAR CON EL IMPUESTO A LA MUERTE 


Llegados a este punto, y después de todo lo que has leído, creo que no 
es necesario seguir dando motivos, pero, aun así, existen más. 


1. DESINCENTIVA EL AHORRO 


Cuando penalizas las herencias, penalizas la acumulación de bienes y 
de capital. Es pura lógica: si, al ir a ceder tus posesiones, una gran 
parte se la lleva el Estado —incluso puede darse el caso de que tus 
herederos tengan que rechazar tu patrimonio—, ¿para qué hacerlo? 


También fracciona el capital empresarial cuando se producen 
transmisiones entre generaciones. Si hablamos del impuesto de 
sucesiones, a menudo se nos viene a la mente el caso de propiedades o 
de dinero, pero también existen las herencias empresariales. Este 
tributo puede ser muy perjudicial para las pequeñas y medianas 
empresas y los negocios familiares, ya que el pago del impuesto 
dificulta su supervivencia y fuerza a la venta de una parte del negocio 
o de su totalidad. 


El ahorro es uno de los motivos clave de la prosperidad económica, 
penalizarlo es dispararse a los pies. 


2. LA DOBLE IMPOSICIÓN 


No hay que desarrollar mucho este punto: te pasas toda la vida 
pagando multitud de impuestos por tus bienes, para que luego haya 
que pagar otra vez por dejárselo a tu familia. 


Algunos argumentan que el impuesto de sucesiones no es una doble 
imposición porque el hecho imponible es distinto. Lo explico en 
cristiano con un ejemplo: cuando ganas dinero, pagas impuesto sobre 
la renta (IRPF); cuando lo gastas, vuelves a pagar un impuesto al 
consumo (IVA). Estás pagando dos veces por el mismo dinero, pero, 
como el hecho imponible es distinto (una cosa es ganar dinero y otra 
gastarlo), no existe doble imposición. De la misma manera, cuando tú 
le transmites tu propiedad a otra persona, por mucho que hayas 
pagado por ella, debes pagar de nuevo. 


Gilipolleces. Solo es una trampa más para justificar el impuesto y 
convertirlo en algo legal, ya que la Constitución establece que no 
puede existir la doble imposición. Así, el sistema permite que este 
robo se perpetúe al amparo de la ley. 


3. ES UN IMPUESTO MUY PRESENTE 


«El impuesto de sucesiones es residual en España», dicen algunos. Los 
cojones. Perdón por el taco, es que me caliento con el tema. Es cierto 
que en los últimos años se ha conseguido reducir mucho porque las 
comunidades autónomas han introducido bonificaciones que alivian la 
carga a los herederos. Pero hemos de recordar que se aplican 
únicamente entre familiares directos (de padres a hijos). El resto de 
grados de parentesco continúan tributando a un porcentaje altísimo. 
Además, estos cambios no han sido con carácter retroactivo, ¿cuántos 
miles de familias han sido perjudicadas? ¿Cuántas han sido 
expoliadas? ¿Cuántas han sido arruinadas? 


Un recuerdo desde aquí a todos los afectados por este tirano sistema. 


4. ES UNA SALVAJADA CUANDO NO SE TRATA DE FAMILIARES DE 
PRIMER GRADO 


Te voy a poner tres ejemplitos con los que vas a flipar: 


* Imagina que vives en Asturias y le dejas en herencia a tu primo una 
casa de 1 millón de euros. ¿Sabes cuánto pagaría? 629.600 euros, un 
63%. 


* Imagina que vives en Murcia y le dejas a tu amigo de la infancia, que 
te ha cuidado y querido más que nadie y al que tratas como a un 
hermano, un patrimonio de 3 millones de euros. ¿Sabes cuánto 
pagaría? 2.148.000 euros, un 72%. 


* Imagina que vives en La Rioja y le dejas a tu hermana una casa de 1 
millón de euros. ¿Sabes cuánto pagaría? 475.500 euros, un 48%. 


¿Es que un primo, un hermano o un amigo es menos familia? 


CUANDO LAS COSAS VAN MAL, RECUERDA QUE PODRÍAN IR PEOR 


¿Te suena lo de Plan España 20507? Se trata de un plan de acción 
diseñado por el Partido Socialista Obrero Español, publicado en mayo 
del año 2021, donde se establecen una serie de medidas para la 
España del futuro. Son 678 hojas con propuestas para solucionar 
nueve grandes desafíos a los que el país se debe enfrentar en los 
próximos años, con el objetivo de consolidarse como uno de los más 
avanzados del mundo. Uno de ellos, cómo no, es el de reducir la 
desigualdad y la pobreza. 


Para lograrlo, plantean la creación de una herencia pública universal. 
Se trata de una herramienta que, sin dar mucho detalle, establece que 
los jóvenes, llegados a cierta edad, reciban un dinero del Estado. El 
dinero será obtenido previamente de arrebatar las herencias a 
personas fallecidas, y se repartirá de manera igualitaria para que 
quienes lo reciban puedan —y la cita es textual — «adquirir la primera 
vivienda, financiar la creación de un negocio o completar la 
formación». Como ves, las intenciones están claras, al menos van de 
frente. De hecho, durante la última campaña electoral de 2023, oímos 
a ciertos representantes públicos mencionar este tipo de medidas sin 
ningún tipo de vergiienza. Veinte mil euros al cumplir 18 años 
sufragados por los más más ricos. Vuelvo a repetir la pregunta: ¿me 
dices cuál es el incentivo de ahorrar e invertir durante toda tu vida si 
no puedes dejarles a las personas que amas el resultado de años de 
esfuerzo y trabajo? ¿Dónde queda el rollo de la meritocracia ahora? 


«Oye Javi..., ¿qué necesidad tienes de meternos este miedo en el 
cuerpo?». Tengo la necesidad de concienciar. Nosotros, los 
ciudadanos, somos los únicos que podemos parar esto. De hecho, 
mirando el lado positivo, considero que los que pensamos que esta 
práctica es una injusticia que debe extinguirse estamos ganando la 
batalla. Incluso un sector relevante de la clase política admite que el 
impuesto ha quedado deslegitimado gracias a la cada vez más intensa 
movilización de la sociedad. Las plataformas de afectados han 
ayudado mucho a mostrar la realidad que han padecido (y padecen) 
miles de familias por la extrema voracidad y codicia de las 
Administraciones, al enseñar su naturaleza ladrona. 


El movimiento surte efecto, pero queda mucho por hacer. Por eso es 
tan importante que estemos al loro de este tipo de cuestiones, ya que 
somos los únicos capaces de frenar semejantes disparates. Hablamos 
de un asunto de justicia, que no se nos olvide. 


PÍLDORA 5 


LOS 17 REINOS DE TAIFAS 


En España, cada año se produce un fenómeno peculiar y 
desconcertante, que suele ser noticia destacada en el telediario y caer 
en el olvido al día siguiente. Durante los meses de mayo y junio, 
cientos de miles de estudiantes se enfrentan a un momento crucial que 
probablemente determinará su futuro: la prueba de acceso a la 
universidad. Sin embargo, lo relevante no es el evento en sí, sino la 
disparidad en los requisitos del examen entre las 17 comunidades 
autónomas del país. A pesar de la diferencia en los contenidos y la 
dificultad de la prueba, todos los alumnos compiten entre sí por 
conseguir una plaza en las mismas universidades, lo que genera un 
tenso debate en el que las palabras injusticia y privilegio significan 
una cosa u otra en función del punto de vista. 


Este acontecimiento, a menudo objeto de críticas más que de elogios, 
se origina en el hecho de que, aunque el Estado central establece 
directrices mínimas que los alumnos deben cumplir para aprobar, no 
determina de manera directa las preguntas del examen. Sucede así 
porque las competencias educativas en nuestro sistema no recaen en el 
Gobierno central, sino que se comparten con las comunidades 
autónomas. 


En numerosas ocasiones, la división territorial de nuestro país 
desencadena situaciones que, a priori, parecen carentes de lógica y 
sentido común. Si bien este ejemplo de la selectividad es solo una 
anécdota que no representa un problema grave del que preocuparse, 
sirve para introducir la reflexión sobre uno de los principios 
fundamentales de las sociedades sanas y justas: la descentralización. 


Es indudable que en España no somos del todo iguales. Vivir en 
Cartagena no es lo mismo que hacerlo en Santa Cruz de Tenerife, y no 
solo por cómo se celebran la Semana Santa y el carnaval en un sitio y 
en otro, sino por muchas otras cuestiones, como la educación, la 
atención sanitaria o la fiscalidad. Aunque contamos con un Gobierno 


central, el peso de nuestra región, nuestra provincia e incluso nuestro 
municipio es de gran relevancia. Tranquilo, no te pienso soltar un 
rollo sobre cómo está estructurado el país ni tampoco te aburriré con 
la burocracia y sus complejos laberintos, pero sí quiero hablarte de la 
importancia de tener una organización política lo más descentralizada 
posible. 


Cuando reflexionamos sobre las diferencias entre los ciudadanos de un 
mismo país debido a las distintas políticas de gobierno del lugar 
donde residen, es frecuente que nos vengan a la mente situaciones 
negativas que evidencian la desigualdad entre ellos. La realidad es que 
ejemplos como el anterior son solo la punta del iceberg del enorme 
problema que existe hoy en día con las regiones. De hecho, es 
necesario señalar que, si bien defiendo la descentralización como 
principio fundamental del pensamiento liberal, eso no implica una 
justificación o legitimación del absoluto desastre en el que se han 
convertido las comunidades autónomas. El nido de corruptelas, 
duplicidades administrativas, chiringuitos y despilfarro de recursos 
públicos es, sin duda, innegable. La existencia de solapamientos 
burocráticos entre el Gobierno central y las autonomías ha generado 
un tragadero de dinero inadmisible, donde encontramos estructuras 
paralelas y competencias superpuestas que dificultan la eficiencia en 
la gestión. 


Sin embargo, a pesar de ser conscientes de que el problema existe y de 
que abordarlo es una tarea que tenemos pendiente, me siento en la 
obligación de negar la mayor y romper una lanza a favor de su 
existencia. No por su funcionamiento, que, como hemos dicho, es muy 
deficiente, sino por el concepto que representa, que, de hecho, se 
queda corto. 


CONTRA EL MODELO TOTALITARIO 


Vayamos por partes: ¿por qué he entrelazado el tema de las 
comunidades autónomas con el concepto de descentralización? La 
razón es clara: las comunidades autónomas son el muro de contención 
que dificulta que los anhelos del poderoso Estado central se impongan 
sin restricciones. 


Todo régimen totalitario está fuertemente marcado por su búsqueda 
incesante de poder absoluto. Eliminar los entes involucrados en la 
actividad política y social que ofrecen otro tipo de opciones resulta 
primordial para alcanzar el control, ya que, si quieres el monopolio de 
algo, necesitas acabar con la competencia. Este fenómeno nos hemos 
cansado de verlo a lo largo de la historia, incluso en la actualidad lo 
encontramos en algunas partes del mundo, con las peores tiranías al 
frente. Por esta razón, de la misma forma que la separación de poderes 
es básica de cara a garantizar la supervisión y la independencia de las 
funciones estatales, la descentralización política pone freno al riesgo 
inherente al poder central. 


La descentralización implica la transferencia de poder y autonomía a 
escala regional o local, lo cual tiene como objetivo impedir que el 
poder de unos pocos caiga sobre el resto de la sociedad. Las 
comunidades autónomas desempeñan un papel fundamental como 
salvaguardia de los intereses y los derechos de las zonas que las 
conforman. Actúan como una barrera protectora que garantiza que el 
poder central no pueda ejercer su autoridad de forma arbitraria y 
unilateral. En este sentido, la descentralización se convierte en una 
herramienta esencial para evitar la concentración excesiva de poder y 
para mantener un equilibrio entre las diversas entidades territoriales. 
Al distribuir las competencias y las responsabilidades entre el 
Gobierno central y las autonomías, se evita que intereses particulares 
se impongan sobre el conjunto de la sociedad. 


Que figuras locales tengan capacidad para decidir sus propios marcos 
normativos a pesar de estar dentro de un mismo Estado les permite 
generar competencia entre ellas, con el objetivo de atraer a la 
población del resto de los territorios vecinos o, al menos, no perder la 


suya. Este fenómeno se entiende y se visualiza mejor cuando lo 
extrapolamos al conjunto del país. El famoso voto con los pies es 
mucho más factible cuando la cultura, la distancia o el idioma son casi 
iguales en un sitio y en otro. Es decir, no es lo mismo migrar de 
Barcelona a Madrid que de Barcelona a Luxemburgo, lógicamente. En 
este contexto, los Gobiernos locales se esforzarán por mejorar los 
servicios públicos y por facilitar oportunidades para el desarrollo de 
los proyectos de vida privados, con el objeto de destacar sobre el 
resto. La competencia económica y social, en última instancia, 
beneficia al ciudadano. 


Esta competitividad la hemos visto en España en distintas ocasiones, 
como ocurre, por ejemplo, con el impuesto de sucesiones y 
donaciones, en los que son las comunidades autónomas las encargadas 
de establecer las bonificaciones aplicadas. Andalucía fue durante 
muchos años un infierno para el heredero, lo que resultó en un éxodo 
masivo de ciudadanos hacia Madrid y, como consecuencia, en una 
notable reducción de dicho impuesto en la región. También lo hemos 
visto con la fuga de empresas en Cataluña debido a la inestabilidad 
política e institucional, sumada a la elevada carga fiscal con respecto a 
otras comunidades. La disparidad entre territorios ha acabado siendo 
una vía de escape para aquellos que se ven atrapados ante lo que 
consideran injusto o que, simplemente, buscan residir en un lugar que 
se adapte mejor a sus necesidades. Si ponemos la mirada en el 
exterior, también encontramos países cuyo éxito viene precedido en 
gran parte por su sistema de gobierno descentralizado, como es el caso 
de los cantones suizos, los lánder alemanes o los Estados Unidos, por 
ejemplo. Por el contrario, todas las tiranías autocráticas se componen 
de un Estado central fuerte y unificado. 


Por otro lado, la descentralización política, al otorgar mayor 
autonomía a las entidades locales, no solo distribuye el poder de 
manera más equitativa, sino que consigue acercar la toma de 
decisiones a la gente. La proximidad y la involucración ciudadana 
activa y directa en la toma de decisiones permite que los problemas de 
los habitantes de cada territorio se solucionen con mayor facilidad. Si 
las comunidades políticas son reducidas, es más sencillo que los 
políticos entiendan bien las necesidades de sus contribuyentes, lo que 
genera sintonía con la realidad del pueblo y fomenta que las 
iniciativas tengan fundamento, sentido y precisión, cosa que, por 
desgracia, pocas veces se observa en los grandes mandatarios. 


LA DESCENTRALIZACIÓN COMO HERRAMIENTA CONTRA LA 
CORRUPCIÓN 


Que los políticos nos roban lo tenemos tan interiorizado que en 
ocasiones ya lo tratamos como algo intrínseco de nuestro país, como 
algo que seguirá ocurriendo hagamos lo que hagamos, esté quien esté 
al mando. Y, ante esto, una de las preguntas que más me han repetido 
en estos años es cómo podemos acabar con la corrupción. La respuesta 
es difícil. Sinceramente, creo que eliminar la corrupción política solo 
es posible cambiando la moral del pueblo. La picaresca propia de los 
españoles, tan buena para unas cosas y tan mala para otras, me lleva a 
creer que es imposible que desaparezca este mal endémico, pero sí 
pienso que se le pueden poner más límites mediante la fiscalización 
del poder político. 


Contéstame a una cosa: entre un político al que conoces, tratas, ves y 
con el que interactúas y uno que no sabe ni cómo te llamas, ¿cuál de 
los dos es más fácil que te engañe, te manipule y te robe? 


Imaginemos un pequeño pueblo donde todos los habitantes se conocen 
entre sí. En este entorno cercano, los vínculos sociales y las 
interacciones personales son más estrechos. En consecuencia, el 
alcalde, como figura local de autoridad, se encuentra constantemente 
expuesto al escrutinio de los ciudadanos: los vecinos conocen a su 
alcalde y mantienen una relación directa con él, lo que crea un 
ambiente de mayor transparencia y rendición de cuentas. Si el alcalde 
de este pueblo intenta llevar a cabo acciones corruptas, como, por 
ejemplo, malversar dinero público, sus actos no pasarán 
desapercibidos en la comunidad. Los ciudadanos estarán más 
pendientes de detectar anomalías, de cuestionar las decisiones y, sobre 
todo, de exigir explicaciones. 


La proximidad entre los gobernantes y los gobernados en un entorno 
local estrecho actúa como un mecanismo natural de supervisión, pues 
dificulta la impunidad y la consolidación de prácticas corruptas. Por el 
contrario, en el ámbito de la política nacional o incluso autonómica, la 
distancia entre los líderes y los ciudadanos es mucho mayor. Los 
políticos de alto nivel a menudo se encuentran en una posición más 


alejada y menos accesible para el público en general. Esta distancia 
física y emocional genera un mayor grado de opacidad y entorpece el 
control ciudadano sobre sus acciones. 


Una mayor participación, vigilancia y fiscalización en lo respectivo a 
los asuntos públicos que les afectan directamente es crucial para evitar 
las corruptelas del político. La descentralización proporciona un 
sistema de contrapesos y equilibrios, impide que el poder político se 
concentre en unas pocas manos y brinda más oportunidades para 
detectar y prevenir la corrupción. Ya sé lo que me vas a replicar: 
«Javi, todo esto que me cuentas está genial, pero la realidad es que las 
comunidades autónomas, incluidas sus provincias y municipios, no se 
acercan ni por asomo a lo que estás diciendo». 


Por supuesto, el modelo autonómico español no es precisamente un 
buen ejemplo del objetivo buscado, y es acertado señalar que esta 
fragmentación no solo ha provocado un mayor enjambre burocrático 
en multitud de territorios, sino que, además, ha servido como caldo de 
cultivo para la corrupción. De hecho, fue la comunidad autónoma de 
Andalucía, encabezada por el Partido Socialista Obrero Español, la que 
generó el mayor caso de corrupción de la historia democrática y uno 
de los más grandes de Europa (los ERE). Pero también es importante 
destacar que la culpa de que se produzcan estas situaciones no es de la 
descentralización, sino de la falta de ella. 


Si bien es cierto que las comunidades autónomas generan ciertos 
contrapesos ante el poder central y que gran parte de las decisiones 
sobre el modo de aplicar los servicios públicos dependen 
fundamentalmente de ellas, para conseguir los beneficios antes 
mencionados, se necesita que la descentralización sea real. ¿Qué 
quiere decir esto? Te lo explico. Por ejemplo, no se puede pretender 
que los territorios se gestionen de manera independiente si la 
financiación que reciben depende de los tratos establecidos y 
negociados con el poder central. Y es que, a pesar de que gran parte 
de los ingresos los recaudan las autonomías, la inmensa mayoría de 
ese dinero es entregado al Gobierno central, que lo distribuye a 
continuación con el criterio que mejor le convenga. Esto genera 
desigualdades, crea conflictos territoriales, chantajes e impide la libre 
competencia. El control de los ingresos y de los gastos de una zona 
debería ser independiente del resto para que la autonomía de esta sea 
real. 


Insisto: el fracaso de las autonomías en España no es un problema de 
descentralización, sino un desastre en su concepción, gestión, 
financiación y composición. De hecho, uno de los motivos más 
populares por los que se critica el Estado de las autonomías es la 
influencia desproporcionada que ejercen algunas comunidades sobre 
el resto del país. Pero volvemos a lo mismo: si admitimos que hay 
territorios que se imponen ante otros, se evidencia la falta de 
independencia. 


Las teorías centralistas, que defienden la concentración de 
competencias esenciales en manos del poder central, pueden sonar 
bien y parecer una solución lógica y sencilla para abordar los 
evidentes problemas actuales; sin embargo, no son otra cosa que 
cantos de sirena. En contraposición a estas ideas, es necesario abogar 
por un sistema descentralizado real y efectivo, que vaya más allá del 
modelo autonómico. No se trata simplemente de otorgar competencias 
limitadas a las regiones, sino de establecer un sistema en el cual cada 
entidad local tenga un mayor control sobre sus asuntos internos y 
pueda tomar decisiones de manera autónoma. Debemos centrarnos en 
construir un auténtico sistema descentralizado que responda a los 
principios del Estado mínimo. Esto implica reducir la intervención del 
Gobierno central en los asuntos provinciales o municipales y promover 
la autonomía de las entidades subnacionales. La descentralización 
plena no se limita a la mera creación de autonomías, sino que implica 
una redistribución real del poder y los recursos hacia los niveles 
locales. 


Señores, señoras, menos centralismo y más independencia, menos 
estatismo y más libertad. 


6 
Alfredo el pensionista: 


descubriendo el Ponzi estatal 


Desde que era un niño me gusta hablar con mi abuelo. Probablemente 
sea la persona más inteligente que he conocido. Un hombre calmado, 
observador, prudente y bueno. Nunca ha sido de los de mojarse 
mucho cuando se debate sobre algún tema, prefiere escuchar a los 
demás y manifestar su opinión solo si se la piden. Pertenece a esa 
generación de hombres fuertes nacidos durante la posguerra, que con 
27 años ya tenían varios hijos, un techo bajo el que criarlos y las ideas 
bastante claras. Mucho respeto. Y yo, que siempre he sido inquieto, 
nunca pierdo la ocasión de preguntarle acerca de todo lo que se me 
ocurre. Un día me dio por exponerle un tema que me inquietaba: 


— Abuelo, estoy escandalizado. 
—¿Qué ocurre, chato? ¿Ya te has vuelto a indignar por algo? 


—Ni te lo imaginas. Resulta que he estado leyendo un rollo de los 
míos, un informe del Banco de España sobre las pensiones, y me he 
quedado perplejo. Asegura que los jubilados españoles reciben más 
pensión que lo que aportaron mientras trabajaban. ¿Cómo es posible? 


—Yo no diría que reciben más, sino bastante más. 
—¡¿Qué?! 


—Pues que, a ojo, fácilmente me pagan dos veces más de lo que yo 
coticé cuando trabajaba. 


—¿Me estás vacilando? 


—Que no, hombre, que es en serio. Yo recibo bastante más de lo que 
he aportado a la seguridad social. De lejos, vamos. 


—No lo entiendo. Yo creía que, cuando te jubilas, cobras algo 
proporcional a lo que has cotizado durante tus años de trabajador. Es 
decir, si has aportado al sistema, por ejemplo, 100.000 euros, 
recibirás, como mucho, 100.000 euros más algo en intereses, ¿no? 


—Hombre, debería ser algo más para tener en cuenta el aumento del 
coste de vida, pero, sí, sería lo lógico. Pero es que nuestro sistema de 
pensiones no funciona así. Por ejemplo, para calcular la pensión no se 
mira lo que has cotizado a lo largo de toda tu vida, sino únicamente 
los últimos años, algo que es muy beneficioso para el pensionista, ya 
que son los años en los que normalmente cobras más debido a la edad 
y a la experiencia. 


—Pero, a ver, abuelo, empecemos por el principio, que yo lo entienda: 
¿tú cuánto cobras de pensión? 


—Pues con la última subida..., unos 3.000 euros brutos al mes, con 
dos pagas extra. 


—Vale, y me estás diciendo que ese dinero que llevas recibiendo todos 
estos años, en total, es mucho más que lo que tú aportaste al sistema 
en su momento, ¿es así? 


—Que sí. 


—¡Es que no lo entiendo! Tú naciste en 1939 y empezaste a trabajar a 
los 22, ¿es correcto? 


—SÍí, empecé a trabajar en el año 1961, con 22 añitos. Quién los 
pillara. 


—¿Y cuánto cobrabas, te acuerdas? 

—Pues, más o menos, 140.000 pesetas al año. 
—Abuelo, me pierdo. 

—Al cambio serían unos 850 euros, ¿qué te parece? 


—Hombre, hoy en día es una miseria. 


—Eran otros tiempos, chato, pero nos daba, ¡¿eh?! 


—Cómo cambian las cosas en apenas unos años... Bueno, el caso, 
¿cómo fue evolucionando tu sueldo? 


—Olvídate de eso y atiende, te voy a demostrar de una manera 
sencilla que recibo mucho más de lo que aporté en su momento. Como 
te he dicho, empecé a trabajar siendo muy joven y coticé durante 40 
años, por lo que, al jubilarme, tenía derecho a recibir el cien por cien 
de la pensión. Fue a mediados de 2004, después de cumplir 65. Por 
aquel entonces, para calcular el importe que recibiría de pensión, solo 
se observaban los últimos 15 años trabajados. Es decir, para calcular 
la base de mi pensión, se tuvieron en cuenta como base de cotización 
únicamente mis últimos 15 años cotizados, por lo que da igual lo que 
cobrara en mis primeros años, no es algo relevante. 


—Espera un momento: ¿da igual que en tus primeros años hayas 
cotizado muy poco? ¿No se tiene en cuenta ningún año anterior? 


—No, da igual que hayas cotizado mucho o poco, los años anteriores 
dan igual. Calla y escucha: Bien, como mis últimos 15 sueldos anuales 
fueron de 35.000 euros, y como he dicho antes, tenía derecho al cien 
por cien, la pensión a la que accedí fue de unos 2.500 euros al mes en 
14 pagas, o lo que es lo mismo, 35.000 euros al año —continúa mi 
abuelo—. Ten en cuenta que esta cifra se ha ido revalorizando debido 
al incremento del coste de vida, por eso actualmente cobro una 
cantidad superior. Pero, ya que lo que quiero es demostrarte que 
recibo más de lo que aporté al sistema, supongamos que siempre he 
cobrado lo mismo. Si llevo 19 años jubilado, el total acumulado en 
este tiempo es de... 


Entonces, abre la calculadora del teléfono móvil: 


19 años x 35.000 € = 665.000 € 


—Bien, ya te haces más o menos a la idea del dinero que me han 
pagado desde que no trabajo. ¿Lo has entendido? 


—Sí, está claro. Ahora hay que calcular cuánto dinero has aportado al 
sistema para tu jubilación. 


—Efectivamente. Hagamos números gordos: como ya te he dicho, mis 
primeros sueldos no son comparables con las cifras que se dan ahora, 
y el sistema de cotización era muy diferente. Por otro lado, mi último 
sueldo fue de 35.000 euros. Por lo tanto, digamos que, de media, y 
siendo muy pero que muy generosos, he cobrado unos 28.000 euros 
cada año. ¿Vale? 


—Vale. 


—Pues, mira, aproximadamente, cada año aportaba a la seguridad 
social para mi pensión un 25% de esos 28.000 €. Realmente ha sido 
menos, ya que en mis primeros años de trabajador pagaba muy pocos 
impuestos y también cobraba mucho menos, pero pongámonos en una 
situación límite. Si he trabajado 40 años, eso supondría que he 
aportado aproximadamente 280.000 euros a la seguridad social, 
¿estamos? 


Vuelve a tirar de calculadora: 


40 años x 28.000 € x 0,25 = 280.000 € 


—-Pero..., pero... 
—¿Qué, te has quedado mudo, chaval? 


—¡Pero si es menos de la mitad de lo que has recibido, abuelo! Y eso 
que aún te quedan muchos años de pensionista y que hemos hecho 
unos cálculos muy generosos. 


—¿Ves? ¿Cuándo te he mentido yo? 


—Es que no puedo entender que la pensión que cobras sea tan alta, si 
hubo años en los que apenas cotizabas. 


—-Claro, es que, según lo establecido en el sistema, para calcular mi 
pensión solo se tiene en cuenta lo que yo cobré en mis últimos años en 


activo. 
—Entonces... ¡Esto es igual que un sistema Ponzi! 
—Explícate. 


—Para empezar, eso que repiten tanto los políticos de que «debes 
pagar impuestos para que en el futuro tengas una pensión» es mentira. 
El dinero que pagamos hoy no se guarda en una hucha para que nos lo 
devuelvan en el futuro, sino que se utiliza para abonar a los 
pensionistas actuales. Por tanto, no está garantizado que a ti te vayan 
a pagar pensión el día de mañana. Ese es un componente fundamental 
de un esquema Ponzi: el dinero de los que entran en el sistema sirve 
para pagar a los que ya están dentro. 


—Ja, ja, ja, la verdad es que es tremendo... 


—Por otro lado, un Ponzi requiere que constantemente entre gente 
nueva en la estafa. Esto también ocurre en el sistema de pensiones, ya 
que, si dejan de entrar nuevos cotizantes, o si entran menos de los 
necesarios, el sistema colapsa. ¿Qué pasará si hay muchos pensionistas 
y pocos trabajadores en el futuro? 


—Claro, ¿por qué te crees que preocupa tanto que los jóvenes de hoy 
apenas tengan hijos? 


—Exacto. Pero es que, además, como realmente lo que aportas no es 

para ti, sino que es para pagar la jubilación de otro, no puedes retirar 
el dinero cuando quieras. Tienes que confiar en que alguien te pague 
la pensión al jubilarte. ¿Sabes qué pasa en un Ponzi cuando todos los 
inversores deciden retirar el dinero? Que colapsa. 


—Si lo analizas bien, es peor aún que una estafa piramidal. En una 
estafa piramidal tú participas voluntariamente; en el sistema de 
pensiones español entras obligado y no puedes salir. 


—¿Y si te mueres antes de cobrar pensión? Todo ese dinero que 
supuestamente ibas a recibir... 


—Se lo queda el Estado, chato. A no ser que dejes a alguien a tu cargo 
que reciba una pensión de viudedad u orfandad... 


—Puf, ¡pero esto estallará por algún lado tarde o temprano, abuelo! 


—¿Por qué crees que tanto tu abuela como yo te hemos hablado 
siempre de la importancia que tienen el ahorro y la planificación? 
Chato, este cachondeo está cerca de acabarse. 


LA GRAN ESTAFA 


Antes de seguir, quiero advertirte de que lo que vas a leer a 
continuación podría llevar perfectamente los dos rombos o el típico 
warning de contenido sensible. Sin embargo, igual que una herida no 
se cura sin dolor, para resolver el problema que se nos viene encima lo 
primero es comprenderlo. 


¿CÓMO FUNCIONA EL SISTEMA DE PENSIONES ESPAÑOL? 


Estoy seguro de que has escuchado alguna vez la frase «niño, trabaja 
mucho, que tienes que pagarme la pensión», ¿verdad? Pues esa es la 
premisa que debemos tener clara para entender el funcionamiento de 
este sistema: lo que cotizas hoy se utiliza para pagar al pensionista de 
hoy, no para pagar tu pensión de mañana. Tal como te lo digo. 


El sistema de pensiones español es un sistema de reparto, es decir, el 
Estado recauda dinero de las personas trabajadoras en activo y lo 
reparte entre los jubilados. Como se mostraba en el ejemplo anterior, 
ni te guardan el dinero que aportas cada mes en una caja fuerte para 
que lo recojas cuando te retires ni mucho menos se invierte para 
conseguir una rentabilidad. Simplemente se traspasa de unas personas 
a otras bajo el criterio que buenamente decida el Gobierno en cada 
momento. 


Lo que digo parece sencillo de entender; sin embargo, a más gente de 
la que imaginas le resulta impactante y novedoso, ya que nos han 
vendido por activa y por pasiva el cuento de la importancia de pagar 
impuestos para recibir pensión en el futuro, aunque sea mentira. Por 
mucho que pagues hoy, no tienes garantizado nada mañana. La 
realidad es que, cuando cotizas, lo único que estás generando de cara 
al día de mañana es una especie de derecho a cobrar una prestación 
de jubilación. Un derecho que puede ser dado... o no, como veremos a 
continuación. 


Durante años, el discurso oficial es el de una estructura que cuida y 
protege a nuestros mayores, pilar fundamental del estado del 
bienestar. Pero a esta manera de funcionar se la suele conocer como 
esquema piramidal, y es es lo que ha permitido que, hasta hace unos 
años, el sistema pareciera funcionar de manera razonable, pero 
también explica por qué en la actualidad es una locomotora cuesta 
abajo y sin frenos. 


¿POR QUÉ LAS PENSIONES NO SON SOSTENIBLES? 


Bien, como hemos visto, el dinero que aportamos cada mes a la 
seguridad social no se utiliza para pagar nuestras pensiones del futuro, 
sino que se usa para pagar las pensiones de los jubilados del presente. 
Por tanto, igual que los pensionistas de hoy dependen de los cotizantes 
de hoy, los pensionistas del futuro dependerán de los cotizantes del 
futuro. Ahora podemos entender por qué el sistema ha dado la 
sensación de rodar perfectamente durante años: los primeros 
pensionistas que se incorporaron a este modelo eran muy pocos 
comparados con la gran masa de trabajadores que les pagaban la 
pensión; además, la esperanza de vida era más baja y no había 
tantísima gente en paro, entre otras cuestiones. 


Comprendido esto, lo que se nos viene a la mente es que, para que un 
sistema así siga siendo sostenible, necesitamos que existan 
trabajadores que aporten, de manera que el flujo de personas que 
dejan de trabajar y pasan a recibir pensión sea compensado con 
nuevas incorporaciones al mercado laboral. Vale, pues este es el 
primer punto para darse cuenta de que estamos bien jodidos. ¿Por 
qué? Atento. 


España se ha convertido en un país de viejos. Así de claro. De hecho, 
si miramos los datos, mientras que en 1960 la edad media era de 29 
años, en 2020 se situó en 44, y se calcula que en 2050 llegará a los 53. 
Actualmente, uno de cada tres españoles tiene 55 años o más; en 
2050, uno de cada tres tendrá 65. Si estos datos no te parecen 
suficientes para aceptar la realidad, te doy más. En 1960 había 
alrededor de dos millones de ciudadanos que superaban los 65 años, 
hoy esa cifra toca los 10 millones. Brutal, ¿eh? 


¿Y esto es una buena noticia? Pues, como siempre, depende. Sin duda, 
que cada vez disfrutemos de una esperanza de vida mayor es algo que 
celebrar; significa que aumenta nuestra calidad de vida, motivo por el 
cual debemos enorgullecernos como sociedad. Pero la otra cara de la 
moneda tiene que ver con su efecto en la economía del país. La cosa es 
que en 1960 la esperanza de vida de los españoles se situaba en los 69 
años; hoy supera los 83, y todo indica que la cifra seguirá subiendo o, 


al menos, se mantendrá, gracias a los enormes avances de la sanidad. 
Que ahora nos muramos más tarde no es el único factor que explica el 
envejecimiento de la sociedad. Existe otra razón muy preocupante, y 
es que cada vez las mujeres tienen menos hijos. La natalidad también 
ha sufrido un cambio agresivo, aunque a la inversa. Si en 1960 la tasa 
de natalidad (número de nacimientos por cada 1.000 habitantes en un 
año) era de casi el 22%, en la actualidad roza el 7%. O si lo queremos 
ver de una manera más impactante: en 1960 las mujeres tenían una 
media de 2,86 hijos, frente al 1,19 de hoy. No solo eso, las que 
deciden tenerlos lo hacen a edades cada vez más avanzadas. 


Todo ha cambiado: nuestros hábitos, nuestras preferencias, el coste y 
el ritmo de la vida, la presencia de la mujer en el mercado laboral... 
Analizar el contexto de 2023 nos ocuparía un capítulo entero, pero 
una de sus consecuencias directas e indiscutibles es que apenas nacen 
niños. Lo habitual es que, como mucho, tengas uno o dos hijos —si es 
que quieres... y puedes—, y eso contribuye de manera decisiva a que 
el país envejezca rápidamente. 


El resultado es lo que yo llamo el gráfico del terror, que no es otra 
cosa que la pirámide poblacional española. Atento: 
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Fuente: Elaboración propia a partir de datos del INE. 


Lo sé, de pirámide tiene poco. Pero analicemos bien el gráfico, porque 
se pueden encontrar cosas muy curiosas. Por ejemplo, si nos fijamos 
en el punto 1, podemos ver que hay un descenso importante del 
número de niños nacidos a principios de los años 40, es decir, durante 
la posguerra, en la que, además, había altas tasas de mortalidad 
infantil. En el punto 2 se aprecia el repunte de personas nacidas justo 
antes de la crisis de 2008, tiempos de bonanza económica. Pero, sin 
duda, lo más llamativo es lo que se indica con el número 3, es decir, el 
pico enorme de la llamada generación del baby boom (conocidos 
como boomers), que son los nacidos entre mediados de los 50 y 
mediados de los 70. 


¿Y por qué lo llamo el gráfico del terror? Porque da explicación a la 
quiebra de la base de nuestro sistema del bienestar. Presta atención a 
lo que te enseño aquí: 
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Fuente: Elaboración propia a partir de datos del INE. 


La primera imagen representa la pirámide poblacional de España a 
comienzos de los años 60; la segunda es la previsión de cómo será en 
2045. ¿Ves ahora la pirámide? ¿Ves cómo se invierte? ¿Te asusta? 


Claro, cuando la base de la pirámide —es decir, las personas jóvenes 
que trabajan y aportan a la seguridad social — es más ancha que la 
parte superior —las personas mayores que reciben pensiones—, el 
sistema funciona. Pero ¿qué ocurrirá si la pirámide se invierte? ¿Se 
sostendrá? 


Otro punto para analizar la viabilidad del sistema es comprobar si es 
económicamente factible, y para eso debemos poner el foco en el 
dinerito. ¿Cómo estamos? ¿Nos salen las cuentas? La respuesta es que 
sí, las cuentas salen, pero en un color rojo infierno. Mira, no hace falta 
entrar en enredos de números para darse cuenta de la realidad que 
comento. Por ejemplo, para el año 2023, la partida de gasto en 
pensiones se ha establecido en más de 190.000 millones de euros. ¿Es 
mucho o es poco? La respuesta, como siempre, es que depende. 
Centrémonos primero en cuánto hemos gastado en pensiones en los 
últimos años: 
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Este incremento gradual tiene lógica: si cada vez hay más gente a la 
que pagarle pensión y cada vez se paga más cantidad de pensión, es 
normal que el gasto suba. Ah, espera, ¿que no te había dicho que las 
pensiones suben cada año? Perdona. Sí, las pensiones suben debido a 
que el coste de la vida también lo hace. La decisión sobre qué 
porcentaje se incrementa la toma el Gobierno de turno: unos años ha 
sido del 2,5%; otros, del 0,25%. Actualmente las pensiones están 
indexadas en el IPC anual, por lo que crecen lo mismo que el IPC. En 
2023 se ha llegado al récord absoluto del 8,5%, debido a la inflación 
galopante que sufrimos, la mayor subida del gasto en pensiones de la 
historia. 


Está muy bien tener en cuenta el dato del gasto, pero, para saber si un 
gasto es asumible, debemos comprobar si hay dinero con el que 
pagarlo. Y es aquí donde toca asustarse un poquito. Bienvenido al 
conocido como agujero de la seguridad social. Desde que estalló la 
crisis financiera de 2008, vivimos en un constante número rojo que se 
abulta sin remedio, y ya llevamos más de una década cerrando los 
presupuestos en negativo. Son demasiados años gastando más de lo 
que ingresamos, y parece que la factura se la quieren cargar a los 
jóvenes que queden en España en el futuro. 


Dirás: «Oye, Javi, ¿y la hucha de las pensiones dónde está?». 


Ay, querido, eso me pregunto yo. Presta atención al grafiquito que 
aparece a continuación, que representa la evolución de la deuda de la 
seguridad social en la Administración pública desde principios del 
siglo XXI hasta nuestros días. 
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Fuente: Elaboración propia a partir de los datos del Banco de España. 


Antes te he recordado que llevamos en un constante déficit financiero 
desde la crisis del ladrillo, ¿verdad? Entonces, ¿por qué no aumenta la 
deuda hasta el año 2017? Pues, porque para hacer frente a todos los 
pagos que tenía el Estado, se decidió vaciar la famosa hucha de las 
pensiones. O, dicho de otro modo, en lugar de endeudarnos, fuimos 
tirando de ahorros. Sin embargo, cuando se acabó la pasta, hubo que 
recurrir a emitir deuda para hacer frente a todos los gastos, y, desde 
entonces, no levantamos cabeza. No existe actualmente una hucha de 
las pensiones capaz de soportar la carga del sistema. 


«Javi, entonces, ¿las pensiones aguantan gracias a que nos 
endeudamos?». Sí, amigo, y de qué manera. 


La deuda, que muchos se toman a cachondeo como si fuera un ente 
extraño ajeno a nosotros, es lo que ha permitido que el sistema 
funcione este tiempo sin tener la necesidad de recortar gasto de otro 
lado, pero no significa que por ello el sistema sea sostenible. 
Tremendo, ¿no crees? La cantidad que debe España se ha multiplicado 
por seis en los últimos cinco años. Y, por todo lo que hemos visto 
hasta aquí, no parece que vaya a cambiar la tendencia. Ojo, la deuda 
como tal no tiene por qué ser mala, puede convertirse en una 
herramienta muy beneficiosa que permite mejorar el futuro a través 
de la acción presente. Es un recurso que utilizan muchos ciudadanos 
corrientes, empresas y, como vemos, Estados. Pero siempre hay que 
usar la cabeza, pues también puede ser una forma de cavar tu propia 
tumba. 


No es necesario entrar en más números ni gráficos para entender que 
esto no es algo que podamos mantener eternamente. No es que el 
sistema vaya a quebrar, es que el sistema ya ha quebrado varias veces, 
lo que ocurre es que nos han prestado dinero para continuar la juerga. 


Con las respuestas a la pregunta sobre la sostenibilidad del sistema, 
surge otro interrogante: ¿aguantará el chicle si seguimos estirándolo? 


¿SE PUEDE ALARGAR LA ESTAFA? 


Hombre, si nos ponemos cabezones, algo se puede hacer. A mi modo 
de ver, solo hay cinco soluciones si se quiere mantener en pie el 
sistema de reparto tal y como está. Son medidas que tendrían que 
combinarse entre sí para prolongar la vida de la estafa, pero no 
conseguirían arreglar de ninguna manera los problemas de base 
comentados anteriormente: 


1. Subir la edad de jubilación. Realmente, esto llevamos haciéndolo ya 
varios años, cosa que demuestra la insostenibilidad del sistema, por 
cierto. Los diferentes Gobiernos han ido toqueteando la edad mínima a 
la que una persona puede dejar de trabajar y empezar a recibir una 
pensión pública, así como los años cotizados necesarios para ello. Un 
ejemplo relativamente reciente es la medida implementada por el 
Ejecutivo de José Luis Rodríguez Zapatero —que comenzó a ser 
efectiva en el año 2013 y culminará en 2027— que estableció un 
aumento progresivo de la edad mínima de jubilación hasta quedar fija 
en los 67 años. Ten en cuenta que la fecha a la que una persona se 
puede jubilar la decide el Estado, es decir, el Gobierno, que marca 
cuánto cobrarás en función del tiempo que hayas cotizado y del 
momento en el que dejes de trabajar. Por tanto, si dichas edades se 
atrasan, se cotiza durante más tiempo, lo que implica una reducción 
de la carga económica del sistema de pensiones. Claro, esta medida 
implica multitud de particularidades: por ejemplo, no es lo mismo que 
se jubile a los 67 el director de un banco que un peón de obra. Pero es 
que, además, cuando analizas los datos que te he mostrado antes, te 
das cuenta de que la iniciativa es pan para hoy y hambre para 
mañana, ya que no se puede prolongar hasta el infinito la edad de 
jubilación... ¿O sí? Qué triste, ¿no? 


2. Traer inmigrantes. Es otra opción: si lo que nos falta son jóvenes 
trabajadores autóctonos que equilibren la pirámide, traigámoslos de 
fuera. Como imaginarás, no es sencillo, y tampoco es una medida con 
la que una gran parte de la sociedad española esté de acuerdo. Así 
que, aunque incentivar la llegada masiva de jóvenes dispuestos a 


cotizar y a tener hijos en el país podría ayudar a solucionar el 
problema, puede dar lugar a otros trastornos sociales. Por supuesto, 
incentivar las políticas de natalidad también es un punto importante, 
pero además de llegar tarde (y no es algo que se consiga rápido), cada 
grupo político tiene sus propias ideas de cómo hacerlo y, de momento, 
no ha habido éxito alguno. 


3. Subir los ingresos del Estado. La tercera medida es muy fácil de 
entender: aumentar la pasta que recibe el Gobierno. ¿Y cómo se hace 
eso? Bueno, la respuesta te la sabes de sobra a estas alturas: subiendo 
(aún más) los impuestos. Esta es la receta favorita de los Ejecutivos, 
pues es la más fácil de implementar y, por supuesto, de justificar 
mediante el discurso sensiblón de la necesidad de «ser más solidarios». 
También se ha puesto en práctica varias veces, por cierto. El último 
ejemplo lo vimos a comienzos de 2023, cuando el Gobierno creó un 
nuevo impuesto camuflado bajo el nombre de mecanismo de equidad 
intergeneracional, que se resume en subir las cotizaciones sociales 
progresivamente, tanto de las empresas como de los trabajadores, para 
intentar paliar el desajuste generacional. Es decir, más pasta para las 
arcas públicas. 


4. Bajar el gasto en pensiones. Es quizá la solución más drástica y 
menos popular de todas. Adivina por qué. En España hay más de 10 
millones de pensionistas. Repito, más de 10 millones. ¿Y sabes qué son 
más de 10 millones de personas? Más de 10 millones de votos. Piensa, 
por otro lado, que, si se quisiera solucionar el problema aplicando este 
mecanismo, no estaríamos hablando de una bajada del 1% ni del 5%, 
sino de cifras más altas, y el revuelo sería tremendo. Hay que asumir 
que nadie en este país se atreve a coger por los cuernos el toro de las 
pensiones, con lo que solo sería una opción si nos cerraran el grifo de 
la financiación —es decir, de la deuda— o si el recorte se hiciese por 
la puerta de atrás, que en realidad es lo que está ocurriendo. ¿Cómo? 
Aumentando la cantidad de años salariales que se consideran para el 
cálculo. Te lo explico de manera sencilla: para calcular la pensión que 
recibes, los aspectos fundamentales son el número de años cotizados y 
la cantidad de dinero cotizada en ese tiempo. Cuanto más alargues el 
periodo de cálculo, más años de vida laboral abarcarás, lo que 
significa que te acercarás a tus primeros pasos como trabajador e 
incluirás en la ecuación los datos de una etapa en la que, por tu 
juventud y tu inexperiencia, tu salario era más bajo y, en 
consecuencia, cotizabas menos. Porque, lógicamente, no es lo mismo 


tener en cuenta los últimos 15 años trabajados que los últimos 30, la 
diferencia es significativa. Por regla general, si solo se atiende al 
periodo de vida activa más reciente para calcular el importe de la 
pensión, más generosa será esta, ya que, aunque previamente no hayas 
cotizado nada, no afectará a la hora de establecer la cuantía, como se 
observa en el ejemplo del principio del capítulo. Hace unos años, se 
tenían en cuenta los últimos 15 años trabajados, como en el caso de 
Alfredo; hoy en día se utilizan los últimos 25, y ya se están barajando 
ideas para ampliar el plazo a 29. 


5. Aumentar la productividad de los trabajadores y, en consecuencia, 
sus salarios. El quinto punto es, visto lo visto, incluso más complicado 
que el anterior, pero implicaría que, aunque la base de la pirámide se 
estrechase, los trabajadores pudiesen aportar lo suficiente para que los 
jubilados siguieran cobrando pensiones dignas. Pero antes de ni 
siquiera pensar en aumentar la productividad, debemos centrarnos en 
conseguir el máximo empleo posible, que es la solución más lógica, 
desde mi punto de vista. El problema es que en este bendito país nos 
hemos acostumbrado a unas cifras de desempleo absolutamente 
vergonzosas. Desde el año 2000 tenemos una tasa de paro media del 
15,8%, señores, una barbaridad. En los tiempos más duros después de 
la crisis de 2008, entre 2009 y 2016, el paro medio registrado fue del 
22,3%. Estuvimos durante siete años con un cuarto de la población 
activa sin empleo, y a fecha de 2023 seguimos superando el 12%, así 
que imagínate lo complicado que debe de ser incrementar la 
productividad de los trabajadores cuando ni siquiera somos capaces de 
reducir las cifras del paro por debajo de los dos dígitos. Por tanto, esta 
solución parece utópica, por desgracia. 


Te estarás preguntando: «Joder, Javi, si ya se han aplicado algunas de 
esas medidas, ¿por qué no se arregla el problema?». Pues porque, 
como ya te he dicho, solo sirven para mantener con vida la estafa unos 
años más. Hasta ahora, lo único que nuestros líderes han llevado a 
cabo para tratar de resolver las flaquezas del sistema han sido 
pequeños cambios graduales para minimizar las repercusiones 
electorales. Por otro lado, que al empezar a trabajar se impongan una 
serie de condiciones para la jubilación y que, en mitad del juego, se 
modifiquen las reglas de manera arbitraria no solo es injusto, sino que 
confirma la evidencia de la pronunciada quiebra que algunos intentan 


ignorar. 
«Y, entonces, ¿cómo se resuelve el problema?». 


Querido, el problema es el sistema en sí mismo, en su modo de 
funcionamiento, en sus cimientos. Por lo que la única solución viable 
a largo plazo es cambiar de sistema. 


EL CAMBIO DEL SISTEMA 


Quizá te preguntes: «¿Es que existen otros sistemas? ¿Hay otra forma 
de hacer las cosas?». La respuesta es que sí, aunque muchos se 
sorprendan. No sé por qué en España se da cierta tendencia a pensar 
que nuestro modelo es el único en el mundo, el más eficiente y el que 
mejor funciona. Chico, no es así. Analicemos algunos ejemplos. 


Una vez vistas las principales causas del desmoronamiento del sistema 
de reparto, lo más inteligente es transitar hacia otro en el que no 
dependamos de las variables peligrosas e inestables que pueden 
hacerlo caer. Ha llegado la hora de presentaros los famosos sistemas 
de capitalización. 


¿Te suena Australia? Sí, ese trozo de tierra que está lejos de narices y 
donde hay canguros. Pues resulta que ellos, a diferencia de nosotros, 
se dieron cuenta del enorme problema que podría acarrear en un 
futuro un mal diseño del programa de jubilación y decidieron 
implantar un modelo diferente. Un modelo en el que el ahorro y la 
gestión privada de cada individuo supusiese la base fundamental de 
las pensiones. Lo que hicieron fue establecer un sistema en el que el 
empleado tiene que aportar de manera obligatoria un porcentaje de su 
salario a fondos de pensiones privados para que estos generen 
rentabilidades a lo largo del tiempo que el trabajador esté en activo. 
Es decir, en vez de destinar esa parte de su salario a pagar a los 
pensionistas con la esperanza de que se haga lo mismo con él más 
adelante, lo dedican a inversión privada para recoger los frutos en el 
futuro sin depender de nadie. A este modelo lo llamaron 
superannuation, y actualmente cada asalariado lo alimenta con el 
10,5% de su sueldo. Y no pienses que las inversiones que hay que 
hacer las decide el Gobierno ni que hay poca variedad: los 
australianos pueden elegir entre más de 400.000 fondos, con 
diferentes perfiles de riesgo y variedad. Además, ese 10,5% es el 
mínimo obligatorio por ley, pero el trabajador es libre de destinar la 
cantidad que quiera de su salario, algo que genera beneficios fiscales e 
incentiva el ahorro para el futuro. 


No sería raro que tuvieses cierto respeto a eso de invertir. El 


desconocimiento provoca dudas y miedo, es normal. Pero he de 
decirte que las inversiones no les han ido nada mal a las señoras y los 
señores oceánicos. De hecho, la rentabilidad media de la 
superannuation en los últimos 15 años supera el 7% anual. Sí, ellos 
asumen el riesgo de que las inversiones salgan mejor o peor, pero 
nosotros tenemos la certeza de que nuestras pensiones van cuesta 
abajo. 


Pero... ¿y qué pasa con aquellos a los que las inversiones no les han 
ido tan bien? ¿Y con los que no han podido ahorrar lo suficiente para 
cobrar una pensión digna? En esos casos se ejecuta lo que se 
denomina pensión de edad, que no es nada más y nada menos que una 
pensión asistencial específica. Eso sí, antes de recibirla, te estudian en 
profundidad para conocer tu caso con precisión y te ofrecen la ayuda 
que consideran necesaria. Insisto: es una prestación social, no un 
derecho adquirido por la persona. Si no reúnes los requisitos, no la 
cobras. 


¿Y cuánto les cuesta este sistema de pensiones públicas a los 
australianos? ¿Es muy abultado? Pues el gasto está en torno al 3% del 
PIB. Para que te hagas una idea, el de España está en el 14%, con 
previsiones de superar —por lo que venimos comentando— el 16% de 
aquí a unos años. O sea, que les sale baratito y, sobre todo, es eficiente 
y sólido. ¿Y cuánta pasta han conseguido generar? Por ahora, el total 
de dinero acumulado en los fondos privados de pensiones es de 
aproximadamente el 150% del PIB de Australia, o lo que es lo mismo, 
dos billones de euros. Nada mal, ¿eh? Un dinero que, mientras es el 
Estado el que lo tiene (es decir, antes de devolvérselo a la ciudadanía 
en el momento de la jubilación), se utiliza para financiar proyectos en 
busca de rentabilidad y crecimiento económico. 


Además, el modelo de Australia ofrece grandes incentivos para 
gestionar el dinero con cabeza, ya que solo lo puedes cobrar cuando te 
retires o cumplas 65 años, lo que favorece que te tomes en serio estas 
operaciones para llegar a la jubilación con lo máximo posible. Pero, 
para mayor comodidad, otro punto excepcional es que, en caso de que 
sufras dificultades económicas extremas, enfermedad o discapacidad, 
puedes solicitarlo antes de tiempo. ¿Y qué pasa si falleces sin haber 
dejado de trabajar o al poco de jubilarte? Pues que el dinero quedará 
en herencia para quien desees. ¿Alguna vez te has planteado qué 
ocurre en España con tu pensión cuando te mueres? ¿Adónde va? Pues 


adivina: a ningún sitio, porque, aunque sea cansino ya repetirlo, ese 
dinero no existe ni está guardado, y el derecho que vas generando 
para recibirlo en el futuro no se traspasa a tu familia, sino que, 
directamente, desaparece. 


Otra curiosidad es que, si vas unos años a trabajar a Australia, ese 
porcentaje de tu sueldo destinado a la jubilación se sigue invirtiendo 
en esos fondos, pero en el momento en el que te vas del país, se 
liquida y vuelve a ti, porque es tuyo. Ah, un pequeño dato sin 
importancia, este sistema de pensiones fuertemente privatizado fue 
puesto en marcha por un Gobierno de izquierdas (sí, de izquierdas). 
Concretamente el de Bob Hawke, que, aunque progresista, no era 
tonto. Y fue promovido por las asociaciones sindicales. Sí, como lo 
oyes, la privatización del sistema de pensiones fue encabezado por los 
sindicalistas, algo impensable en España. 


Convertir a los australianos en partícipes y propietarios de su propio 
futuro parece que ha gustado mucho. Las encuestas sociológicas 
realizadas a los trabajadores demuestran el gran consenso social que 
hay con respecto a este sistema de capitalización. De hecho, la gran 
mayoría de los habitantes creen que ellos son los máximos 
responsables de asegurar su jubilación, y no el Estado. ¿Qué crees que 
respondería la mayoría de los españoles si les preguntases quién debe 
encargarse del futuro económico de nuestros mayores? 


Vale, con esto hemos comprobado que otra forma de gestionar las 
pensiones de jubilación es posible, perfecto. Pero, como eres una 
persona muy perspicaz, me imagino que estarás pensando: «Ya, Javi, 
ojalá hubiéramos elegido un mecanismo de capitalización como el 
australiano, pero ya es un poco tarde». Y coincido contigo; sin 
embargo, visto el panorama, habrá que empezar cuanto antes, ¿no? 
Ahora es cuando te preguntarás: «Si cambiamos de la noche a la 
mañana nuestro sistema, ¿no se quedará mucha gente sin pensión? 
¿Qué ocurrirá con los pensionistas actuales? ¿Y con los que no han 
tenido tanto tiempo para ahorrar una cantidad decente que les 
permita retirarse?». Interesante, la verdad. 


Obviamente, cambiar el sistema de una forma brusca es inviable por 
varias razones. En primer lugar, si el dinero de los trabajadores pasara 
a formar parte de una hucha privada, ya no se destinaría a los que 
necesitan cobrar pensión, por lo que no habría con qué pagarles y el 


caos sería imparable. Por otro lado, si forzásemos a los que trabajan a 
cargar tanto con su futura jubilación como con la de los pensionistas 
actuales, ya me dirás tú de dónde sacaríamos el dinero para vivir. Por 
tanto, la conclusión es simple: si no podemos seguir como estamos, 
pero tampoco podemos dar un volantazo brusco hacia un sistema 
idílico, lo que se debe hacer es transitar de manera progresiva hasta 
que el problema se solucione. ¿Es esto factible? ¿Hay alguien que lo 
haya probado? Pues, querido amigo, por suerte, sí. ¿Te suena un país 
llamado Suecia? 


Hace unos 30 años, nuestros vecinos escandinavos pusieron la vista en 
el largo plazo y quisieron adelantarse a los trastornos que ahora 
atormentan a naciones como España. Desarrollaron un sistema 
denominado de cuentas nocionales, que te resumo rápidamente. Se 
trata de un modelo mixto, que mantiene un fuerte componente 
público de pensiones e introduce una pequeña parte privada. El 
modelo de reparto tradicional sigue en pie, es decir, los jóvenes 
trabajadores continúan pagando la pensión a los jubilados, pero con 
una diferencia fundamental: todas sus aportaciones se registran y se 
contabilizan para que, a la hora de jubilarse, reciban la parte 
proporcional a lo que han destinado al sistema. Quizá parezca que es 
lo mismo que existe en España, pero recuerda que aquí no se hace así, 
ya que tu pensión depende sobre todo de tus últimos años cotizados, 
lo que la convierte en mucho más generosa, pero también en mucho 
más insostenible. 


Los importes que los trabajadores suecos dedican a las jubilaciones 
fluctúan y se revalorizan con el tiempo. Como es lógico, si aportas 100 
euros hoy, dentro de 30 años no valdrán lo mismo (nuestra amiga la 
inflación tiene mucho que ver). ¿Y de qué depende es revalorización? 
De un índice de sostenibilidad que tiene en cuenta, 
fundamentalmente, la revalorización de los salarios. Si los jóvenes 
cobran cada vez más, las aportaciones aumentan, igual que, en caso de 
crisis o de insolvencia, también varían, aunque a la baja. Esto 
incentiva a la población a tener como objetivo que la economía del 
país vaya bien y, como consecuencia, los salarios suban. Porque, si las 
cosas empiezan a ponerse feas y se toman malas decisiones, las 
pensiones se verán perjudicadas. Este es un punto muy importante, 
porque se evita que solo se piense en un sector de la población por 
motivos electorales. Lo hemos visto en multitud de ocasiones en 
España, cuando no ha importado llegar a niveles de endeudamiento y 


gasto público récord para incrementar las pensiones a costa de asfixiar 
a impuestos al sector productivo. Ya sabes, aquí los votos son lo 
primero. En el sistema sueco, si a unos les va bien, a los otros les irá 
bien, y viceversa. Es el incentivo más claro para dejar de lado el 
dañino cortoplacismo. 


El cálculo de la pensión en Suecia también depende de la esperanza de 
vida de cada momento. Su importe acumulado se calcula dividiendo el 
total de las cotizaciones aportadas (independientemente de cuándo se 
hayan hecho) entre los años de esperanza de vida del trabajador al 
acceder a la jubilación. Los cómputos se ajustan constantemente, lo 
que evita quedarse al descubierto por cambios demográficos de la 
población. ¿Y qué pasa con los que no han podido cotizar lo 
suficiente? Pues existe un complemento a la pensión mínima que 
ayuda a esta buena gente a salir adelante y que se financia con cargo a 
los presupuestos generales, sin tener que tirar de la caja de la 
seguridad social. 


En cuanto a la parte privada, se trata de un sistema de capitalización 
como el australiano, aunque de forma menos relevante. Un porcentaje 
del salario se destina a fondos de inversión y planes de pensiones para 
que genere una rentabilidad y sirva de colchón y complemento en el 
futuro. 


Un aspecto muy interesante y útil para los ciudadanos suecos es lo que 
se denomina carta naranja. Cuando se puso en marcha este sistema, el 
Gobierno sueco decidió implementar un mecanismo encaminado a 
concienciar a cada ciudadano sobre el estado de su pensión; por eso, 
todos los meses envía una carta a los trabajadores (la carta naranja) en 
la que le informan de la evolución tanto de la parte pública como de 
la privada, le comunican la cantidad que tiene ahorrada y una 
estimación de la pensión que recibirá en el futuro y de sus posibles 
variaciones. Un nivel de transparencia envidiable, que se utiliza en 
más países europeos y que provoca que, de manera inevitable, la 
población tome conciencia al respecto. Vamos, igualito que en España, 
¿eh? Lo único que se ha llegado a hacer aquí es abrir una página web 
de la seguridad social en la que puedes calcular, más o menos, lo que 
cobrarás de jubilación. Y ya sabemos cómo de bien funcionan las webs 
públicas y lo intuitivas que son. 


Por otro lado, el modelo sueco permite que, si un ciudadano quiere 


seguir trabajando para tener más en su futura pensión, lo haga, ya que 
lo que recibirá dependerá de lo que cotice. En España, insisto, no, 
pues, a no ser que en esos últimos años tu salario aumente mucho, 
cobrarás lo mismo, pues, como hemos comprobado, no importa la 
cantidad total de dinero aportado. ¿Para qué trabajar más entonces? 


En resumidas cuentas, Suecia transitó. Se dio cuenta del problema que 
se le venía encima y decidió ponerle solución. De momento, no les va 
mal, o, por lo menos, funcionan mejor que nosotros. De hecho, según 
datos de la OCDE, se prevé que, gracias a su sistema, la sostenibilidad 
no se verá afectada por el cambio demográfico que, al igual que 
nosotros, sufrirán. 


ODEMOS HACERLO 


¿Qué nos enseña todo lo anterior? Bueno, pues que el cambio es 
posible. Pero también es cierto que países como el nuestro van con 
demasiado retraso, y, tristemente, no parece que estemos dispuestos a 
tomar un nuevo rumbo, al menos a corto plazo. Las transformaciones 
profundas en el modo de funcionar de un país son lentas y fluctuantes, 
no se implementan con rapidez. 


Debemos entender que nuestro sistema de pensiones es una estafa. Lo 
que nos habían contado de un modelo justo, equilibrado, solidario y 
eficiente no solo es mentira, sino que probablemente suponga el 
mayor reto económico al que nos vamos a enfrentar como sociedad. El 
futuro de la seguridad social en España es, bajo mi punto de vista, el 
principal peligro del país en el medio y el largo plazo, aunque nadie 
dé la voz de alarma. Y no la dan por la preocupante anestesia general 
de la ciudadanía con respecto a este tema. Por un lado, tenemos a una 
parte de los jubilados que no comprende que, si se siguen blindando 
sus privilegios a costa de esquilmar al sector productivo de la 
economía, al final los perjudicados serán ellos mismos. Y, por otro, 
considero que los jóvenes pasan de un problema que ahora ven lejano, 
pero del que dependerá su vida en la etapa en la que más vulnerables 
serán. Si no hacemos nada, veremos, poco a poco, recortes en las 
pensiones, y a los jóvenes no nos quedará otra que empezar a ahorrar 
lo que podamos y contar con que la cantidad que recibamos del 
Estado al retirarnos no será suficiente. 


Transitar hacia modelos que garanticen un futuro digno es la única 
opción, y solo nosotros, como ciudadanos, tenemos las armas para 
impulsar el cambio. No debemos tratarlo como un conflicto 
generacional ni como un pulso entre jubilados y jóvenes. Ambos 
necesitamos llegar a un acuerdo para garantizar el futuro de todos. 
Oponerse al cambio es favorecer la ruina. 


PÍLDORA 6 


EL INFIERNO FISCAL 


Corría el año 1535 cuando un hecho insólito se produjo de repente en 
Inglaterra. Al monarca Enrique viii se le ocurrió una ingeniosa idea 
para llenar las arcas de su Estado. El rey de la casa Tudor vio factible 
la idea de establecer un impuesto a la barba. Como lo oyes, el bueno 
de Enrique decidió crear un impuesto que gravara a todo aquel que 
gustara llevar vello facial, y, para venderlo de manera exitosa, 
argumentó (como si un monarca absoluto necesitase argumentar algo) 
que era un símbolo de estatus social. Quien lucía barba en esa época 
era considerado de la jet set, una persona de alto poder adquisitivo o 
con títulos nobiliarios. 


Casi 200 años después, en 1698, el zar Pedro i el Grande, en un 
intento de modernizar la fría Rusia y asemejarla a otros países 
europeos, decidió algo parecido, aunque con un giro. Al contrario que 
en Inglaterra, lucir pelo en el mentón no era de hombres ricos y 
distinguidos, sino de individuos mal aseados que debían ser castigados 
con un impuesto específico... para llenar los bolsillos del emperador. 
Tan bestia fue la cosa, que quienes decidían no afeitarse y pagar el 
tributo debían llevar encima una moneda con un águila rusa dibujada 
a la que se denominó ficha de barba y en la que se leían las siguientes 
frases: «La barba es una carga superflua» y «el impuesto de barba ha 
sido recaudado». 


Como ves, cada época es un mundo y cada situación puede 
interpretarse de manera diferente según el contexto en el que se vive o 
en el que se cuenta. Habrás notado ya que no soy precisamente un 
apasionado de los impuestos que imponen los Estados a sus 
ciudadanos, pero sí me gusta analizarlos, estudiarlos y, dentro de mis 
posibilidades, combatirlos. Y qué mejor país para hacerlo que el 
nuestro. España es digna de estudio en muchas facetas, incluida la 
tributaria, por supuesto. No vamos a abordar aquí el pesado y 


complejo debate sobre si aquí se pagan muchos o pocos impuestos 
(aunque os imaginaréis mi posición cuando terminéis de leer esta 
píldora), pero sí quiero reflexionar sobre cómo está diseñado nuestro 
sistema fiscal. 


De entrada, un sistema fiscal tiene que ser, como mínimo, sencillo de 
interpretar para los contribuyentes. Ya que nosotros somos los que, 
bajo coacción, financiamos al Estado, un requisito indispensable es 
que nos resulte fácil, comprensible y transparente. Por varias razones. 
En primer lugar, porque cuanto más clara es la fiscalidad de un país, 
más conscientes son los ciudadanos de lo que pagan por vivir y 
trabajar en él. Esto es clave, ya que en multitud de ocasiones el 
desconocimiento habla en nuestro nombre. Me juego una mano a que 
casi ninguno de los lectores de este libro sabe el número exacto de 
impuestos existentes en su lugar de residencia, y mucho menos cuánto 
se recauda gracias a ellos. En cambio, la mayoría cree tener una 
opinión más o menos clara y argumentada sobre si el sistema es justo 
O injusto. 


Por otro lado, solo es posible interpretar de forma correcta si lo que 
recibimos de papá Estado es razonable si conocemos con precisión lo 
que le damos a cambio. Cuando de verdad eres consciente de si lo que 
obtienes (tanto tú como la sociedad) se ajusta a la cantidad de lo que 
aportas es cuando puedes plantearte la eficiencia del sistema en el que 
vives. Y esperar a que algún chaval escriba un libro en el que te 
explique los impuestos que pagas no es lo más recomendable. 


Si la enfocas desde un punto de vista diferente, la complejidad fiscal 
se traduce en inseguridad. Y la inseguridad es lo que más odia un 
buen inversor. Y un buen inversor, a pesar de lo que digan algunos, es 
lo que más necesita un país que pretende prosperar económicamente. 
No estamos hablando ni siquiera de que el sistema deba ser más o 
menos atractivo (algo fundamental para captar inversores), esa es otra 
historia, sino de disponer de un modelo accesible, estable y cómodo, 
en el que particulares y empresas se sientan a gusto y animados de 
cara a abrir la billetera. 


Pues bien, comentado esto, ya te imaginarás por dónde van los tiros. 
No hay cojones a entender cómo está compuesto el sistema fiscal 
español. Y cuando digo entender no me refiero a saberse al dedillo 
cuándo se debe pagar esto o aquello ni a cómo conseguir la 


bonificación de algún tributo, me refiero a las cosas más simples que 
puede haber. Y para demostrarte que lo que planteo es cierto, te 
propongo un simple ejercicio: abre Google e intenta encontrar una 
página oficial que aglutine los impuestos que hay en España. 


Aquí te espero. 


Bueno, venga, hagámoslo más sencillo: busca en cualquier página de 
internet un listado con todos los impuestos que existen en España. 


¿Nada? 


Veeeenga, más fácil aún: encuentra el número total de impuestos que hay. 
El número gordo. 


Complicado, ¿eh? Lo sé de primera mano porque me vi en la misma 
situación cuando me puse a escribir este capítulo. Vamos, a lo mejor 
estoy yo loco, pero creo que, como mínimo, debería ser accesible la 
información de todo lo que tenemos que pagar en función de lo que 
vayamos a hacer. Y cuando digo accesible no me refiero a leerme 400 
boletines oficiales del Estado, que ya te veo venir. Es lo que pasa 
cuando hay impuestos estatales, impuestos municipales e impuestos 
autonómicos, los llamados directos e indirectos, los que son propios, 
los que se cobran como tasas, los que gravan la renta, el capital y el 
patrimonio, las famosísimas cotizaciones sociales, las obligatorias y las 
voluntarias, los copagos, los precios públicos. .., ¡más tasas!... Me 
quedo sin aire (y sin paciencia). 


Aunque es cierto que casi todo el mundo sabe lo que son los 
impuestos, la verdad es que no muchos conocen ni cuántos hay ni 
cuánto les cuestan en realidad. Como soy una persona a la que le 
gusta poneros de mala leche, os he dejado en el final del libro el 
Anexo i, con todos los impuestos que hay en España. No te pido que lo 


analices, ni siquiera te pido que te lo leas de arriba abajo; 
simplemente, échale un vistazo. 


Ahora. 


Yo me quedo esperándote otra vez. 


Quizá me haya dejado alguno que nos hayan colado de manera 
reciente, pero no me digas que no te los he dejado bien agrupaditos. 
Lo más cachondo es que alguno se creerá que ese listado es el único. 
Pobre iluso. Ahí faltan los impuestos extra de cada comunidad 
autónoma. Sí, los que, a su manera, aplica cada región a sus 
ciudadanos por el placer de seguir saqueando a la gente. Los he 
reunido en el Anexo ii. Venga, ¡corre a mirarlo! 


Antes de escandalizarte (si es que no lo estás ya), te invito a hacer la 
siguiente reflexión: si los impuestos van siempre a un mismo saco de 
donde luego se toman para gastarlos en función de lo que el partido 
político de turno considere, ¿por qué esta complejidad? ¿Por qué esta 
partición? ¿Por qué esta opacidad? Son preguntas peligrosas, ya que 
son la antesala de otras más complejas: ¿de verdad todo esto lo pagan 
los ricos? ¿Estos impuestos repercuten mayoritariamente sobre la clase 
media? ¿Recibo más de lo que aporto? 


Una cosa sí tengo clara, y es que, si en vez de dividir lo que pagamos 
en tantísimos tributos, la manera de recaudarlos fuera cogérselos en 
bruto al contribuyente, nuestra percepción cambiaría. Es decir, si en 
lugar de picar ahora un poquito de aquí, mañana un poquito de allí y 
la semana que viene otro poquito de allá, nos extirpasen de golpe una 
vez al año la cantidad total (que, a efectos numéricos, sería lo mismo 
que la suma de los poquitos), veríamos de manera mucho más clara el 
saqueo. Obviamente, es algo muy complejo, inviable, pero existen 
otras opciones. 


Por ejemplo, siempre he pensado que ayudaría a concienciar a la 
población de lo que le quitan de manera directa si cambiáramos la 
forma en la que se pagan las cotizaciones sociales. Nos venden el 
discurso de que es la empresa quien aporta esa partida (ya sabes, el 


malvado empresario), no el ciudadano. Sin embargo, al final, el 
importe de las cotizaciones es un dinero que la empresa tiene que 
gastar por tenerte contratado y que, en vez de pagarte una parte a ti, 
le paga al Estado. Por tanto, si el salario bruto entrara directamente en 
la cuenta bancaria del trabajador cuando recibe la nómina y, acto 
seguido, Hacienda le extirpara la parte correspondiente, la percepción 
sería distinta, ¿no? Otra opción podría ser que, cuando fuésemos a 
comprar al supermercado, quedara bien reflejado en los precios 
cuánto es lo que te cobra el comercio y cuánto es IVA. 


«¿Y por qué no lo hacen?», pensarás. «¿Estás loco?», pienso yo. ¿Crees 
que un Estado, cuyo objetivo fundamental es amasar el máximo dinero 
posible, facilitaría a sus ciudadanos la comprensión de un sistema 
fiscal asfixiante? Claro que no. Tiene grandes incentivos para que, 
cuanto menos sepas, mejor. 


Ser conscientes de todo esto no solo es importante por lo que ya os he 
comentado; hay varias razones más: 


1. Responsabilidad ciudadana. Amigo mío, aunque duela, y por la 
cuenta que te trae, cumplir las obligaciones fiscales es algo que hay 
que hacer regiamente para evitar complicaciones. Cuando eres 
conocedor de cómo funcionan las reglas y de cuáles son tus 
responsabilidades, puedes cumplirlas de la forma adecuada. 


2. Planificación financiera. Planificar tus finanzas personales o 
empresariales es el camino hacia el éxito. Jugar con los plazos de 
pago, saber cómo y cuándo debes pagar, entender de qué manera te 
impacta fiscalmente tomar una decisión u otra... es lo más inteligente 
que puedes hacer. 


3. Que no te multen. Si ya jode pagar, imagina lo que jode pagar más 
por no enterarte de cómo funcionan las cosas. Evitar cometer errores 
te ayudará en el camino. 


4. Beneficios fiscales. Hecha la ley, hecha la trampa. Hay muchas 
maneras de pagar menos si sabes moverte con cabeza y conocimiento, 
y eso te puede ahorrar un buen dinero. 


5 Participación política. Cuando sabes de algo, es más difícil que te 
engañen por ahí, y, por lo tanto, puedes actuar (dentro de lo que cabe) 
en función a tus intereses. 


La complejidad del sistema fiscal español revela las oscuras 
intenciones del Estado. La maraña intrincada de impuestos y 
regulaciones no es más que una estratagema diseñada para confundir 
y engañar al ciudadano medio. Este laberinto fiscal no solo dificulta la 
comprensión, sino que también oculta las verdaderas implicaciones y 
consecuencias de los impuestos, lo que deja al individuo a merced de 
un sistema opaco y despiadado. Es evidente que el Estado busca 
aprovecharse de la confusión para mantener a la población en la 
ignorancia y exprimir cada céntimo posible de sus bolsillos. La falta de 
transparencia y la negativa a simplificar la estructura son una afrenta 
al bienestar de la gente y socavan la confianza en las instituciones 
gubernamentales. Es imprescindible denunciar estas malas intenciones 
y exigir un sistema fiscal claro, accesible y justo, que no sea una 
herramienta de explotación del Estado, sino un instrumento para el 
beneficio y el progreso de todos los ciudadanos. 


Epílogo 


Mis reflexiones no sirven para arreglar el mundo. Tampoco lo 
pretenden. Eso sí, todos los temas abordados en este libro tienen un 
denominador común: su impacto en la mayoría de nosotros. Porque 
todos pagamos impuestos, somos emprendedores o asalariados, 
conocemos a empleados públicos (incluso quizá lo seamos), hemos 
afrontado en algún momento la pérdida de un familiar, nos las hemos 
visto con el banco o aspiramos a una jubilación decente (si es que no 
la estamos disfrutando ya). Sin embargo, pocas veces nos paramos a 
pensar en los entresijos del sistema en el que cotizamos, que 
sostenemos con el pago de tributos y del que dependen las pensiones 
del futuro. 


Ya te advertí en la introducción que no ibas a encontrarte un manual 
de economía ni un ensayo político. Por eso mismo, el libro tiene 
mayor importancia. Lo que has leído no es otra cosa que mis 
opiniones, mi modo de ver el mundo, de afrontar temas que me 
afectan. Tal vez estés decepcionado o en desacuerdo con mis 
comentarios, pero ¿qué quieres que te diga? ¿Prefieres que me calle? 


¡Jamás! 


Es comprensible que, al acercarse a un libro que critica el 
funcionamiento de un sistema voraz, surja la pregunta de cuál es el 
remedio. Sin embargo, considero que centrarse exclusivamente en la 
búsqueda de soluciones es precipitado: primero conviene detenerse y 
reflexionar, hasta ser conscientes al cien por cien de los problemas que 
nos aquejan. Es en ese contexto donde encajan mis reflexiones, que 
persiguen estimular el pensamiento crítico (individual y colectivo) 
sobre ciertas cuestiones socioeconómicas y políticas. Creo firmemente 
en el poder de la información, la discusión y la participación 
ciudadana para generar cambios significativos. Compartir estos 
planteamientos no implica tener todas las respuestas, sino remover 
conciencias con el objetivo de generar un proceso de meditación que 
nos lleve a replantearnos las estructuras y las prácticas actuales. 


Por tanto, la solución no se encuentra en una respuesta mágica, sino 
en el esfuerzo de todos los actores involucrados. Cada individuo es 
capaz de tener un impacto positivo en su entorno, ya sea a través de 
acciones cotidianas, de la participación en la vida política, del apoyo a 
organizaciones sociales o de la aplicación de cambios en el terreno 
personal. Repetir esta reflexión nos recuerda constantemente la 
importancia de pensar en las cuestiones que hemos abordado en el 
libro; nos impulsa a estar alerta, a no aceptar de forma pasiva las 
injusticias y a mantenernos comprometidos con la lucha por la verdad 
y la justicia. Es una llamada a la acción, a utilizar nuestra voz y 
nuestros recursos para marcar la diferencia. 


La batalla cultural es otro aspecto crucial en este camino, razón por la 
cual no debemos callarnos ante lo que consideramos injusto. Debemos 
expresar nuestras opiniones, aunque parezca que nadamos contra la 
corriente. La historia nos ha enseñado que las grandes 
transformaciones sociales y culturales han sido impulsadas por 
individuos valientes y por grupos que se atrevieron a desafiar las 
normas establecidas. Hay que promover el debate abierto y 
respetuoso, fomentar que se puedan discutir y cuestionar ideas sin 
temor a represalias o etiquetas falsas. Debemos promover la 
diversidad de pensamiento y la tolerancia hacia aquellos con puntos 
de vista diferentes, pero eso no quiere decir que tengamos que 
permanecer en silencio. 


Dicho esto, es decisivo recordar que el conocimiento y la verdad son 
dinámicos. Dar la batalla no significa encajonarse en cuatro ideas fijas 
y mantenerse firme en el tiempo, ya que eso solo te obceca. Lo que 
hoy se considera una verdad incuestionable mañana puede ser 
desafiado por nuevas evidencias y perspectivas. Solo con una mente 
abierta y hambrienta se consigue experimentar el dulce placer de 
cambiar de opinión. Te lo aseguro, podrás estar más o menos acertado 
con tu nuevo enfoque, pero decirte a ti mismo «estás equivocado» y 
virar tu modo de pensar en otra dirección es una sensación 
inigualable. 


Eso sí, es nuestra la responsabilidad de informarse, de cuestionar y de 
estar dispuestos a aprender y evolucionar en nuestras ideas, y no 
debemos permitir que el conformismo y la complacencia nos impidan 
buscar la verdad, que no es otra cosa que un camino lleno de giros. 


Mi objetivo con este libro es que encuentres las herramientas para 
cuestionar las ideas preconcebidas, para desafiar el discurso 
políticamente correcto y para luchar por una sociedad mejor. La tarea 
puede parecer abrumadora en ocasiones, pero no olvides que hasta el 
cambio más pequeño tiene un impacto significativo. No subestimes el 
poder de tus palabras y tus acciones. Sigue adelante: cuestiona, pelea 
y construye una sociedad en la que la libertad y la justicia sean los 
pilares fundamentales. Porque el progreso no se logra desde la 
pasividad y el sometimiento. Juntos, podemos forjar un futuro mejor 
para todos. 


Anexo l. 


Impuestos y cotizaciones sociales 


Arbitrio sobre importaciones y entregas de mercancías en Canarias 
(ATEM): importación 


Impuesto sobre la producción, los servicios y la importación (IPSD) en 
Ceuta y Melilla: importación 


Arbitrio sobre importaciones y entregas de mercancías en Canarias 
Impuesto sobre la producción, los servicios y la importación (IPSD) en 


Exacción sobre la gasolina 


Impuesto sobre transmisiones patrimoniales y actos jurídicos 
documentados 

Impuesto sobre transacciones financieras 

Impuesto especial sobre determinados medios de transporte 
Impuesto y tasas sobre el juego/recargos tasa sobre el juego 
Impuesto sobre las primas de seguros 


Aportación al Fondo Nacional de Eficiencia Energética 


Impuesto sobre estancias turísticas 


Obligaciones sobre comercialización de derechos audiovisuales de los 
clubes de fútbol 


Tasas por utilización privativa o aprovechamiento especial del 


Impuestos y cánones de vertidos, canon de explotación de 
Impuestos y cánones sobre la emisión de gases y contaminación 


Impuesto sobre aprovechamientos cinegéticos 


Impuesto sobre la producción y transporte de energía que incidan en 
el medio ambiente 


Impuestos sobre producción y almacenamiento de combustible 


Impuesto sobre el incremento de valor de los terrenos de naturaleza 
urbana 


Impuesto de solidaridad de las grandes fortunas 
Aprovechamientos urbanísticos 


Recurso extraordinario del FGD 


otizaciones sociales 
otizaciones sociales efectivas a cargo de los empleadores 
otizaciones sociales imputadas a cargo de los empleadores 


otizaciones sociales obligatorias a cargo de los asalariados 
otizaciones sociales obligatorias a cargo de los autónomos 
otizaciones sociales obligatorias a cargo de los desempleados 
otizaciones sociales voluntarias de los hogares 


Fuente: Elaboración propia a partir de los datos de Eurostat (año 
2021). 


Anexo IT. 


Impuestos propios 


Canon del agua 


Canon eólico 


mpuesto compensatorio ambiental 


Impuesto sobre depósito de residuo radiactivos (sin efecto) 


Impuesto sobre depósito de residuop peligrosos (sin efecto) 
anon de mejora de infraestructurals hidráulicas de interés de la 
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sin efecto) 
mpuesto sobre las bolsas de plástido de un solo uso 
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mpuesto sobre el juego del bingo 
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onómicas 
antabdial agua residual 
mpuesto sobre el depósito de residluos en vertederos 
argo sobre las cuotas mínimas del impuesto sobre actividades 
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Impuesto sobre la eliminación de rgsiduos en vertederos 
Impuesto sobre el impacto visual producido por los elementos de 
suministro de energía eléctrica y elementos fijos de redes de 


económicas 


EapiósstdesMhirecias premios del juego del bingo 
Impuesto sobre vertidos a las aguay li 


Impuesto sobre grandes establecimjentos comerciales (en vigor a 


partir del 1/1/2025) 
Impuesto sobre la emisión de gases|de efecto invernadero a la 
atmósfera provenientes de instalacipnes (en vigor a partir del 


ésto medioambiental sobre lag aguas residuales 
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mpuesto medioambiental sobre lag grandes áreas de venta 
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aprovechamientos de agua embalsalda 
instalaciones de transporte de 


ividades que inciden en el medio 
ambiente 


anon eólico 

anon medioambiental de la Directliva Marco del Agua 
aneriate vertido 
mpuesto especial sobre combustibles derivados del petróleo 
mpuesto sobre las labores del tabafo 
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mpuesto sobre aprovechamientos dinegéticos 

mpuesto sobre instalaciones que irlcidan en el medio ambiente 
dades de crédito (sin efecto) 

shauBaleacdsre los premios del juego del bingo 

anon de saneamiento de aguas 

mpuesto sobre estancias turísticas 
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biental causada por determinados 
aprovechamientos del agua embalshda, por los parques eólicos y por 
las instalaciones de transporte de ehergía eléctrica de alta tensión 
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Fuente: Elaboración propia a partir de los datos del Ministerio de 
Hacienda y Función Pública (año 2023). 


